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5. Resumen del Proyecto
Este trabajo es producto de una detallada investigación sobre la normatividad
vigente en Colombia, en la que se enmarcan formalmente las actividades
relacionadas con el quehacer archivístico público, orientado a la identificación de las
malas prácticas que contra los archivos públicos se desarrollen y que sean posible
objeto de una sanción penal de acuerdo con las disposiciones legales aplicables en
la materia. La metodología utilizada, da cuenta de la sucesiva filtración de los
enunciados residentes en las normas colombianas que describen las prácticas
formales del contexto de los archivos públicos, algunas desde su redacción en
sentido de proposición negativo y otras teniendo que ser valoradas negativamente
para poder dar cuenta de ellas como mala práctica; todo tamizado a través del
Código Penal Colombiano, con el fin de analizar las conductas punibles en las
cuales podrían encajar, para luego de señalarlas de forma unívoca, procediendo
después con la revisión y cálculo de las sanciones o penas a las que se harían
acreedores los sujetos activos de dichas conductas. Al final se obtuvieron 83 malas
prácticas, de las cuales solo 26 podrían ser susceptibles de sanción penal, además
de la identificación del desconocimiento generalizado sobre el tema en los sectores
involucrados.
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6. Objetivo General
Establecer cuáles son las malas prácticas contra los archivos públicos que pueden
derivar conductas punibles en Colombia.
7. Problemática: Antecedentes y pregunta de investigación
La definición de conceptos archivísticos, incluidos el de la profesión misma del
archivista, han estado sujetos a través de la historia a un sinnúmero de análisis
desde diversas perspectivas y realidades; desde Paul Otlet quien definió los
primeros preceptos rectores de la materia en su libro “Tratado de Documentación”
en 1934, pasando por practicistas en América, como Europeos administrativistas
(Británicos y Franceses) y conservacionistas (Alemanes, Italianos y Españoles).
Hasta llegar a condiciones sociopolíticas del siglo XX, las guerras mundiales y sus
consecuencias económicas, que abonaron el campo para el desarrollo actual de las
Tecnologías de Información y Comunicación (TIC), iniciando con la creación de
ARPANEL por la Secretaría de Defensa de los Estados Unidos como mecanismo de
defensa informático en caso de ataque nuclear; situación que en manos de los
centros de investigación de las universidades norteamericanas derivó en lo que hoy
se conoce como Internet (Década del 60).
Es aquí cuando la discusión sobre la archivística toma un nuevo nivel dentro de las
ciencias de información, adaptándose a este nuevo paradigma informacional;
apareciendo autores como Bruno Delmas, José Ramón Cruz Mundet y Antonia
Heredia, quienes entraron a redefinir los conceptos del área en el ámbito
iberoamericano. Éstos autores publicaron Manuales de Archivística en los que
tuvieron posiciones encontradas y disímiles, que ambientaron la discusión actual
sobre la temática.
Para Delmas la Archivística es la “Ciencia que estudia la génesis y formación de
conjuntos orgánicos de documentos situados en el contexto de su producción, por
ello se dice que los archivos no se pueden separar de la institución que los ha
creado.”1 Lo que hace su poner entonces que en dicho contexto de producción se
deben realizar una serie de actividades de control, conservación y uso de esos
documentos, para las cuales se requieren personas especialmente capacitadas que
deberán responder ante las instituciones en caso de omisión o mala aplicación de
las mismas. Base sobre la que comienza esta investigación, intentando responder a
la pregunta de ¿Cuáles son las malas prácticas contra los archivos públicos
que derivan en conductas punibles en Colombia? Lógicamente desde la
perspectiva del profesional de archivo; para lo que se definen las malas prácticas
dentro de tres categorías: Origen y Ciclo de Vida del Documento, Programa de
Gestión Documental y, Valoración Documental desde el Criterio Normativo 2 ;
prosiguiendo con la filtración de las que se constituyan, según la normatividad
vigente, como conductas punibles; seguido de la enunciación de las penas mínimas
y máximas a que se hacen acreedores los sujetos activos de las conductas
proscritas.

D'OLIER, J.; DELMAS, Bruno. La planificación de las infraestructuras nacionales de
documentación, bibliotecas y archivos: Esbozo de una política general. Paris: Editorial de la Unesco,
1974. p. 338.
2 COLOMBIA. CONGRESO DE LA REPÚBLICA. Ley 594 (14, Julio, 2000). Por la cual se establece
la Ley General de Archivos. [término de búsqueda: ley 594 de 2000]. [en línea - html] Bogotá:
Alcaldía
de
Bogotá.
[consulta:
2011
02
15]
Disponible
en:
http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=4275.
1
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8. Referentes conceptuales, teóricos
1. PRESUPUESTOS DEL DERECHO PENAL GENERAL
1.1. EL SUPUESTO DE HECHO
1.1.1. El delito
1.1.2. La contravención penal
1.2. LA CONSECUENCIA JURÍDICA
1.2.1. La pena
1.2.2. La medida de seguridad
1.3. LA CONDUCTA
1.3.1. Titular
1.4. TIPICIDAD DE LAS CONDUCTAS DE COMISIÓN DOLOSA
1.4.1. Estructura del tipo
1.5. LA ANTIJURIDICIDAD
1.6. LA CULPABILIDAD
1.7. LA TENTATIVA
2. ORIGEN Y CICLO DE VIDA DEL DOCUMENTO
3. PROGRAMA DE GESTIÓN DOCUMENTAL
4. VALORACIÓN DOCUMENTAL - CRITERIO NORMATIVO
4.1. DOCUMENTO
4.2. VALOR PRIMARIO
4.3. VALOR SECUNDARIO
9. Metodología
La investigación se realizó con una metodología de corte cualitativo, utilizando un
enfoque hermenéutico-dialéctico, con las siguientes etapas: A. Investigación y
documentación de antecedentes teóricos, para generación de los marcos de
referencia. Así mismo, se requirió hacer consultas verbales a profesionales del
derecho para la orientación en cuanto a las normas a tener en cuenta para la
definición del marco normativo. B.
Creación de un Sistema de Información
de Investigación, definiendo una estructura para el proceso de recolección de
información. C. Establecimiento de las malas prácticas contra los archivos
públicos, tomando todas las actividades del contexto archivístico contenidas en los
documentos identificados en los marcos de referencia, valorando negativamente las
que solo se encontraban en sentido de afirmación positiva, se listaron y consignaron
en una tabla de ordenación para su posterior categorización. D. Categorización las
malas prácticas contra los archivos públicos, dentro de las dimensiones de
archivo previamente definidas. E. Filtración las malas prácticas que se
constituyeron como conductas punibles, según el Código Penal Colombiano. F.
Desarrollo de comparación, basada en el análisis de documentos de los
resultados contexto archivístico/legal colombiano y ejemplos de otras naciones
(Argentina, España, USA). G. Enunciación de las penas mínimas y máximas, por
medio de tablas con base en el Código Penal para las malas prácticas identificadas
en el caso de Colombia. H. Presentación del informe final de resultados,
disponiendo ordenadamente de los hallazgos según las etapas metodológicas,
estructurados en tablas con análisis específicos en cada apartado.
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10. Recomendaciones y Prospectiva
A partir de esta investigación, surgen nuevas preguntas: ¿Está formado el
profesional de archivo en los componentes normativos que reviste su actividad?
¿Debe o no el profesional de archivo conocer las responsabilidades que en lo penal
pueden caber a la mala o no ejecución de sus funciones? ¿Si muchos de los delitos
por corrupción administrativa tienen como medios de ejecución atentar contra los
documentos de archivo, por qué es tan difícil encontrar a profesionales de archivo
requeridos por las autoridades en los procesos penales resultantes? ¿Hace falta
mayor claridad en la definición de las normas penales relativas a la información, los
documentos, los archivos y sus responsables en la administración pública? ¿Son las
normas actuales insuficientes o hace falta su aplicación?
11. Conclusiones
Hay desconocimiento por parte de los profesionales del quehacer archivístico a
cerca de las implicaciones penales a las que puede estar sujeta la realización de
Malas Prácticas Contra los Archivos Públicos en Colombia; desconocimiento que al
parecer, recae además sobre los funcionarios de la jurisdicción penal en general.
Ahora bien, hay que decir que para la definición formal de mala prácticas contra los
archivos públicos, en Colombia se cuenta con referencias normativas suficientes; de
esto se obtuvo que se pudieron catalogar como tales, 83 actividades, de las cuales
solo 26 se consideraron como susceptibles de sanción penal para quienes las
ejecuten.
Los ítems descritos en las 26 malas prácticas consideradas como de posible castigo
penal, sugirieron entonces una protección completa de los archivos en su contexto
público, en su integridad física, en su contenido y en su uso.
En cuanto a la comparación del caso colombiano con los casos específicos de
Argentina, España y Estados unidos, en relación a la protección estatal a los
archivos públicos mediante regulaciones de tipo penal; se puede decir que Colombia
tiene poco o nada que envidiarles, ya que se hallan medidas de protección similares
para los distintos niveles e instancias de la gestión documental.
Todo lo expresado en este trabajo da cuenta de las diferentes medidas adoptadas
en Colombia, así como en algunos otros países, para la protección de la
información, orientadas no solo a las cuestiones relativas a su uso, sino también, a
su preservación en el tiempo, para brindar además a los ciudadanos de cada una de
sus comunidades el acceso a los documentos como medio de garantía del ejercicio
de sus derechos; por tanto, los profesionales de archivo deben estar al corriente de
dichas normas y las posibles consecuencias que deriven de su incumplimiento o de
la adopción de prácticas contrarias a las mismas.
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1. INTRODUCCIÓN

Este trabajo es producto de una detallada investigación sobre la normatividad
vigente en Colombia, en la que se enmarcan formalmente las actividades
relacionadas con el quehacer archivístico público, orientado a la identificación de las
malas prácticas que contra este tipo de archivos se desarrollen y que sean posible
objeto de una sanción penal de acuerdo con las disposiciones legales aplicables en
la materia.

La metodología utilizada, Cualitativa con enfoque Hermenéutico-Dialéctico, da
cuenta de la sucesiva filtración de los enunciados residentes en las normas
colombianas que describen las prácticas formales del contexto de los archivos
públicos, algunas desde su redacción en sentido de proposición negativo y otras
teniendo que ser valoradas negativamente para dar cuenta de ellas como mala
práctica 3 ; todo tamizado a través del Código Penal Colombiano, con el fin de
analizar las conductas punibles en las cuales podrían encajar, para luego de
señalarlas de forma unívoca, procediendo después con la revisión y cálculo de las
sanciones o penas a las que se harían acreedores los sujetos activos de dichas
conductas.

Es importante mencionar, que para la consecución del objetivo principal, según el
cual se persiguió encontrar las malas prácticas contra los archivos públicos
susceptibles de sanción penal, se debieron alcanzar otros de manera específica,
consistentes en términos generales en definir de forma global las malas prácticas
contra los archivos públicos, categorizarlas dentro de unas dimensiones
archivísticas, filtrarlas a través del Código Penal Colombiano y por último enunciar
las que se ajusten a algún tipo penal de dicho código junto a los rangos de las
penas respectivas.

3

Hay normas redactadas en forma de prohibición o sentido de proposición negativo que no
requirieron mayores adaptaciones, pero hay otras que se refieren a buenas prácticas que deben ser
realizadas para las que fue necesaria su valoración negativa con el propósito de representarlas como
una mala práctica.
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Ahora bien, la relevancia de este trabajo radica en el aporte que puede dar a la
sociedad colombiana en cuanto a la precisión de la implicación penal que pueden
conllevar omisión o mala ejecución de las actividades propias de los archivos
públicos o la realización de otras penalmente tipificadas en dicho contexto; viéndose
beneficiados de manera específica los funcionarios de archivos públicos, los
integrantes de la jurisdicción penal y los empleados públicos en general.

De lo mencionado en el párrafo anterior, se infiere una de las dos principales
limitantes al momento de desarrollar el trabajo de investigación para el presente
estudio; es decir, el desconocimiento generalizado de los profesionales de la
archivística pública y los empleados públicos, haciendo énfasis en los empleados
públicos pertenecientes a la rama del poder judicial, ya que al acudir a instituciones
en las que estos últimos se desempañan (específicamente juzgados y altas cortes),
no se encontraron orientaciones precisas para encontrar información de procesos
pertinentes a delitos en el contexto de los archivos públicos.

La segunda limitante, fue el hecho de la inexistencia de suficientes fuentes teóricas
que dieran cuenta formal de las malas prácticas contra los archivos en general,
mucho menos abordadas desde lo penal, encontrándose más bien, fuentes
dedicadas a la relación de la desorganización de los archivos con la corrupción y
otras enfocadas en la necesidad de la protección de documentos y archivos públicos
como patrimonio estatal desde lo penal.

Fue en ese momento, cuando se encontró sustento en la realidad de lo que se
exploró en instancias preliminares para la definición del trabajo de investigación,
bajo la hipótesis orientadora según la cual existe un desconocimiento en todos los
niveles de la sociedad colombiana sobre las implicaciones penales de las malas
prácticas contra los archivos públicos.

En cuanto a la definición del alcance, se debió analizar la clase de fuente principal
para el estudio, normatividad expresada en varias tipos de disposiciones legales
(acuerdos, decretos, leyes, etc.), las cuales debido al dinamismo propio de la
actividad legislativa podrían generar redundancias y contradicciones conceptuales,
por tanto se estableció tener solamente en cuenta las normas vigentes en Colombia
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al año 2013; sin embargo, se debe mencionar que hubo casos en los que se requirió
revisar algunos referentes normativos ya derogados para poder entender los
cambios con relación al avance de los conceptos, motivados principalmente por el
avance de las tecnologías (especialmente cambios en los Acuerdos del AGN y en el
Código Penal Colombiano).

En cuanto a la estructura de presentación del trabajo, va de la mano con la
metodología, desarrollando referentes teóricos que dan cuenta de la terminología y
conceptos necesarios para abordar la problemática en cuestión; dividiendo el marco
teórico en una primera parte dedicada al Derecho Penal Genera, con la pretensión
de explicar desde el origen lo que se considera como “conducta punible”; una
segunda, dedicada Gestión Documental, para contextualizar sus actividades
principales; y una tercera, dedicada a presentar referentes normativos relevantes del
ámbito colombiano, con el fin de sentar las bases para la articulación de las dos
partes inmediatamente anteriores.

Al final, lo que se obtuvo como resultado fueron 26 malas prácticas, señaladas como
susceptibles de sanción punitiva en la esfera archivística pública colombiana,
además de la definición previa de 83 malas prácticas que fueron objeto de análisis
previo; todo, teniendo en cuenta desde guías y manuales de archivo del AGN, hasta
la Constitución Política de Colombia, en procura de revestir al trabajo del mayor
formalismo y objetividad posible. El desarrollo de este estudio, permitió también, dar
cuenta del estado de protección que desde lo penal tienen los Archivos Públicos en
países como Argentina, España y Estados Unidos, lo que da la posibilidad al lector
de comparar y establecer en qué nivel se encuentra Colombia, según su criterio.

Vale la pena destacar además, los esfuerzos que ha hecho el Estado Colombiano,
desde las instituciones encargadas, para ponerse al corriente no solo con la
definición técnica de las actividades que comportan los Archivos Públicos, sino
también con el establecimiento de normas que de forma directa o indirecta protegen
penalmente los mismos.
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2. ANTECEDENTES E INTRODUCCIÓN AL PROBLEMA DE
INVESTIGACIÓN

Los conceptos archivísticos, incluidos el de la profesión misma del archivista, han
estado sujetos a través de la historia a un sinnúmero de análisis desde diversas
perspectivas y realidades. Comenzando desde el fundamento, es necesario e
ineludible hablar de Paul Otlet (Bruselas, Bélgica, 23 de agosto de 1868 – 10 de
diciembre1944), considerado por muchos como el precursor del quehacer
archivístico, quien definió los primeros preceptos rectores de la materia en su libro
“Tratado de Documentación” en 1934; donde propone una de las primeras
discusiones en el campo de la gestión de documentos: La Bibliología o
Documentología como ciencias del libro y la documentación.
En esta publicación, se tratan los fundamentos de lo que Otlet llamó Ciencias
Bibliológicas, abordándolas desde sus nociones, necesidad, fin, objeto y
condiciones para convertirse en ciencia, entre otros aspectos pertenecientes a
categorías mayores 4 ; lo que deja identificar de forma explícita lo que según la
ideología Kuhniana sería la etapa revolucionaría5 de las ciencias de la información.
Revolución que probablemente no hubiese podido ser llevada a cabo sin la
participación de su compañero de desarrollo teórico, Henry La Fontaine; con quién
presentó en 1895, en Bruselas, una ponencia sobre el planteamiento de un
Repositorio Bibliográfico Universal, marco en el que se aprobó la creación del I.I.B.
(Instituto Internacional de Bibliografía)6.
Estás manifestaciones condujeron a la sucesiva creación de organizaciones
internacionales del mismo corte, de entre las que se destaca la A.L.A (American

4

OTLET, Paul. Tratado de Documentación. Bruselas: Mondaneum Palais Mondial. 1934. p. 9 - 11.

5

KUHN, Thomas. Estructura de las Revoluciones Científicas. México D.F.: Fondo de Cultura
Económica. 2004. p. 36.
6

CABRALES HERNÁNDEZ, Guzmán; LINARES COLUMBIÉ, Radamés. Origen y Formación de la
Ciencia de la Información. En: Biblios Revista Electrónica de Bibliotecología [en linea]. Vol. 6, No. 22
(ene. - ago. 2005). p. 84 - 98. [consulta: 2010 – 10 – 15]. Disponible en:
http://www.redalyc.org/pdf/161/16102207.pdf
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Library Association), encabezada por John Cotton Dana en Estados Unidos (1908)7.
Actividades que se multiplicaron a lo largo del mundo occidental hasta
aproximadamente la década de los años 60’s, enmarcando hasta aquí esta primera
etapa del desarrollo de las ciencias de la información.
Esta situación hace pertinente dar una breve descripción de lo que fueron las
principales corrientes archivísticas que se desarrollaron en el siglo XX, entre las que
se puede mencionar los ejemplos Francés, Alemán, Británico, Italiano, Español,
Estadounidense y Canadiense. Cada uno con sus particularidades, que pueden ser
recogidas de manera general, separando los casos de América como practicistas y,
dentro de los Europeos los administrativistas (Británicos y Franceses) y los
conservacionistas (Alemanes, Italianos y Españoles).
Las características dominantes en los practicistas, estaba dada por la utilización de
los documentos estrictamente necesarios para el desarrollo de una actividad, lo que
propendía por la poca acumulación documental, independientemente del volumen
de producción. Los administrativistas, serían la versión Europea de los practicistas
Americanos, con la diferencia de que se producían altos niveles de documentación,
almacenados durante su vigencia (entre 2 y 5 años), para después ser eliminados
en promedio entre el 50% y el 90% de los mismos (característica más notoria en el
caso Británico). Por último, se tiene los de estilo conservacionista, que producían y
almacenaban grandes volúmenes de producción durante amplios períodos de
tiempo, en comparación con los anteriores (Hernández & Columbié, 2005).
Es de anotar, que la principal problemática que dominó las condiciones
sociopolíticas del siglo XX, las guerras mundiales y sus consecuencias económicas,
abonaron el campo para el desarrollo actual de las Tecnologías de Información y
Comunicación (TIC), iniciando con la creación de ARPANEL por la Secretaría de
Defensa de los Estados Unidos como mecanismo de defensa informático en caso
de ataque nuclear; situación que en manos de los centros de investigación de las
universidades norteamericanas derivó en lo que hoy se conoce como Internet
(Década del 60).

7

Ibíd.
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Es aquí cuando la discusión sobre la archivística toma un nuevo nivel dentro de las
ciencias de información, adaptándose a este nuevo paradigma informacional;
apareciendo autores como Bruno Delmas, José Ramón Cruz Mundet y Antonia
Heredia, quienes entraron a redefinir los conceptos del área en el ámbito
iberoamericano. Éstos autores publicaron Manuales de Archivística en los que
tuvieron posiciones encontradas y disímiles, que ambientaron la discusión actual
sobre la temática.
Para Delmas la Archivística es la “Ciencia que estudia la génesis y formación de
conjuntos orgánicos de documentos situados en el contexto de su producción, por
ello se dice que los archivos no se pueden separar de la institución que los ha
creado.”8 Lo que hace su poner entonces que en dicho contexto de producción se
deben realizar una serie de actividades de control, conservación y uso de esos
documentos, para las cuales se requieren personas especialmente capacitadas que
deberán responder ante las instituciones en caso de omisión o mala aplicación de
las mismas.

Base sobre la que comienza esta investigación, planteando el problema de la misma
intentando responder a la pregunta de ¿Cuáles son las malas prácticas contra
los archivos públicos que derivan en conductas punibles en Colombia?
Lógicamente desde la perspectiva del profesional de archivo; para lo que se definen
las malas prácticas dentro de tres categorías: Origen y Ciclo de Vida del
Documento, Programa de Gestión Documental y, Valoración Documental desde el
Criterio Normativo9; prosiguiendo con la filtración de las que se constituyan, según la
normatividad vigente10, como conductas punibles; seguido de la enunciación de las

D'OLIER, J.; DELMAS, Bruno. La planificación de las infraestructuras nacionales de
documentación, bibliotecas y archivos: Esbozo de una política general. Paris: Editorial de la Unesco,
1974. p. 338.
8

9

COLOMBIA. CONGRESO DE LA REPÚBLICA. Ley 594 (14, Julio, 2000). Por la cual se establece
la Ley General de Archivos. [término de búsqueda: ley 594 de 2000]. [en línea - html] Bogotá:
Alcaldía
de
Bogotá.
[consulta:
2011
02
15]
Disponible
en:
http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=4275.
10----.

Ley 1409 (30, Agosto, 2010). Por la cual se establece el Código de Ética del Archivista. Artículo
31. paragrafo. [término de búsqueda: ley 1409 de 2010]. [en línea - html] Bogotá: Alcaldía de Bogotá.
[consulta:
2012
03
17]
Disponible
en:
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley/2010/ley_1409_2010.html,
se
hace
referencia a la compatibilidad del código de ética del archivista con el código penal.
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penas mínimas y máximas a que se hacen acreedores los sujetos activos de las
conductas proscritas (Ver Gráfico 1. Diagrama de Objeto de Investigación).
Gráfico 1. Diagrama de objeto de investigación.

Fuente: Elaborado por el autor.

Cuando se habla de archivos públicos, automáticamente se delimita el contexto en
el que se quiere centrar el estudio, pero vale la pena decir, que estos fueron
escogidos dada la amplitud de instituciones que cobijan; sobre todo si se tiene en
cuenta que las normas promulgadas para la regulación de su actividad incluye
también a los entes privados que cumplen funciones públicas, motivo por el cual se
amplía el espectro sobre el que influyen las normas del ámbito archivístico público;
hasta aquí la mitad del objeto de estudio.
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La otra parte del objeto de esta investigación se ve representada por la normatividad
penal asociada al a la función archivística pública, cuestión que obliga a la revisión
de dos subtemas que componen esta mitad del cuerpo de estudio: El Derecho Penal
General, que se abordará en el capítulo inmediatamente siguiente y; el Derecho
Penal Específico, que se revisará al final más bien a modo de referencia normativa
dada su condición de “conclusor”11, que enuncia de forma normalizada cuales son
las conductas entendidas como delito. Siendo entonces articuladores entre estos
dos temas, para los propósitos del presente estudio, los capítulos referidos a las
dimensiones archivísticas en las que se enmarcan las conductas penalizadas.

Retomando la pregunta orientadora del problema de investigación y analizando de
forma un poco más concreta el origen de la misma, debe hacerse énfasis en el
escaso hallazgo de estudios o investigaciones sobre la especificidad del tema,
encontrándose para el caso colombiano escritos más enfocados en la corrupción
administrativa y la desorganización como fuente de esta, pero en éstos no se tratan
las consecuencias penales derivadas para los responsables de dicha corrupción y
desorganización.

Es de anotar también, que otros escritos están encaminados a analizar los delitos
informáticos, obviando un poco el contexto natural de archivo al que estos deben
sujetos por el uso de documentos y contenidos digitales de manera análoga a los
documentos en soporte físico; sin embargo, la mayor aproximación al tema se
encuentra referenciada en palabras de la española Susana Romero, Fiscal de
Patrimonio Histórico de la Fiscalía de Barcelona, quien a pesar de enfocarse en la
protección desde lo penal bienes de carácter histórico, en el que se incluyen
documentos, da luces importantes cuando explica en uno de sus escritos, sobre las
sanciones penales a las que se ven sujetos quienes atenten contra la integridad de
Archivos, Bibliotecas y Museos según la legislación española12.
11

La acepción de este término utilizada en el presente documento quiere dar a entender que el
Derecho Penal Específico, como uno de los ejes temáticos de la investigación, es el que recoge de
forma normalizada y universalmente entendida todas las conductas aceptadas como punibles en el
paradigma legislativo colombiano.
12

ROMERO, Susana. ARCHIVOS Y DELITOS. LA ACTUACIÓN DE LA FISCALIA DE PATRIMONIO
HISTÓRICO. [término de búsqueda: delitos contra el patrimonio documental] [en línea - html]
Barcelona: Asociación de Archiveros de Cataluña, 2008. [consulta: 2010 – 09 - 15]. Disponible en:
http://www.arxivers.com/component/docman/doc_download/228-jed080528romero.html
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A lo anterior, se suma la dificultad para encontrar un documento, manual o
investigación en el que se condensen de forma explícita las malas prácticas que se
pueden presentar en el contexto de los archivos públicos vistas desde los niveles
administrativos, técnicos y funcionales; problemáticas que en conjunto configuran
cuestionamientos que conllevaron a la definición del problema de estudio del
presente trabajo.

2.1.

JUSTIFICACIÓN

La presente investigación se llevó a cabo porque se tenía la necesidad de identificar
las malas prácticas contra los archivos públicos que pueden derivar en conductas
consideradas como punibles en Colombia, para además de alertar, brindar una
herramienta de referencia y consulta a todos los involucrados en la prestación de
servicios archivísticos, así como a los encargados de impartir justicia en los
procesos penales derivados de la omisión o mala ejecución de las actividades
propias de los archivos públicos o la realización de otras contrarias a las
disposiciones legales vigentes en dicho contexto

Para poder lograr el cometido, se debió presentar los presupuestos necesarios,
desde el derecho y la archivística como áreas del conocimiento, para tratar de hacer
más entendibles los puntos de interacción entre las dos materias, así como la
relación de momento, acción y consecuencia entre las mismas dentro del tema
tratado; estudiando entonces las generalidades pertinentes del Derecho Penal
General y las principales agrupaciones temáticas sobre los Archivos y la Gestión
Documental, para lo que se expusieron, con relación a los dos últimos, el Origen y
Ciclo de Vida del Documento, el Programa de Gestión Documental y la Valoración
de Documentos desde el Criterio Normativo, siendo estos ejes temáticos los que
permitieron la configuración de lo que en el trabajo se llamó dimensiones o
categorías archivísticas.
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La exploración de los temas relativos al Derecho y la Gestión Documental se
configuraron como la descripción de lo relativo al “momento”, para entonces
configurarse como “acción” y “consecuencia” el producto final del trabajo, es decir, la
presentación organizada de las malas prácticas contra los archivos públicos en
Colombia que pueden ser objeto de punibilidad y su pena correspondiente; lo que
fue también analizado en el contexto internacional mediante la comparación del
resultado con los casos de Argentina, España y Estados Unidos de América.

Todo lo anterior, realizado en una época en la que aumenta cada vez más la
atención que ponen las comunidades en el desarrollo de la administración pública,
la cual se ve frecuentemente envuelta en escándalos de corrupción, que
indudablemente tienen gran parte como medio de ejecución la utilización de
documentos públicos gestionados, conservados y administrados en archivos del
mismo carácter.
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2.2.

OBJETIVOS

El desarrollo de este trabajo de investigación se realizó con observancia en los
siguientes objetivos:

General:
Establecer cuáles son las malas prácticas contra los archivos públicos que pueden
derivar conductas punibles en Colombia.
Específicos:
-

Identificar las malas prácticas contra los archivos públicos en Colombia

-

Categorizar las malas prácticas contra los archivos públicos, dentro de
dimensiones de archivo previamente definidas.

-

Filtrar las malas prácticas que se constituyeron, según la normatividad
vigente, como conductas punibles.

-

Enunciar las penas mínimas y máximas a que se hacen acreedores los
sujetos activos de las conductas proscritas del quehacer archivístico público.
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3.

PRESUPUESTOS DEL DERECHO PENAL GENERAL

En este capítulo se tratará de exponer de manera sucinta lo que es el subsistema
del derecho penal general y cuáles son los elementos más relevantes para el
presente estudio entre sus componentes; nunca debe perderse de vista que la
perspectiva desde la cual se analiza el tema es la del Profesional de Archivo y por
tanto los intereses cognitivos que éste requiere sobre la materia pueden ser, y de
hecho lo son, muy diferentes al de otro profesional del ramo jurisdiccional. Ahora
bien, hay que mencionar también que para el desarrollo de este apartado, tanto en
su contenido como en su extensión se tuvo en cuenta el desconocimiento que sobre
los temas del derecho tiene el común de los Archivistas.

Para definir el derecho penal general se debe iniciar por separar conceptualmente
sus dos divisiones más amplias o principales: la de derecho penal objetivo
(iuspoenale) y la de derecho penal subjetivo (iuspuniendi); la primera hace
referencia al “Conjunto de normas jurídicas (derecho positivo) que tiene como
cometido describir los hechos susceptibles de punición – trátese de mandatos o de
prohibiciones – e indicar cuáles son las consecuencias jurídicas que se les pueden
imponer a sus transgresores (las penas o las medidas de seguridad), noción
denominada como estática o formal”13. La segunda se resume en afirmar que es la
“potestad del Estado para ejercer el derecho a castigar”14.
Para el caso del derecho penal subjetivo, según Velásquez15, se consideran límites
formales a su ejercicio por parte del aparato estatal, expresados a modo de
principios:

-

Principio de legalidad de los delitos y de las penas.

-

Principio de taxatividad.

-

Principio de prohibición de extraactividad de la ley penal.

13

VELÁSQUEZ, Fernando. Manual de Derecho Penal: Parte General. Bogotá: Temis, 2002. p. 75.
ISBN: 958-35-0366-5.
14

Ibíd., p. 1 - 2.

15

Ibíd., p. 31 - 74.
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-

Principio de prohibición de la analogía.

-

Principio del debido proceso legal.

-

Principio del juez natural.

-

Principio de la prohibición de la doble incriminación.

Asimismo, para Velásquez 16 el derecho penal objetivo está revestido por unos
rasgos que lo caracterizan, de los cuales los más relevantes son:

-

Público.

-

Vigencia con marcado carácter judicial.

-

Finalista o teológico.

-

Liberal.

-

Garantizador.

-

Valorativo y normativo.

-

Monista.

-

Independiente en sus efectos.

-

Fragmentario.

Hasta aquí, la rama por la que continúa el camino del presente estudio es el
derecho penal objetivo, para el que se hace necesario mencionar brevemente (de
entre las diversas formas de clasificarse) la clasificación tradicional, dividida según
el mismo autor17 de la siguiente manera:


Derecho penal sustantivo: es el que contiene las disposiciones penales de
fondo, las cuales definen los supuestos de hecho (tipos) y determinan las
sanciones aplicables, y está constituido por el Código Penal y las leyes
penales complementarias. (Es el mismo iuspoenale, derecho penal objetivo,
también denominado sustancial o material).



Derecho procesal penal: es el conjunto de normas jurídicas atinentes al
procedimiento judicial, en virtud del cual pueden serle impuestas al infractor

16

Ibíd., p. 76 - 82.

17

Ibíd., p. 82 - 88.
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las sanciones previstas en el derecho sustantivo… es el sector del
ordenamiento que tiene por objeto organizar los tribunales en el ámbito penal,
así como la actividad dirigida a la actuación jurisdiccional del derecho penal
material, fijando las condiciones de admisibilidad del proceso como un todo y
los presupuestos, formas y efectos de los actos procesales singulares.


Derecho de ejecución penal (tendencia a la que le falta desarrollo): conjunto
de disposiciones jurídicas que regulan todo el proceso de aplicación,
ejecución y control de las penas y medidas de seguridad, comprendidos los
preceptos relativos al régimen penitenciario de los penados.

Ahora bien, el derecho penal se nutre de medios y procesos que hacen posible la
transformación de las normas jurídicopenales en derecho positivo; estos son
conocidos como “fuentes”, y pretenden explicar de dónde se origina el derecho
penal objetivo, cómo se convierte en derecho positivo para adquirir por fin su
carácter vinculante y obligatorio para los ciudadanos. Teniendo en cuenta esto, y
pasando por alto la clasificación genérica, se tienen las siguientes fuentes del
derecho penal18:

A) La costumbre: Es la conducta que se repite constantemente generando
convicción de obligatoriedad; dicho de otra manera, es la reiteración invariable
de actos con conciencia de exigibilidad que genera carácter vinculante, bien por
el aspecto activo dando lugar al nacimiento de nuevas normas jurídicas o, por el
pasivo, originando el desaparecimiento de estas. La costumbre, entendida de
esta manera, tiene dos elementos: el primero, de carácter subjetivo, la idea
según la cual el uso de que se trate es jurídicamente obligatorio y debe
aplicarse: el animus; el segundo, de índole objetiva, es la práctica
suficientemente prolongada de un determinado proceder: el corpus.

B) La jurisprudencia: vocablo que tiene tres acepciones en el mundo jurídico: en
primer lugar, se usa para denominar la ciencia del derecho (del latín ius, iuris:
18

Ibíd., p. 91 - 99. Las siguientes construcciones conceptuales son producto del análisis de los
contenidos de esta sección del libro, en la que los mismos son explicados con mucha mayor
amplitud.
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‘derecho’, prudentia, ae: ‘sabiduría’); en segundo lugar, se refiere al conjunto de
pronunciamientos de carácter judicial dictados por órganos judiciales y
administrativos; y, en tercer lugar, designa el conjunto de sentencias dictadas en
sentido concordante acerca de una determinada materia o punto de derecho.
C) La doctrina: Entendiéndose por tal al “derecho científico”, o el conjunto de
juicios emitidos por los juristas en su tarea de encontrar la verdad jurídica, tanto
al abordar problemas concretos, como al realizar la exposición sistemática del
derecho y emprendiendo la crítica del sistema penal mismo.

D) El proceso legislativo penal: se considera así al conjunto de pasos o etapas
de los cuales la ley penal es un resultado. A modo de referencia, los pasos del
proceso legislativo son:
• La iniciativa.
• La publicación.
• La discusión o deliberación.
• La aprobación.
• La sanción constitucional.
• La publicación o promulgación.
• La iniciación de la vigencia.

De este último proceso en mención, interesa de forma especial analizar varios
aspectos de su producto, la norma penal, sobre todo los atinentes a su estructura
lógica y a la conceptualización de sus elementos constitutivos, debido a que estos
se convertirán en términos de uso recurrente a lo largo del desarrollo de este
documento.

Así pues, la norma penal suele constar de un supuesto de hecho y de una
consecuencia jurídica, y tiene la forma de una proposición en la cual el supuesto va
enlazado a la sanción por una cópula; esta terminología es preferible a la de
precepto y sanción. Sin embargo, a diferencia de otras reglas jurídicas, el supuesto
de hecho de la norma penal aparece integrado por un tipo penal a veces
denominado impropiamente “hecho punible”, “conducta punible” o “delito”; por su
parte, la consecuencia jurídica está conformada por una pena o una medida de
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seguridad. Las normas penales que poseen dicha estructura se conocen como
completas, a cuyo lado aparecen las incompletas y las llamadas en blanco19.

A partir del establecimiento de los dos componentes de la estructura de la norma
penal, supuesto de hecho y consecuencia jurídica, se pueden comenzar a dilucidar
los elementos que a su vez los conforman20:

3.1.

EL SUPUESTO DE HECHO

Se constituye como el tipo penal, pudiéndose configurar como delito o
contravención, para lo cual se estudian cada uno por separado:

3.1.1. El delito.

Se considera así, toda conducta humana que el ordenamiento jurídico castiga con
una pena. Los elementos esenciales del delito son el injusto y la culpabilidad; por
tanto es entendido también que delito es todo injusto culpable. Por esto la ciencia
del derecho penal maneja tradicionalmente un concepto material de delito que se
reduce a una doble valoración negativa: desvalor sobre el hecho o injusto; y
desvalor sobre el autor o culpabilidad.

Injusto: es la desaprobación del acto por el legislador.
Culpabilidad: es el “reproche” dirigido contra el autor de ese acto por parte del juez.
Entonces resume Velásquez 21 que desvalor de acción, desvalor de resultado y
desvalor sobre el autor (también conocido como reprochabilidad), son los tres
19

Ibíd., p. 106 - 108.

20

Ibíd., p. 109 - 123. Obedece a un resumen y condensación de los conceptos analizados y
explicados en esta sección del libro.
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pilares sobre los cuales asienta la actual ciencia del derecho penal el concepto
material de delito.

3.1.2. La contravención penal.
Para Velásquez22, todo lo afirmado en relación con el delito desde los planos formal
y material, es igualmente predicable de la contravención penal, ya que esta es una
especie de conducta punible de menor gravedad que el delito, no solo desde el
punto de vista del injusto, sino también desde el de la pena imponible.

3.2.

LA CONSECUENCIA JURÍDICA

La norma penal, a diferencia de otras, presenta una sanción que puede revestir la
forma de una pena o de una medida de seguridad. A continuación se trata de cada
una de ellas.

3.2.1. La pena.

Desde un punto de vista formal la pena es un mal que impone el legislador por la
comisión de un delito; o la consecuencia asignada a la persona que ha realizado
una conducta punible.

21

Ibíd., p. 109.

22

Ibíd., p. 110.
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3.2.2. La medida de seguridad.

Se entiende por medida de seguridad la consecuencia jurídica imponible por el
ordenamiento jurídico a quien ha cometido culpablemente una conducta punible, o a
quien ha transgredido la ley penal en situación de inculpabilidad, atendida su
imputabilidad.

A partir de aquí, se comienza a perfilar el tema del derecho penal hacia los tres
elementos orientadores del análisis que se pretende llevar a cabo en el presente
estudio: la tipicidad, la antijuridicidad y la culpabilidad; los cuales son parte
constitutiva del delito (para que sea considerado como tal), según su noción
dogmática23. Pero no se podría entrar a hablar de estos tres aspectos sin antes
haber especificado a qué se refiere el concepto de conducta y cuáles son sus
características dentro del contexto aquí estudiado.

3.3.

LA CONDUCTA24

En el lenguaje de uso común el término “conducta” se refiere a la forma de actuar
del ser humano o el comportamiento por él observado; o, el modo como los
hombres dirigen sus acciones y gobiernan sus vidas. Haciendo la salvedad, de que
existen dos maneras de comportarse, acción u omisión: que pueden ser llevando a
cabo un hacer o ejerciendo una potencia, y otra, dejando de hacer una cosa,
absteniéndose de hacer o decidir, respectivamente.

La palabra conducta es más restringida que el término hecho, por el cual se
entiende cualquier acontecimiento de la naturaleza o de carácter humano (voluntario
o no), susceptible de producir efectos jurídicos, de donde se infiere que la conducta
23Desde

esta noción se entiende por delito toda conducta típica, antijurídica y culpable.

24Ibíd.,

p. 227 - 230. Las siguientes construcciones conceptuales son producto del análisis de los
contenidos de esta sección del libro, en la que los mismos son explicados con mucha mayor
amplitud.
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es una forma de hecho: un hecho humano voluntario, a su vez la dicción acto
equivale en sentido jurídico a una variedad de hecho, esto es, el hecho voluntario
que crea, modifica o extingue relaciones de derecho.

Dentro de las características de la conducta, se mencionarán a continuación, de
forma puntual, tres que son las que a su vez condensan la especialidad de su
significancia para la jurisprudencia: Funciones, titularidad y las causas de exclusión:

Funciones del concepto de conducta:

-

Función de clasificación o clasificadora: Diferencia y agrupa los hechos según
clases, derivadas de las características de comisión u omisión.

-

Instrumento de conexión o unión: Permite relacionar las distintas conductas
según sus niveles de gravedad en un contexto sistémico.

-

Función de delimitación: propone los límites para la definición de las
conductas atinentes a lo juridicopenal o no.

-

Punto de referencia: Permitiendo la precisión del tiempo, el lugar de comisión
del hecho, así como el tipo de concurso dependiendo de la unidad o
pluralidad de acciones.

3.3.1. Titular.

La titularidad de la conducta para el derecho penal solo recae en las personas
humanas, por lo tanto quedan desplazados de la aplicación de este concepto los
animales, las personas jurídicas, los entes colectivos (sin calidad de persona) y las
cosas inanimadas.

Causas de exclusión:

-

Los hechos causados por animales.

-

Los actos de las personas jurídicas o entes colectivos.

-

Las actitudes, los pensamientos, las intenciones y todas las emociones que
permanecen en el interior de la persona.
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-

Los eventos en los cuales el cuerpo del hombre obra como una verdadera
masa mecánica.

-

Los movimientos o actos reflejos.

-

Los estados de plena inconsciencia.

-

Los acaecimientos en los que no influye la voluntad del agente, por tratarse
de accidentes no imputables a un obrar doloso o culposo de su parte, esto
es, en las hipótesis de caso fortuito.

-

El caso fortuito.

Ahora bien, vista de forma un poco más específica la “conducta” y los presupuestos
que la conforman, se puede pasar a revisar la tipicidad, la antijuridicidad y la
culpabilidad como componentes esenciales del delito.

3.4.

TIPICIDAD DE LAS CONDUCTAS DE COMISIÓN DOLOSA

En este apartado se hablará del Tipo, substantivo proveniente del latín typus, que
significa – de forma general – el símbolo representativo de una cosa figurada. O la
imagen principal de algo a lo que se le otorga una fisonomía propia. Así pues, el tipo
es la descripción de la conducta hecha por el legislador. Desde una perspectiva más
técnica puede entenderse por tipo penal “un instrumento legal, lógicamente
necesario y de naturaleza predominantemente descriptiva, que tiene por función la
individualización de conductas humanas” 25 . Hay que mencionar también que
asociado a esto hay algo llamado juicio de tipicidad, consistente en la valoración que
se hace con miras a determinar si la conducta objeto de examen coincide o no con
la descripción típica contenida en la ley.

25

ZAFFARONI, E. Manual de derecho penal : parte general. México D.F.: Cárdenas Editor, 1998. p.
857.
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3.4.1. Estructura del tipo26.

Se divide en dos, una de carácter objetivo y la otra de carácter subjetivo, cada una
con sus elementos respectivos:

- Aspecto objetivo: Se refiere a la cara externa de la descripción típica, cuyos
hechos constitutivos pueden ser de índole descriptiva y normativa. Ahora bien, el
esquema básico de cualquier figura punible se compone de tres exigencias: el
sujeto activo, la conducta y el bien jurídico.
o El sujeto: Se debe comenzar por el sujeto activo, el actor, o el autor, esto es,
la persona que lleva a cabo la conducta tipificada en la ley; se bebe mencionar
también al sujeto pasivo, quien es el titular del bien jurídico protegido en cada
caso concreto y que puede resultar o no perjudicado con la conducta del sujeto
activo, que no debe ser confundido con el perjudicado aunque muchas veces
las dos calidades coinciden.
o La acción: El tipo doloso de comisión describe acciones en sentido estricto,
para lo cual se vale de una inflexión verbal, de un verbo encargado de regir la
acción o verbo rector, que es concreción de una prohibición; ahora bien, como
el legislador para redactar las descripciones típicas acude a categorías
lingüísticas, el verbo aparece formando parte de una oración que expresa un
proceso o fenómeno en sus nociones de acción, suceso o estado.
o El resultado: Es entendido como el efecto y la consecuencia de la acción
que se manifiestan en el mundo exterior, incidiendo tanto en el plano físico
como en el psíquico (Esta idea se desprende del Código Penal en su artículos
9, 23, 25 y 26).
o El nexo de causalidad: Para poder atribuir un resultado a una persona como
producto de su acción, es necesario determinar si aquel aparece ligado a esta
26

Velásquez. Op. cit., p. 258 - 301. Las siguientes construcciones conceptuales son producto del
análisis de los contenidos de esta sección del libro, en la que los mismos son explicados con mucha
mayor amplitud.
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por una relación de causalidad, de tal manera que se pueda predicar la
existencia de un vínculo de causa a efecto entre uno y otra; o, en términos de
la discusión contemporánea, que el resultado se le pueda atribuir, achacar, o
imputar al actuar del agente.
o El bien jurídico: Todo tipo penal contiene en su aspecto objetivado un
determinado objeto de protección denominado “bien jurídico” o “bien
jurídicamente tutelado”. No deben confundirse los bienes jurídicos con el
“objeto” sobre el cual recae la acción del agente como se aprecia por ejemplo
en el caso del hurto, en el art. 239 del Código Penal, en el cual el objeto es la
“cosa mueble” y el bien jurídico es “el patrimonio económico”.
o Los medios: En algunos casos la adecuación de la conducta a un
determinado tipo penal depende de que el autor haya empleado ciertos medios
o instrumentos para la comisión del hecho, de los contemplados en la
correspondiente descripción legal.
o El momento de la acción: Consistente en momentos o límites pasajeros
durante los cuales debe realizarse la acción prohibida, lo cual es bien distinto
del tiempo de comisión del hecho al cual se aludió cuando se expuso el ámbito
de validez temporal de la ley penal.
o El lugar de la acción: Algunas descripciones típicas exigen la realización de
la conducta en determinados lugares, trátese o no de ámbitos delimitados.
o El objeto de la acción: Por tal se entiende a la persona o cosa material o
inmaterial sobre la cual recae la acción del agente, esto es, puede tratarse de
un hombre vivo o muerto, consciente o inconsciente, de una persona jurídica o
ente colectivo, de una colectividad de personas, del ente estatal mismo, toda
cosa animada o inanimada de carácter material o no. Sin embargo, pareciera
más preciso entender por tal todo aquello sobre lo cual se concreta la
transgresión del bien jurídico tutelado y hacia el cual se dirige el
comportamiento del agente.
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o Otros componentes: Más concretamente se alude a dos circunstancias
asociadas con el aspecto objetivo – e incluso con el subjetivo – del tipo penal:
las denominadas circunstancias agravante y atenuantes de carácter genérico y
específico previstas en las partes general y especial del Código Penal; y las
condiciones objetivas de punibilidad o de penalidad.

- Aspecto subjetivo: Los componentes fundamentales es este son: El dolo y los
elementos subjetivos distintos del dolo.
o El dolo: Según se desprende del artículo 22 del Código Penal, intitulado
“Dolo”: “La conducta es dolosa cuando el agente conoce los hechos
constitutivos de la infracción penal y quiere su realización. También será
dolosa cuando la realización de la infracción penal ha sido prevista como
probable y su no producción se deja librada al azar”.
o Los elementos subjetivos distintos del dolo: En primer lugar se habla de
especiales elementos subjetivos, esto es, los que suponen en el autor un
determinado propósito o intención, una motivación o un impulso, que se suman
al conocimiento y voluntad de la realización del tipo: motivos de autor (motivos
nobles o altruistas, motivo abyecto, fútil, para satisfacer los deseos de otro, con
el fin de obtener un provecho), impulsos afectivos (ánimo de lucrarse). En
segundo lugar aparecen los llamados elementos del ánimo o la actitud (Ej. La
sevicia).

De lo explicado hasta aquí, sobre la parte objetiva y subjetiva de la estructura del
tipo, también cabe mencionar que existen causas de atipicidad, es decir, situaciones
en presencia de las cuales no procede la tipicidad de una conducta como punible:
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- Causas de atipicidad:
o La ausencia de elementos objetivos
o La ausencia de elementos subjetivos
o La ausencia de dañosidad social

3.5.

LA ANTIJURIDICIDAD

Velásquez

27

la concibe como la característica de contrariedad al derecho

presentada por un comportamiento consistente en la no observancia de la
prohibición contenida en la norma, lo que se conoce con la denominación de
antijuridicidad formal; sin embargo, para poder predicar el carácter antijurídico de la
conducta es, además, indispensable la lesión del bien jurídico, a lo que se denomina
antijuridicidad material (Velásquez, 2002).

Esta categoría tiene un aspecto negativo, llamado causas de justificación, según las
cuales los tipos penales contienen reglas generales que encuentran sus
excepciones en ellas, a lo que también se le conoce como sistema de la reglaexcepción. Estas justificaciones o excepciones son:

-

El estricto cumplimiento de un deber legal.

-

El cumplimiento de orden legítima de autoridad competente.

-

El legítimo ejercicio de un derecho subjetivo.

-

El legítimo ejercicio de una actividad lícita.

-

El legítimo ejercicio de un cargo público.

-

La legítima defensa

-

El estado de necesidad justificante

-

El exceso en las causas de justificación

27

Ibíd., p. 337.
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3.6.

LA CULPABILIDAD

En medio de diferentes enfoques que pretenden dar respuesta a la construcción del
concepto, la culpabilidad (o responsabilidad plena) es ampliamente entendida como
el juicio de exigibilidad en virtud del cual se le imputa al agente la realización de un
injusto penal, pues pudiendo hacerlo no dirige su comportamiento acorde con los
requerimientos del orden jurídico. Esto se trata de un juicio de carácter
eminentemente normativo fundado en la exigibilidad, idea que preside toda la
concepción de la culpabilidad y en virtud de la cual el agente, por no haber actuado
conforme a la norma, debe responder por su comportamiento ante los tribunales
legalmente constituidos. Velásquez28 especifica que cuando se hace referencia al
carácter pleno del juicio de exigibilidad se quiere indicar que el autor del injusto obra
con una responsabilidad penal completa; a diferencia de la responsabilidad penal
incompleta o semiplena, predicable del autor que incurre en un injusto sancionable
con medida de seguridad.

Así como en la categoría anterior, esta también tiene aspectos negativos, llamados
para este caso causas de inculpabilidad, referidos a los casos en los que no es
posible emitir en contra del agente un juicio de exigibilidad, tomando como punto de
partida los hechos de comisión dolosa. Esto se traduce en el análisis concreto de los
casos que inhiben al Estado para imputar a la persona responsabilidad penal,
analizándose en este estadio tres tipos de casos:

- Los de error de prohibición: Se presenta cuando el autor del injusto no ha
tenido la posibilidad de comprender el carácter ilícito del mismo.
- Los de estado de necesidad excluyente de la culpabilidad y otras hipótesis
semejantes: En los que el autor no puede determinarse de acuerdo con las
exigencias normativas.
- Los de inimputabilidad: En los cuales la persona no puede comprender el
carácter ilícito de su actuar y/o determinarse de acuerdo con dicha comprensión.
28

Ibíd., p. 383.

42

Lo común en estas tres situaciones es que al agente no se le puede exigir un
comportamiento distinto del que ha realizado y el ordenamiento penal, en desarrollo
del canon universalmente reconocido según el cual “a lo imposible nadie está
obligado”, se hace eco de ello dando cabida a la inculpabilidad.

Adicionalmente a las tres categorías anteriormente nombradas (tipicidad, la
antijuridicidad y la culpabilidad), es necesario documentar lo que se podría entender
como una adicional, la tentativa, para poder completar los aspectos inherentes al
delito.

3.7.

LA TENTATIVA

Dicho brevemente, es la ejecución incompleta de la conducta tipificada en la ley
penal; es un acto o delito que se empieza a ejecutar y nunca llega a consumarse, un
delito imperfecto, a diferencia de la conducta que encaja a plenitud en el tipo penal
respectivo. Vale la pena aclarar, que lo anterior no significa que la naturaleza
jurídica de la tentativa equivalga a la de un tipo delictivo distinto del que prevé un
delito consumado, sino que se trata, sencillamente, de una figura que implica una
extensión de la tipicidad básica, como una forma especial de configuración del tipo o
dispositivo amplificador del mismo.

En otras palabras “existe conducta típica tentada cuando el autor de manera dolosa
da comienzo a la ejecución del tipo penal, mediante actos idóneos e
inequívocamente dirigidos a su consumación y esta no se produce por
circunstancias ajenas a su voluntad”29.

29

Ibíd. p. 424.
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En el artículo 27, inciso 1º, del Código Penal, se pueden distinguir cinco elementos
constitutivos de la tentativa:
-

Componente subjetivo

-

Comienzo de ejecución de la conducta típica

-

Idoneidad de los actos

-

Univocidad de los actos

-

Falta involuntaria de consumación

Así mismo, aunque de forma solamente teórica, es válido tener en cuenta las
distinciones que se pueden hacer de las clases de tentativa, aún si estas solo son
tenidas en cuenta por la ley de manera tácita:
-

Simple: Cuando la ejecución de la acción típica se interrumpe en sus
comienzos.

-

Frustrada: Cuando el agente a pesar de haber realizado todo lo que a su
alcance estaba, no logra la consumación de la conducta típica.

-

Desistida: Cuando a pesar de que el agente comienza la ejecución del
comportamiento típico decide voluntariamente ponerle fin.

-

Inidónea: Cuando se comienza a ejecutar el hecho, que no se consuma
porque los actos no son idóneos para su logro. Tentativa imposible o delito
imposible.

Hasta aquí, se presentó de manera puntual, cuáles son los aspectos que
caracterizan el Derecho Penal General y, dentro de este, de forma un poco más
específica los elementos relativos al delito; esperando dejar claro el eje temático
básico que permitirá más adelante asociar las diferentes prácticas, identificadas
como dañinas para el quehacer archivístico, con los elementos que se requieren
para que sean consideradas como conductas punibles o delitos (Ver Gráfico 2.
Derecho Penal General).
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Gráfico 2. Derecho Penal General en Colombia.

Fuente: Elaborado por el autor.
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4.

ORIGEN Y CICLO DE VIDA DEL DOCUMENTO

Este es el primero de tres capítulos que se dedican especialmente a desarrollar las
tres dimensiones del quehacer archivístico escogidas en función de los aspectos
Administrativos, Técnicos y Funcionales de los que están revestidas las actividades
que las componen, en las cuales se enmarcarán las malas prácticas a considerar
como objetos de descripción de la norma penal. Se pretende entonces, dar una
representación muy técnica de cada ítem luego de una breve explicación del porqué
de su escogencia como orientador temático en este estudio.
Para esta primera dimensión, referida al Origen y Ciclo de Vida del Documento, el
motivo de su selección radicó en que muestra el nacimiento del documento en el
flujo administrativo, por tanto permite establecer quién fue su creador y; en segunda
instancia, expone cuáles son las etapas del flujo que atraviesa y por ende permite
endilgar responsabilidades sobre los documentos a quienes participan de las
mismas durante su manipulación.
Específicamente, el Origen del documento trata de los por menores de su creación
en el ámbito administrativo, es decir, quién lo crea y cómo se conforma en una
organización, identificando entonces responsables y componentes del documento
como unidad (Unidades documentales). La anterior afirmación esta revestida de un
carácter bidimensional, en el que se complementan dos principios rectores de la
archivística: El Principio de Procedencia y el Principio de Orden Original.
La procedencia, se enfoca en identificar a los productores o creadores de los
documentos, representados por instituciones (institucionales) y/o cada una de las
secciones que las componen (administrativos); mientras que el orden original, es la
secuencia administrativa de producción de los documentos, representados por las
unidades documentales al interior de las cuales deben evidenciarse las
interrelaciones pertinentes de sus elementos y, respetando la ubicación de cada uno
según la reciprocidad de este con el trámite que refrenda30. Lo dicho en este párrafo
puede graficarse de la siguiente manera:

30

Construcción conceptual basada en: ARCHIVO GENERAL DE LA NACIÓN. CARTILLA DE
CLASIFICACIÓN DOCUMENTAL. Bogotá: Archivo General de la Nación, 2001. p. 10 - 13.
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Gráfico 3. Principio de Procedencia y Orden Original.

Fuente: Elaborado por el autor con base en el Manual de Selección Documental del AGN.
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En cuanto al Ciclo de Vida del Documento, se puede considerar de forma análoga al
ciclo vital de los seres vivos, en el que se da la concepción y gestación, nacimiento,
vida y muerte; solo que para el documento puede considerarse esta última como sujeta
a la decisión de su transferencia a un archivo de conservación permanente; es así
como se consideran fases o edades que con base en su nivel de consulta son31:

-

Edad o Fase Activa: Caracterizada por que se dan la planificación de los tipos
documentales, la producción, recepción, tramitación y alta consulta de los
documentos.

-

Edad o Fase Semiactiva: Determinada por la conservación de los documentos
durante su vigencia y por la disminución de su consulta.

-

Edad o Fase Inactiva: En esta se establece la disposición final de los
documentos, escogiendo según su valoración entre su eliminación o
conservación (física o por medios técnicos de reprografía); y su consulta es
inactiva desde el ámbito administrativo.

Los nombres dados a estas edades o fases en la literatura varían según el autor y el
enfoque en que se basen para definirlas.
Vale la pena mencionar también que de este concepto se desprende la clasificación de
los tipos de archivo, que está a su vez relacionada con el volumen documental y el
nivel de consulta, como lo muestra el gráfico siguiente:

31

Análisis y actualización de lo expresado en: COLOMBIA. ARCHIVO GENERAL DE LA NACIÓN.
Acuerdo 027 (31, octubre, 2006). Diario Oficial. Bogotá, 2006. p. 3. y ARCHIVO GENERAL DE LA
NACIÓN. Manual de Selección Documental. (Segunda Edición). Bogotá: Soporte Editorial, 1992. p. 21 24.

48

Gráfico 4. Ciclo Vital del Documento.

Fuente: Elaborado por el autor con base en el Manual de Selección Documental del AGN.

5.

PROGRAMA DE GESTIÓN DOCUMENTAL

La segunda dimensión, el Programa de Gestión Documental (al que en adelante se
hará referencia por la sigla PGD), se constituye como la raíz de donde emergen las
actividades propias del entorno archivístico; las cuales al relacionarse con las otras dos
dimensiones planteadas, van a permitir por medio de su valoración negativa acercarse
a lo que según la norma penal colombiana puede ser considerado como delito. Con
esto se quiere decir, que tomando las acciones contrarias, deficientes o mal ejecutadas
en función de lo definido en el PGD, se pretende identificar cuáles son las malas
prácticas contra los archivos públicos que pueden derivar en conductas punibles.
Ahora bien, establecida la importancia que reviste el PGD para esta investigación, hace
falta explicar en qué consiste y cuáles son sus principales componentes; para lo cual se
basa la conceptualización en la Guía para la Implementación de un Programa de
Gestión Documental desarrollada por el Archivo General de La Nación (AGN), en la
que se define como “el conjunto de instrucciones en las que se detallan las operaciones
para el desarrollo de los procesos de la gestión documental al interior de cada entidad,
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tales como producción, recepción, distribución, trámite, organización, consulta,
conservación y disposición final de los documentos”32.
A la definición anterior se debe sumar el hecho de que en la Ley General de Archivos
se consideren todas las actividades anteriores en un contexto administrativo y técnico,
lo que sugiere entonces responsabilidades tanto operativas, así como de planeación y
control.
Por otra parte, el PGD persigue con su implantación en resumen, según la Guía del
AGN en mención, los siguientes objetivos:

-

“Resaltar la importancia de los documentos y archivos como lenguaje de la
administración pública.

-

Procurar la racionalización y control en la producción documental.

-

Normalizar la utilización de materiales.

-

Normalizar los procedimientos de correspondencia.

-

Regular el manejo y organización del sistema de administración de documentos
y archivos.

-

Implementar el desarrollo de los procesos técnicos básicos.

-

Facilitar la recuperación de la información en forma rápida y oportuna.

-

Encaminar los archivos para que centros de información que trasciendan de su
utilidad para la administración.”33

32

----. GUÍA PARA LA IMPLEMENTACIÓN DE UN PROGRAMA DE GESTIÓN DOCUMENTAL. Bogotá,
Colombia: Archivo General de la Nación, 2005. p. 14.
33 Ibíd.
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Asimismo, para la elaboración del PGD se deben tener en cuenta consideraciones
básicas en los aspectos Administrativos, Económicos y Archivísticos; que a su vez, y
de manera consecuente, tendrían que aparecer claramente reseñados en los aspectos
recomendados relativos a la planeación, es decir, en el Diagnóstico y a la definición de
los Requisitos Técnicos y Administrativos.
Por último, es pertinente mencionar los procesos que componen la Gestión Documental
(de donde resultan las actividades a valorar negativamente más adelante), anotando
además que todo es racionalizado mediante la TRD (Tabla de Retención Documental)
como herramienta fundamental para la afirmación del ciclo vital en las etapas de
archivo mencionadas en el capítulo anterior (Ver Gráfico 4 Ciclo Vital del Documento);
estos son34:

a. Planeación. Actividades orientadas a planear, generar y valorar los documentos
de una entidad, teniendo en cuenta su contexto administrativo, legal, funcional y
técnico. Comprende aspectos relacionados con la creación y diseño de formas,
formularios y documentos, análisis de procesos, análisis diplomático así como su
registro en el sistema de gestión documental.
b. Producción. Se refiere a la producción o ingreso, formato y estructura, finalidad,
área competente para el trámite de los documentos, involucrando al proceso o
procesos en que actúa y los resultados esperados de su uso.
c. Gestión y trámite. Abarca desde las actividades de registro hasta la consulta de
los documentos; pasando por su vinculación a un trámite existente o la creación
de uno nuevo, su distribución, descripción y disponibilidad, incluyendo además el
control y seguimiento a los trámites que surte hasta la resolución de los asuntos.

34

Construcciones conceptuales basadas en: COLOMBIA. PRESIDENCIA DE LA REPÚBLICA. Decreto
2609 (14, Diciembre, 2012). [término de búsqueda: decreto 2609 de 2012]. [en línea - html]. Bogotá:
Alcaldía
de
Bogotá.
[consulta:
2013
–
02
–
05].
Disponible
en:
http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=50958
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d. Organización. Operaciones técnicas aplicadas al documento para que haga
parte formalmente del sistema de gestión documental, procurando clasificarlo,
ubicarlo, ordenarlo y describirlo adecuadamente.
e. Transferencia. Protocolo adoptado por una entidad para trasladar los
documentos entre las fases naturales de archivo, verificando la estructura y sus
formatos de generación, la migración o cambio de soportes cuando corresponda,
los metadatos respectivos y la actualización de los inventarios de los fondos.
f. Disposición de documentos. Seleccionar los documentos en cualquier etapa de
archivo para su conservación temporal, permanente o eliminación, con
observancia a lo definido en las tablas de retención documental o valoración
documental de la entidad.
g. Preservación a largo plazo. Acciones aplicadas a los documentos para
garantizar su preservación en el tiempo, utilizando medios y formas de registro o
almacenamiento aptas para lograr tal fin.
h. Valoración. Proceso permanente por medio del que se determinan los valores
primarios y secundarios de los documentos, que inicia desde su planificación y va
hasta determinar su destino final, con el fin de establecer su permanencia en las
diferentes fases del archivo.
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6.

VALORACIÓN DOCUMENTAL - CRITERIO NORMATIVO

En tercera instancia, la última dimensión archivística requerida para este estudio,
referida específicamente a la Valoración Documental desde el criterio normativo; es
necesaria dado que en ella reside el objeto principal de uso de la archivística y por
ende la razón de ser del archivo, el documento, que se convierte en la moneda para la
realización de cualquier transacción en este contexto. Por lo tanto, es obvio que el
concepto orientador de este capítulo se concentrará en dilucidar el concepto pertinente
de documento, que permita llegar al acercamiento de valoración de éste que interesa a
lo penal, el normativo, llamado también criterio de valoración legal.

6.1.

DOCUMENTO.

El AGN lo define como: “Información registrada, cualquiera que sea su forma o el
medio utilizado”35; definición que a pesar de ser muy general, permite identificar dos
elementos de su constitución; uno de carácter interno, el contenido y; otro de carácter
externo, referido al soporte o medio por el que se fija o transmite su contenido.

Dicho lo anterior, se debe aclarar entonces que no todo documento es de archivo, para
lo cual existen dos definiciones aportadas por el AGN, una en consonancia con los
soportes físicos (que puede ser adoptada como general) y la otra con los soportes de la
era digital:

-

Documento de archivo: “Documento necesario para el funcionamiento de
un organismo y que, por su contenido informativo y testimonial, garantiza

35

COLOMBIA. ARCHIVO GENERAL DE LA NACIÓN. Acuerdo 027 (31, octubre, 2006). Diario Oficial.
Bogotá, 2006. p. 5.
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el conocimiento de las funciones y actividades del mismo, aun después
de su desaparición, por lo cual posibilita la reconstrucción de la historia
institucional.”36 (Ver Gráfico 5. Documento de archivo)

-

Documento electrónico de archivo: “Registro de la información generada,
recibida, almacenada, y comunicada por medios electrónicos, que
permanece en estos medios durante su ciclo vital; es producida por una
persona o entidad en razón de sus actividades y debe ser tratada
conforme a los principios y procesos archivísticos.”37

De estas dos definiciones se pueden destacar varias condiciones para que un
documento sea considerado de archivo, que se pueden resumir afirmando que tiene un
productor (representado por persona natural o jurídica) y que testimonia o da cuenta de
las actividades que éste realizó. Esto es totalmente análogo a la diferenciación que se
plantea entre la Archivalía y las Colecciones, siendo la primera la referencia hecha para
denominar a la conservación orgánica de documentos de archivo desde que entre ellos
nacen las relaciones que les dan valor e inteligibilidad (trámite) y, las segundas son
sólo conjuntos inorgánicos de documentos (sin una relación sistémica entre sí)38.

36

Ibíd.

37

Ibíd.

38

Basado en: COLOMBIA. ARCHIVO GENERAL DE LA NACIÓN. Manual de Selección Documental
(Segunda Edición). Bogotá: Soporte Editorial, 1992. p. 41.
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Gráfico 5. Documento de archivo.

Fuente: Elaborado por el autor

A partir de la conceptualización de lo que es el documento de archivo, se desprenden
entonces otras denominaciones para el documento, determinadas según la función o el
uso que se les dé, por este motivo y a modo de referencia, se presentan las clases de
de documentos que dentro de este contexto distingue el AGN 39:

-

Documento de apoyo: Es el que siendo generado por una entidad o por
otras o instituciones, no hace parte de sus series documentales pero es
de utilidad para el cumplimiento de las funciones de sus empleados,
habitualmente utilizado para consultar actualizaciones de normas,
procedimientos, actividades, etc.

39

Todas las definiciones a continuación construidas a partir de: COLOMBIA. ARCHIVO GENERAL DE
LA NACIÓN. Acuerdo 027 (31, octubre, 2006). Diario Oficial. Bogotá, 2006. p. 5.
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-

Documento esencial: Es el necesario para el funcionamiento de un
organismo y que, dado su contenido, atestigua sobre las funciones y
actividades de este, aun luego de su desaparición, posibilitando la
reconstrucción de la historia institucional,; concepto que puede ser
aplicado desde la perspectiva general de una entidad o desde la visión
específica de cada una de las partes que la componen (Dependencias,
grupos, oficinas, etc.).

-

Documento facilitativo: Aquel que desde su funcionalidad y estructura
diplomática posee similitudes y es producido en cumplimiento de
funciones semejantes o comunes en todas las entidades.

-

Documento misional (o sustantivo): Es el producido o recibido por una
entidad debido a las actividades que desempeña en función de su objeto
social, concepto íntimamente relacionado con el de Documento Esencial.

-

Documento original: Fuente primaria de información, cuyas cualidades de
autenticidad e integridad son incontrovertibles.

-

Documento público: Es el producido desde una entidad pública por uno
de sus funcionarios en ejercicio de su cargo o, en el que se da su
intervención en el ejercicio de sus funciones siendo producido por ente
privado.

Ahora bien, ya habiendo dejado claro el concepto de documento de archivo y
mencionado algunas de las especificidades que lo caracterizan, se procede a delimitar
los aspectos concernientes a su valoración; la cual está dada en virtud de la cualidad
de lo que atestiguan, valores primarios o; de lo potencialmente podrían aportar a la
sociedad en un ámbito diferente al de la misión para la que fueron creados, valores
secundarios.
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6.2.

VALOR PRIMARIO

Puede ser entendido como la cualidad (o cualidades) intrínseca original de los
documentos, dada en función de su uso mientras sirven a la institución productora y al
iniciador, destinatario o beneficiario del documento, estando entonces circunscrito a la
primera y segunda fase del Ciclo Vital, donde se da su trámite, vigencia y son
conservados durante un plazo precaucional40. Según el AGN se pueden distinguir cinco
facetas del valor primario, que son 41:

-

“Valor administrativo: Cualidad de un documento en razón al testimonio
que dan de los procedimientos y actividades de una organización.

-

Valor contable: Es el asociado a los documentos que soportan los
movimientos económicos de una entidad.

-

Valor fiscal: Utilidad que tienen los documentos para el Tesoro o
Hacienda Pública en virtud de poder establecer las obligaciones que en
materia de impuestos tiene un ente con el Estado y su cumplimiento
respectivo.

-

Valor jurídico o legal: Atributo de los documentos del que se derivan
derechos y obligaciones regulados por la ley y que sirven de testimonio
ante las distintas instancias de juzgamiento de su cumplimiento.

-

Valor técnico: Es el que poseen los documentos producidos y recibidos
por una institución en razón de su misión.

40

Construido a partir de: ARCHIVO GENERAL DE LA NACIÓN. Manual de Selección Documental
(Segunda Edición). Bogotá: Soporte Editorial, 1992. p. 50-51.
41

Todas las definiciones a continuación construidas a partir de: COLOMBIA. ARCHIVO GENERAL DE
LA NACIÓN. Acuerdo 027 (31, octubre, 2006). Diario Oficial. Bogotá, 2006. p. 11.
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6.3.

VALOR SECUNDARIO:

Este surge cuando cesan los valores primarios de los documentos, se circunscribe a la
tercera fase del Ciclo Vital donde hacen parte de la conformación de archivos históricos
y, es el que interesa, entre otros, a investigadores de información retrospectiva o del
pasado. Así como en el primario, el AGN define facetas, que para este caso son tres 42:

-

Valor científico: Cualidad asociada a los documentos que registran
información que permite crear nuevo conocimiento, indistintamente del
área del saber, o que están relacionados con los procesos de creación de
dicho nuevo conocimiento.

-

Valor cultural: Cualidad que poseen los documentos que testimonian
sobre las características específicas de una comunidad, los cuales son
útiles para el conocimiento de su identidad y el análisis de su desarrollo.

-

Valor histórico: Cualidad atribuida a aquellos documentos útiles para la
reconstrucción de la memoria de una persona, comunidad, grupo o
institución y, que por ser fuentes primarias de información, deben ser
conservados de forma permanente.

Como ya se mencionó en el primer párrafo de este capítulo, interesa especialmente a
este estudio el criterio de valoración legal, o normativo, por lo que a continuación se
amplía su conceptualización. Se puede decir que este valor está inscrito de forma tácita
en todos los documentos, debido a que son las disposiciones legales del derecho
común las que de una forma u otra regulan sus periodos de existencia obligatoria en
las organizaciones; dichas disposiciones se encuentran diseminadas en la normatividad
del derecho administrativo, penal, comercial, laboral, entre otros, haciendo que este
sentido sea muy amplio para el desarrollo de la presente investigación.
42

Ibíd.
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Ahora bien, en un sentido estricto se entenderán con valor legal:

-

Los documentos dispositivos del Estado que afecten el orden general.

-

Los documentos testimoniales que sustentan derechos reales. (Registros
de propiedades inmuebles e intelectuales, civiles, etc.)

-

Los contratos pactados con todos los requisitos.

-

Los documentos avalados o emitidos por notarios.

Llegada esta instancia, se consideran entonces abordados los principales referentes
teóricos requeridos para esta investigación, considerados como el insumo esencial
para la creación de una base conceptual que permitió lograr el análisis pertinente del
problema en cuestión: ¿Cuáles son las malas prácticas contra los archivos
públicos que derivan en conductas punibles en Colombia?. Para dar paso
finalmente, en estas secciones de referencia al marco normativo tenido en cuenta para
el desarrollo del trabajo.
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7.

ARTICULACIÓN NORMATIVA REFERENTE AL PROBLEMA

Inicialmente, hay que reconocer que en la profusa normatividad colombiana puede
llegar a ser complejo establecer un hilo normativo, que permita identificar la
procedencia pertinente de la relación entre las personas y el Estado (por medio de la
administración pública), los servidores públicos y sus obligaciones con los ciudadanos
y, las personas entre sí; pero lo que no es difícil identificar, es que dichas relaciones
están mediadas por documentos, de diversa índole y naturaleza según los contextos o
estadios, que por medio de su relación orgánica permiten dar testimonio de cualquier
actividad de los ciudadanos.
En este orden de ideas, se toma como referente principal la Constitución Política de
Colombia de 1991, como la carta magna de derechos, deberes y responsabilidades de
todos los que participan de un Estado y del Estado mismo para con sus integrantes.
Esta constitución hace referencia a la responsabilidad en el cumplimiento de las
normas estatales, cuando en su Artículo 6 expresa que “Los particulares sólo son
responsables ante las autoridades por infringir la Constitución y las leyes. Los
servidores públicos lo son por la misma causa y por omisión o extralimitación en el
ejercicio de sus funciones.”43
Así mismo, la Constitución, en su Artículo 15 manifiesta: “Todas las personas tienen
derecho a su intimidad personal y familiar y a su buen nombre, y el Estado debe
respetarlos y hacerlos respetar. De igual modo, tienen derecho a conocer, actualizar y
rectificar las informaciones que se hayan recogido sobre ellas en bancos de datos y en
archivos de entidades públicas y privadas.” 44 en una clara referencia de la relación
Persona-Estado.

43

COLOMBIA. CONGRESO DE LA REPÚBLICA. Constitución Política de Colombia (1991). [término de
búsqueda: constitución política de Colombia]. [en línea - html] Bogotá: Alcaldía de Bogotá. [consulta:
2010 – 08 - 25] Disponible en: http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=4125
44

Ibíd.
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Esta misma carta brinda un elemento esencial a los ciudadanos para la solicitud de
información a la administración Estatal, cuando en el Artículo 23 dice que “Toda
persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades por
motivos de interés general o particular y a obtener pronta resolución.” 45 Lo que se
reafirma con el Artículo 74, según el cual “Todas las personas tienen derecho a
acceder a los documentos públicos salvo los casos que establezca la ley.” 46 Esto es lo
que da origen a lo que se conoce como Derecho de Petición, el que se encuentra
reglamentado (tanto el de interés general como particular) en el Código de
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo47, Ley 1437 de 2011
en su Título II; siendo esta otra muestra de la relación de las personas con el Estado,
esta vez por medio de la solicitud de documentos o respuestas que pueden ser para
informar o dirimir contiendas entre particulares o de éstos con el Estado, estando
también involucrado en la intermediación el funcionario público.
Es en este punto cuando esta misma Constitución, establece que el incumplimiento o
mal cumplimiento de sus funciones por parte de los servidores públicos deriva en
sanciones, y le permite a las personas la solicitud de un castigo consecuente.

Artículo 92. “Cualquier persona natural o jurídica podrá solicitar de la autoridad
competente la aplicación de las sanciones penales o disciplinarias derivadas de
la conducta de las autoridades públicas.”48
Para lo cual entra a definir entonces, quienes serán objeto de esta disposición el
Artículo 123 de la misma carta magna, en el que se afirma en primera medida que se
entienden por servidores públicos a “los miembros de las corporaciones públicas, los

45

Ibíd.

46

Ibíd.

47

El Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo Colombiano es la norma
que regula la manera como se dirimen las disputas entre personas naturales o jurídicas con el estado.
48

COLOMBIA. CONGRESO DE LA REPÚBLICA. Constitución Política de Colombia (1991). [término de
búsqueda: constitución política de Colombia]. [en línea - html] Bogotá: Alcaldía de Bogotá. [consulta:
2010 – 08 - 25] Disponible en: http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=4125
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empleados y trabajadores del Estado y de sus entidades descentralizadas
territorialmente y por servicios”49.

Lo mencionado hasta aquí, permite la introducción a la pregunta que orienta el
problema de la presente investigación: ¿Cuáles son las malas prácticas contra los
archivos públicos que derivan en conductas punibles en Colombia? Pues, como
ya se manifestó al principio de esta capítulo, todas las relaciones entre CiudadanosEstado y Ciudadanos-Ciudadanos, esta soportada en documentos, que en el ámbito
público son administrados por funcionarios de este mismo carácter, estadio en el cual
participan los Archivos como custodios del material documental; estando éste último
sujeto a malas prácticas que pueden ser objeto de punibilidad, lo que interesa
averiguar.
Pero para poder nombrar unívocamente dichas conductas, se debe tener en cuenta la
normatividad asociada a la definición de las mismas como delito, para lo que hay que
partir del Código Penal Colombiano, Ley 599/2000, que en su libro I llamado Parte
General, enuncia las características del delito (Conducta Punible), además de las
condiciones y cualidades necesarias para que las instancias respectivas lo consideren
así: La Tipicidad, la Antijuridicidad y la Culpabilidad, entre otras características que ya
fueron más ampliamente abordadas en el segundo capítulo de este documento (en el
numeral 2).
A modo de referencia y antes de proseguir con algunos apartes del Código Penal, en
su Parte Especial, se deben destacar adicionalmente dos códigos más, el Código Civil
y el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. El
primero es el que se encarga de normar las relaciones entre los ciudadanos, abarcando
de forma muy amplia los aspectos de las relaciones sociales cotidianas y
reglamentando de forma específica, aspectos que van desde el registro de nacimiento
y defunción de las personas, así como las condiciones de contratos, deudas y otras
obligaciones adquiridas, pasando también por las donaciones, testamentos y

49
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herencias; estableciendo claramente las definiciones de todos los elementos que
participan en dichas relaciones50.
El segundo, el de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo,
tiene un componente bidimensional, en el que por una parte se reglamenta sobre la
relación entre las personas y el Estado a través de la Administración Pública y, por el
otro de las controversias entre los particulares y el Estado (esta última parte se refiere a
lo contencioso). Toma parte entonces en asuntos como los derechos de petición
(Generales, Particulares y de Información), derechos de solicitud de consultas,
actuaciones administrativas, silencios administrativos, publicaciones, comunicaciones,
notificaciones, procedimientos administrativos, etc51.
Dicho esto, se amplía el espectro de producción documental en el sector público, que
permite a su vez inferir la relevancia de los archivos públicos en el desarrollo de las
actividades administrativas de su sector, por ende, la responsabilidad de los
funcionarios que a su cargo tienen dichos repositorios.
Es así, como el Código Penal, En su parte especial, provee conductas para este
estudio en el contexto del Archivo Público, como los consagrados en los siguientes
artículos o secciones:


Artículo 194 – “Divulgación y empleo de documentos reservados.”52



Artículo 195 - “Acceso abusivo a un sistema informático.”53

50

Concepto construido a partir de la lectura y análisis de: COLOMBIA. CONGRESO DE LA REPÚBLICA.
Ley 1437 (18, enero, 2011). Por la cual se establece el Código de Procedimiento Administrativo y de lo
Contencioso Administrativo. [término de búsqueda: código de procedimiento administrativo]. [en línea html] Bogotá: Alcaldía de Bogotá. [consulta: 2013 – 03 – 12] Disponible en:
http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=41249#309
51

Concepto construido a partir de la lectura y análisis de: ----. Ley 57 (1887) Por la cual se establece el
Código Civil. [término de búsqueda: código de civil]. [en línea - html] Bogotá: Alcaldía de Bogotá.
[consulta:
2010
–
06
–
23]
Disponible
en:
http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=39535
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----. Ley 599 (24, julio, 2000). Por la cual se establece el Código Penal. [término de búsqueda: código
de penal]. [en línea - html] Bogotá: Secretaría del Senado. [consulta: 2012 – 03 – 02] Disponible en:
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley/2000/ley_0599_2000.html#1
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Artículo 196 - “Violación ilícita de comunicaciones o correspondencia de carácter
oficial.”54



TÍTULO IX. DELITOS CONTRA LA FE PÚBLICA. CAPÍTULO TERCERO. DE LA
FALSEDAD EN DOCUMENTOS.



TÍTULO XV. DELITOS CONTRA LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA. CAPÍTULO
PRIMERO. DEL PECULADO.



Artículo 418 – “Revelación de secreto.”55



Artículo 419 – “Utilización de asunto sometido a secreto o reserva.”56



Artículo 420 – “Utilización indebida de información oficial privilegiada.”57



Ley 1273/2009 “Por medio de la cual se modifica el Código Penal, se crea un
nuevo bien jurídico tutelado - denominado “de la protección de la información y
de los datos”- y se preservan integralmente los sistemas que utilicen las
tecnologías de la información y las comunicaciones, entre otras disposiciones.”58
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Ibíd.
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Ibíd.
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Ibíd.
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Ibíd.
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Ibíd.
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De esta parte del Código Penal, se pueden estudiar conductas de posible desarrollo al
interior de los Archivos Públicos; pero hay otros referentes normativos que permiten
realizar el ejercicio de manera inversa, es decir, conductas que se desarrollan
propiamente en los Archivos Públicos que valoradas negativamente pueden ser
consideradas punibles; para esta segunda parte se tienen en cuenta los siguientes tres
ítems.


Ley 594/2000 “Ley General de Archivos”. Siendo la que instituye las reglas y
principios generales para la regulación de la función archivística estatal;
comprendiendo la Administración pública en sus diferentes niveles (Central y
Descentralizado) y, las entidades privadas que cumplen funciones públicas (este
último aspecto debe tenerse en cuenta a la hora de delimitar lo que se considera
como archivo público)59.



Ley 1409/2010 “Por la cual se reglamenta el ejercicio profesional de la
Archivística, se dicta el Código de Ética y otras disposiciones.” Donde en su
Capítulo II, de los deberes y prohibiciones de los profesionales de la Archivística,
se consagran actividades susceptibles de valoración negativa y otras
propiamente negativas, para contrastar con lo consagrado en la normatividad
penal60.



Y por último, Acuerdos del AGN, en los que se encuentran las descripciones
técnicas de los procesos y actividades propias de los archivos, que en
concordancia con el ítem anterior, permite complementar el espectro de la
funciones archivísticas, pero a través de la inclusión a la discusión de elementos
más técnicos. Específicamente los acuerdos a considerar son:

59

COLOMBIA. CONGRESO DE LA REPÚBLICA. Ley 594 (14, Julio, 2000). Por la cual se establece la
Ley General de Archivos. [término de búsqueda: ley 594 de 2000]. [en línea - html] Bogotá: Alcaldía de
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-

Acuerdo 02/2004 “Por el cual se establecen los lineamientos básicos
para la organización de fondos acumulados”61.

-

Acuerdo 027/2006 “Por el cual se modifica el glosario en el Acuerdo No.
07 del 29 de junio de 1994”62.

-

Acuerdo 042/2002 “Por el cual se establecen los criterios para la
organización de los archivos de gestión en las entidades públicas y las
privadas que cumplen funciones públicas…”63.

No se puede olvidar hacer una referencia especial a las normas utilizadas para el
análisis del tema, en un ejercicio de derecho comparado, en cuanto a cómo se
configura la responsabilidad penal en los países de Argentina, España y Estados
Unidos, que son análogas a la norma respectiva en Colombia; estás son: El Código
Penal de la Nación Argentina (Ley 11.179), Código Penal de España (Ley Orgánica 10
de 1995) y el US Code (Código de Leyes de los Estados Unidos) en su Título 18 –
Parte I.
Luego de lo expresado en este capítulo, y antes de dar inicio a la presentación formal
de los resultados de este trabajo, es de suma relevancia acoger la sentencia T-227 de
2003, de la Corte Constitucional 64 ; según la cual, refiriéndose al derecho a la
información, y más específicamente al deber constitucional de la debida gestión y
administración de archivos, expresó que:

61

COLOMBIA. ARCHIVO GENERAL DE LA NACIÓN. Acuerdo 02 (23, enero, 2004). Diario Oficial.
Bogotá, 2004.
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----. Acuerdo 027 (31, octubre, 2006). Diario Oficial. Bogotá, 2006.
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Existe un deber constitucional de llevar correctamente la administración y protección
los archivos físicos y electrónicos que contengan información personal o socialmente
relevante. Deber derivado de la prohibición general, dirigida a toda persona natural o
jurídica, de impedir sin justificación alguna el goce efectivo de los derechos
fundamentales de los miembros del Estado de forma directa o indirecta. Por lo cual, si
determinada información resulta decisiva para una persona, quien o quienes
administran o custodian un archivo físico o electrónico, adquieren la calidad de
garantes de dicha información. Lo anterior, independientemente de que que el sistema
jurídico únicamente empiece a considerar y a fijar los alcances y límites de las
responsabilidades derivadas de la calidad de garante. Ello en nada modifica el carácter
de deber, ni impide que de éste se deriven consecuencias en caso de pérdida total o
parcial del archivo físico o electrónico.
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8.

8.1.

METODOLOGÍA

TIPO DE INVESTIGACIÓN

La metodología que se consideró más acorde con este tipo de investigación es de corte
cualitativo, debido a que comprende la interpretación y análisis de un objeto de estudio
para la producción de datos descriptivos; para este caso específico se utiliza el enfoque
hermenéutico-dialéctico, dada la necesidad de interpretación continua de los datos
recolectados, en un contexto cualitativo procedente del carácter ontológico del que se
reviste la investigación.

Lo anterior se explica afirmando, que esta investigación se enmarca en el contexto
social, respondiendo a la estructura sistémica de las instituciones relacionadas con el
que hacer archivístico público y por ende a la estructura sistémica de las normas que
articulan la relación entre las mismas, siendo hasta aquí lo concerniente a ontología;
por tanto, el análisis comporta un sentido cualitativo de la interpretación de la aplicación
de las disposiciones legales vigentes, para el establecimiento de consecuencias
penales derivadas de ciertas conductas (Las malas prácticas contra el archivo público);
llegando entonces a lo que justifica la utilización del método hermenéutico-dialectico,
que permite el análisis exhaustivo de documentos combinado con la re-interpretación
constante de sus contenidos, hasta llegar a las conclusiones pertinentes65.

Dicho en términos sencillos, la metodología de Investigación Cualitativa fue escogida
debido a que “utiliza la recolección de datos sin medición numérica para descubrir o
afinar preguntas de investigación en el proceso de interpretación… ” 66 y; para esta
65

GADAMER, Hans. Verdad y Método II. Salamanca: Sígueme, 2002. ISBN: 84-301-1180-8. Este libro
permitió conceptualizar la relación entre Hermenéutica, Dialéctica y Ontología para la definición del
método a utilizar en la investigación.
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McGRAW-HILL / INTERAMERICANA EDITORES, 2010. p. 7.

68

última parte, es decir, el proceso de interpretación, se requirió del análisis de
documentos aportado por el enfoque hermenéutico, que según Gadamer (2002) se
puede entender como la disciplina encargada de la comprensión de los textos, la cual
va afinando en el proceso crítico del investigador cuando utiliza sus prejuicios y
conocimientos previos para el análisis de una realidad específica.

Ahora bien, en cuanto a la dialéctica, como último elemento teórico que constituye la
metodología de investigación planteada, es considerada por Gadamer en función del
diálogo entre el investigador (como intérprete) y el texto, que mediante el ejercicio de
pregunta

y

respuesta

lleva

a

la

construcción

de

conceptos

que

acercan

progresivamente a la comprensión del objeto de estudio.

Todo lo anterior, se puede conjugar en la metodología desarrollada en este trabajo,
concluyendo de manera práctica que el procedimiento utilizado se basó en el análisis
continuo de referentes normativos del contexto archivístico colombiano, unificando
coincidencias, depurando incongruencias y filtrando sucesivamente las actividades
temáticamente relacionadas hasta llegar a la respuesta de la pregunta planteada en el
problema de investigación.
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8.2.

ETAPAS DE LA INVESTIGACIÓN

En términos generales, la metodología de investigación se desarrolló a través de las
siguientes etapas:

A. Investigación y documentación de antecedentes teóricos, para generación de los
marcos de referencia.

En primera instancia se realizó una revisión en medios documentales físicos y
electrónicos que permitieron documentar el origen del problema de estudio
fundamentado en el origen mismo de la archivística contemporánea, por cuanto
la formalización de la profesión del profesional de archivo se da por la calidad de
funcionario público que reviste a quien custodia tradicionalmente la información.

Esta etapa concluyó con la generación del marco teórico en el que se enuncian,
además de la pregunta orientadora del problema de investigación, los dos
componentes estructurales a estudiar para dar respuesta a la misma, el Penal y
.el Archivístico.

Así mismo, se requirió hacer consultas verbales a profesionales del derecho
para la orientación en cuanto a las normas a tener en cuenta para la definición
del marco normativo de este trabajo, con lo cual, y en conjunción de la utilización
de recursos documentales, se estructuró un texto en el que se tuvieron en
cuenta las normas aplicables a los dos componentes estructurales ya
mencionados.

La última parte de esta etapa consistió en la normalización de la terminología
aplicable a la investigación, definiéndola a partir de hacer el ejercicio mental de
situarse en la posición del Profesional de Archivo en cuanto a su
desconocimiento de los temas legales asociados al Derecho Penal y en la
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posición del funcionario público que desconoce los detalles del quehacer
archivístico.

B. Creación de un Sistema de Información de Investigación.

Para el desarrollo del ítem anterior, se requirió definir una estructura para el
proceso de recolección de información, que se llevó a cabo de la siguiente
manera:


Búsqueda de bibliografía pertinente en bibliotecas por medio de los
catálogos en línea (OPAC’s).



Búsqueda de bibliografía pertinente en bases de datos en la web.



Búsqueda de documentos en internet, de tipo pre-print, e-print y post-print,
teniendo en cuenta características mínimas de calidad de la información
(Pertinencia, fiabilidad, reconocimiento del autor, reconocimiento de la
institución a la que pertenece, etc.).



Consulta de la normatividad vigente y de la jurisprudencia pertinente al tema
(sentencias proferidas por estamentos judiciales).



Sistematización de los recursos bibliográficos utilizados, mediante su
relación en una base de datos en formato “xls” y la administración de los
mismos con la aplicación Microsoft Word.



Generación de esquemas de corte ontológico, que permitieron la
representación gráfica de los diferentes ejes temáticos que componen la
investigación y las relaciones entre los mimos, utilizando aplicaciones
computacionales para ello.
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C. Establecimiento de las malas prácticas contra los archivos públicos.

Se tomaron todas las actividades del contexto archivístico contenidas en los
documentos identificados en los marcos de referencia, valorando negativamente
las que solo se encontraban en sentido de afirmación positiva, se listaron y
consignaron en una tabla de ordenación para su posterior categorización.

D. Categorización las malas prácticas contra los archivos públicos, dentro de las
dimensiones de archivo previamente definidas.

Una vez identificadas las malas prácticas contra los archivos públicos, se
procedió a agruparlas según las dimensiones archivísticas a las que pertenecen,
las cuales están orientadas a los aspectos administrativos y técnicos de la
gestión documental, así como a la función propia del documento en las
organizaciones.

E. Filtración las malas prácticas que se constituyeron, según la normatividad
vigente, como conductas punibles.

Depuración de las malas prácticas resultantes en las etapas anteriores mediante
el análisis de las mismas a la luz del Código Penal Colombiano, en la que
descartaron las que no conllevan sanción, de las descritas por dicho código y
que tendrían que hacer parte de otros tipos de control, como por ejemplo el
fiscal, disciplinario o ético.
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F. Desarrollo de comparación basada en el análisis de documentos de los
resultados contexto archivístico/legal colombiano y ejemplos de otras naciones
(Argentina, España, USA).

Una vez determinados las malas prácticas contra los archivos públicos que
revisten una responsabilidad de carácter penal en Colombia, se procedió con la
comparación de esta realidad con la de otros países previamente definidos, en la
que se realiza el mismo ejercicio de la etapa inmediatamente anterior pero
haciendo la filtración según las normas análogas al Código Penal Colombiano en
cada país, obteniendo como resultado una tabla en la que se pueden visualizar
cuáles del total de malas prácticas identificadas están tipificadas como delito en
una u otra nación.

G. Enunciación de las penas mínimas y máximas a que se hacen acreedores los
sujetos activos de las conductas proscritas del quehacer archivístico público.

Enunciación ordenada por medio de tablas de las penas establecidas según el
Código Penal para las malas prácticas identificadas en el caso de Colombia.

H. Presentación del informe final de resultados.

Esta presentación de los resultados se dio por medio de la disposición ordenada
de los hallazgos según las etapas metodológicas, estructurados en tablas con
análisis específicos en cada apartado y la generación de un análisis general en
la

sección

de

conclusiones,

incluyendo

también

en

estas

últimas

consideraciones de corte crítico-constructivo sobre la realidad colombiana en la
materia teniendo en cuenta lo identificado en los países sujetos de comparación.
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9.

PRESENTACIÓN DE RESULTADOS

Para comenzar con la exposición de los resultados de este trabajo, se debe retomar
uno de los aspectos más relevantes que orientaron la investigación, Las Malas
Prácticas Contra los Archivos Públicos; pero ¿cómo deben ser entendidas y cuál es su
alcance? Pues bien, en este sentido hay que abordar dos términos ampliamente
usados en el argot archivístico: Gestión Documental y Administración de Archivos.
Según al AGN, en su Acuerdo 027 de 2006, la Gestión Documental es el “Conjunto de
actividades administrativas y técnicas, tendientes a la planificación, manejo y
organización de la documentación producida y recibida por las entidades, desde su
origen hasta su destino final con el objeto de facilitar su utilización y conservación”67.
De aquí, al hacer mención del “origen y destino final” de la documentación, se hace
referencia directa al “Ciclo Vital” del documento, que para el caso colombiano es
entendido en tres edades o etapas relacionadas con su creación y trámite, vigencia y
conservación y, disposición final, lo cual corresponde de manera respectiva a su
almacenamiento y manejo en tres tipos o clases de archivo, de gestión, central, e
histórico. (Ver Origen y Ciclo de Vida del Documento).

Ahora bien, una vez dicho esto, se deduce que en la administración de estas tres
instancias de archivo se circunscriben las prácticas a las cuales apunta la Gestión
documental, por lo que para terminar de ilustrar el alcance de dichas prácticas, se
revisó en sentido complementario la definición dada en el mismo Acuerdo sobre la
Administración de Archivos, descrita como el “Conjunto de estrategias organizacionales
dirigidas a la planeación, dirección y control de los recursos físicos, técnicos,
tecnológicos, financieros y del talento humano, para el eficiente funcionamiento de los
archivos”68.
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COLOMBIA. ARCHIVO GENERAL DE LA NACIÓN. Acuerdo 027 (31, octubre, 2006). Diario Oficial.
Bogotá, 2006.
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Por último, hace falta exponer un elemento más que hace parte del concepto que se
quiere llegar a definir, Archivo Público, también tomado del Acuerdo 027 como el
“Conjunto de documentos pertenecientes a entidades oficiales y aquellos que se
derivan de la prestación de un servicio público por entidades privadas”69.

Analizando lo dicho hasta aquí en este apartado, se generó una definición de lo que
son las Malas Prácticas Contra los Archivos Públicos tratando de incluir el qué, el cómo
y el dónde, fijando límites claros al concepto. Por otra parte, en un sentido lógico similar
al expresado en la metodología utilizada en esta investigación, se analizaron y
valoraron negativamente los conceptos de Gestión Documental y Administración de
Archivos, primando para el producto de dicho análisis el contenido del primero ya que
en sí mismo contiene al segundo.

De todo lo anterior se obtuvo que Las Malas Prácticas Contra los Archivos Públicos
pueden ser entendidas como la omisión o mala ejecución de actividades
administrativas, técnicas y operativas, tendientes a la planificación, manejo y
organización de la documentación producida y recibida por las entidades
oficiales o privadas que tengan funciones públicas, desde el origen hasta el
destino final del documento, dificultando o impidiendo su utilización y
conservación70; esto en el sentido orgánico, es decir, visto desde quienes participan
en la prestación de los servicios de archivo y los usuarios de los mismos, desde su
configuración hasta su operación.
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Ibíd.

70

Concepto estructurado por el autor a partir del análisis y valoración negativa de las definiciones dadas
por el AGN, en el Acuerdo 027 de 2006, a cerca de Gestión Documental, Administración de Archivos y
Archivo Público; además de tener en cuenta también conceptos derivados del derecho penal general
relativas a la conducta.
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Así mismo, podría entenderse desde la perspectiva funcional, como Malas Prácticas
Contra los Archivos Públicos a la omisión o mala ejecución de actividades,
extralimitación de funciones y/o uso indebido de documentos, involucrados en
cualquier instancia del quehacer archivístico en las entidades públicas71.

Una vez precisado este concepto, se puede proceder con la presentación del primer
ítem de los resultados.

9.1.

ESTABLECIMIENTO DE LAS MALAS PRÁCTICAS CONTRA LOS ARCHIVOS

PÚBLICOS

Se tomaron todas las actividades del contexto archivístico contenidas en los
documentos identificados en los marcos de referencia, valorando negativamente las
que se encontraban en sentido de afirmación positiva, se listaron y consignaron en una
tabla final de ordenación para su posterior categorización; para el establecimiento de
dicha tabla se requirió la depuración de una preliminar, condensando las actividades
iguales que se derivaron de referencias distintas como una sola unidad.

La tabla preliminar, de la que a continuación se muestra un fragmento a modo de
ejemplo, se estructuró con cuatro columnas:

-

Columna 1: Número de orden del registro, fila o norma de referencia.

-

Columna 2: Nombre de la norma o documento de referencia de donde se
toma la práctica a considerar.

71

En el mismo sentido del concepto anterior, éste fue estructurado por el autor analizando los mismos
elementos, con la diferencia de que para este caso el producto se orientó hacia la generalidad del
quehacer archivístico público.
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-

Columna 3: Redacción textual de la parte específica de la norma a valorar
para la definición de una actividad o práctica.

-

Columna 4: Valoración del enunciado de la Columna 3 expresado o
redactado en sentido de mala práctica.

Es de anotar que para la Columna 4 en algunos casos la redacción textual de la norma
ya está expresada en sentido negativo y por lo tanto no requiere cambios, en los
demás casos se trató de generar cambios de redacción mínimos; esto con el fin de que
a los lectores se les facilite la identificación de la mala práctica en comparación con las
disposiciones normativas que las contienen. (Para revisar el contenido completo de la
tabla favor ver la Hoja 1 del Anexo 3).
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Tabla 1. Fragmento de ejemplo de la tabla preliminar de levantamiento de malas prácticas contra los archivos públicos.
TABLA PRELIMINAR DE LEVANTAMIENTO DE MALAS PRÁCTICAS CONTRA LOS ARCHIVOS PÚBLICOS
No NORMA O DOCUMENTO DE REFERENCIA
REDACCIÓN TEXTUAL
PRÁCTICA VALORADA
“Todas las personas tienen derecho a
su intimidad personal y familiar y a su
Restringir a las personas el acceso,
buen nombre, y el Estado debe
Constitución Política de Colombia, Título II (De
actualización y rectificación de las
respetarlos y hacerlos respetar. De
los Derechos, las Garantías y los Deberes),
informaciones que se hayan
1
igual modo, tienen derecho a conocer,
Capítulo I (De los Derechos Fundamentales),
recogido sobre ellas en bancos de
actualizar y rectificar las informaciones
Artículo 15.
datos y en archivos de entidades
que se hayan recogido sobre ellas en
públicas y privadas.
bancos de datos y en archivos de
entidades públicas y privadas.”
Constitución Política de Colombia, Título II (De
Restringir a las personas el acceso
“Todas las personas tienen derecho a
los Derechos, las Garantías y los Deberes),
a los documentos públicos en
2
acceder a los documentos públicos
Capítulo II (De los Derechos Sociales,
casos diferentes a los establecidos
salvo los casos que establezca la ley.”
Económicos y Culturales), Artículo 74.
por la ley.
“… En los casos de construcción de Construcción de edificios públicos,
edificios públicos, adecuación de adecuación
de
espacios,
Ley 594 de 2000, Título IV (Administración de
espacios, adquisición o arriendo, adquisición o arriendo, sin tener en
3
Archivos), Artículo 13 (Instalaciones para los
deberán tenerse en cuenta las cuenta
las
especificaciones
archivos).
especificaciones técnicas existentes técnicas existentes sobre áreas de
sobre áreas de archivos.”
archivos.
“Los
servidores
públicos,
al
desvincularse
de
las
funciones Desvinculación por parte de
titulares, entregarán los documentos y servidores
públicos
de
sus
Ley 594 de 2000, Título IV (Administración de archivos a su cargo debidamente funciones titulares sin entregar los
Archivos), Artículo 15 (Responsabilidad inventariados, conforme a las normas y documentos y archivos a su cargo
4
especial y obligaciones de los servidores procedimientos que establezca el debidamente
inventariados,
públicos).
Archivo General de la Nación, sin que conforme
a
las
normas
y
ello implique exoneración de la procedimientos establecidos por el
responsabilidad a que haya lugar en Archivo General de la Nación.
caso de irregularidades.”
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Luego de la generación de la tabla preliminar, se procedió analizarla y condensar los
datos en función de las prácticas valoradas como negativas, es decir se agruparon los
datos reordenando los registros unificando los referentes normativos que produjeron en
el análisis prácticas iguales o contenidas unas en otras. La tabla presentada a
continuación, tiene una estructura similar a la anterior con la diferencia de que en la
primera columna se incluyen los números de orden de las referencias normativas de la
tabla anterior (preliminar) involucradas en el análisis de las prácticas resultantes, esto
para facilitar la revisión comparando ambas tablas y, se agregó una columna con
palabras claves asociadas a los referentes normativos y las prácticas derivadas con el
fin de generar agrupaciones temáticas que permitieran una consulta y recuperación
más ágil:

-

Columna 1: Número de orden del registro, fila o norma de referencia.

-

Columna 2: Nombre de la norma o documento de referencia de donde se
toma la práctica a considerar.

-

Columna 3: Redacción textual de la parte específica de la norma a valorar
para la definición de una actividad o práctica.

-

Columna 4: Valoración del enunciado de la Columna 3 expresado o
redactado en sentido de mala práctica.

-

Columna 5: Palabras claves asociadas al tema de la práctica valorada.

En un sentido similar al de la tabla anterior se presenta un fragmento de la tabla final de
malas prácticas (Para revisar el contenido completo de la tabla favor ver la Hoja 2 del
Anexo 3)
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Tabla 2. Fragmento de ejemplo de la tabla final de malas prácticas contra los archivos públicos.

TABLA FINAL DE MALAS PRÁCTICAS CONTRA LOS ARCHIVOS PÚBLICOS
No

NORMA O
DOCUMENTO
DE
REFERENCIA
Constitución
Política
de
Colombia, Título
II, Capítulo II,
Artículo 74.

2,9,
14,
19,
26,
28,
44,
45, Ley 594 de 2000,
56, Título VI, Artículo
78
27.

REDACCIÓN TEXTUAL

PRÁCTICA VALORADA

PALABRAS
CLAVES

Restringir a las personas el acceso a los documentos
públicos en casos diferentes a los establecidos por la ley.

“Todas las personas tienen
derecho a acceder a los Proveer acceso a los documentos públicos que,
documentos públicos salvo los conforme a la Constitución o a la ley, tengan carácter
casos que establezca la ley.”
reservado, a personas que no están habilitadas para tal
fin según dichas normas.
Acceder sin autorización a expedientes, documentos o
archivos.
“Todas
las
personas
tienen
derecho
a
consultar
los
documentos de archivos públicos y
a que se les expida copia de los
mismos, siempre que dichos
documentos no tengan carácter
reservado
conforme
a
la
Constitución o a la ley. Las
autoridades responsables de los
archivos públicos y privados
garantizarán el derecho a la
intimidad personal y familiar, honra
y buen nombre de las personas y
demás derechos consagrados en
la Constitución y las leyes.”

Violar la intimidad personal y familiar, honra y buen
nombre de las personas mediante el mal uso de los
documentos e información que sobre éstas contiene los
archivos públicos y privados.
Impedir a los representantes del Ministerio Público,
fiscales, jueces y demás autoridades competentes el
acceso inmediato a los lugares donde deban adelantar
sus actuaciones e investigaciones y el examen de los
libros
de
registro,
documentos
y
diligencias
correspondientes. Así mismo, negarles la colaboración
necesaria para el desempeño de sus funciones.
Realizar acciones que impidan el continuo acceso y la
legitimidad de los documentos.
No llevar registro de préstamo de documentos.
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RESTRICCION
Y
PERMISO
DE ACCESO INFORMACION
PUBLICA

Una vez presentado el origen y evidenciado el procedimiento utilizado para la
concreción de las malas prácticas, se procedió a generar una última tabla en la que
éstas se exhiben de forma exclusiva para facilitar su visualización y consulta, cuya
estructura se es la siguiente:

-

Columna 1: Número de orden del registro, fila o mala práctica.

-

Columna 2: Mala práctica. Resultado de listar los resultados de la
Columna 3 de la tabla anterior, llamada “PRÁCTICA VALORADA”.

A continuación se presenta entonces el primero de los resultados concluyentes del
presente trabajo, la tabla de malas prácticas contra los archivos públicos en colombia:

Tabla 3. Malas prácticas contra los archivos públicos en Colombia.

TABLA DE MALAS PRÁCTICAS CONTRA LOS ARCHIVOS PÚBLICOS EN COLOMBIA
No.
1
2
3
4
5

6

7
8
9

MALA PRACTICÁ
Restringir a las personas el acceso, actualización y rectificación de las informaciones
que se hayan recogido sobre ellas en bancos de datos y en archivos de entidades
públicas y privadas.
Restringir a las personas el acceso a los documentos públicos en casos diferentes a los
establecidos por la ley.
Proveer acceso a los documentos públicos que, conforme a la Constitución o a la ley, tengan
carácter reservado, a personas que no están habilitadas para tal fin según dichas normas.

Acceder sin autorización a expedientes, documentos o archivos.
Violar la intimidad personal y familiar, honra y buen nombre de las personas mediante el
mal uso de los documentos e información que sobre éstas contiene los archivos públicos
y privados.
Impedir a los representantes del Ministerio Público, fiscales, jueces y demás autoridades
competentes el acceso inmediato a los lugares donde deban adelantar sus actuaciones
e investigaciones y el examen de los libros de registro, documentos y diligencias
correspondientes. Así mismo, negarles la colaboración necesaria para el desempeño de
sus funciones.
Realizar acciones que impidan el continuo acceso y la legitimidad de los documentos.
No llevar registro de préstamo de documentos.
Proveer libre acceso a los documentos históricos originales cuando estén en mal estado
de conservación.
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Tabla 3. Malas prácticas contra los archivos públicos en Colombia (Continuación).
TABLA DE MALAS PRÁCTICAS CONTRA LOS ARCHIVOS PÚBLICOS EN COLOMBIA
No.
10
11
12
13
14
15
16
17
18
19
20
21
22
23
24
25
26
27
28

MALA PRACTICÁ
No suministrar la información contenida en los documentos históricos originales cuando
estén en mal estado de conservación, por medio de cualquier sistema de reproducción,
certificando su autenticidad cuando fuere el caso.
Cobrar por el acceso a los archivos públicos.
Permitir el acceso al público que visite los archivos a dependencias distintas a las
debidamente autorizadas.
Permitir el acceso a las salas de investigación y consulta a las personas que no estén
debidamente acreditadas.
Permitir la entrada al público y/o a los funcionarios del archivo a las zonas de depósitos
de los documentos en casos que no estén debidamente autorizados.
No sancionar, por parte del Director del archivo, con restricción o impedimento de
acceso a los usuarios que por cualquier motivo infrinjan el presente reglamento y el
reglamento particular de cada archivo.
No establecer un horario que facilite y garantice la oportuna consulta e investigación de
los documentos que custodian.
No expedir, por parte del archivo, el reglamento de servicio y consulta de sus
documentos.
No hacer cumplir, por parte del archivo, el reglamento de servicio y consulta de sus
documentos.
Incumplir, por parte del investigador, con el reglamento de consulta del archivo en el
cual investiga.
Incumplir, por parte del investigador, con las disposiciones atinentes al manejo de los
documentos de archivo.
Construcción de edificios públicos, adecuación de espacios, adquisición o arriendo, sin
tener en cuenta las especificaciones técnicas existentes sobre áreas de archivos.
Destinar como sede de los archivos edificios y locales que no cumplan las condiciones
técnicas mínimas que garanticen la conservación de sus documentos.
No adelantar, por parte de los archivos, controles sistemáticos y periódicos de las
condiciones ambientales, instalaciones, manejo, mantenimiento y estado físico de los
fondos, entre otros.
Ubicar los documentos en unidades de conservación inadecuadas y/o sin la
correspondiente signatura topográfica.
Desvinculación por parte de servidores públicos de sus funciones titulares sin entregar
los documentos y archivos a su cargo debidamente inventariados, conforme a las
normas y procedimientos establecidos por el Archivo General de la Nación.
Destruir documentos originales que posean valores históricos.
Ocasionar daño o dar lugar a la pérdida de bienes, elementos, expedientes o
documentos que hayan llegado a su poder por razón de sus funciones.
Realizar intervenciones que puedan afectar la autenticidad de los documentos.
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Tabla 3. Malas prácticas contra los archivos públicos en Colombia (Continuación).

TABLA DE MALAS PRÁCTICAS CONTRA LOS ARCHIVOS PÚBLICOS EN COLOMBIA
No.
29

30
31

32
33
34
35
36
37

38

39

40

41

42

MALA PRACTICÁ
Causar daño a los equipos estatales de informática, alterar, falsificar, introducir, borrar,
ocultar o desaparecer información en cualquiera de los sistemas de información oficial
contenida en ellos o en los que se almacene o guarde la misma, o permitir el acceso a
ella a personas no autorizadas.
Adelantar formas de reprografía de aquellos documentos cuyo estado de conservación
no permita su realización sin daño para los mismos.
Realizar programas de reproducción de documentos de los archivos por personal no
especializado de acuerdo con las normas técnicas expedidas por el Archivo General de
la Nación.
Conservación deficiente de documentos: No adoptar medidas preventivas o correctivas,
o que estas sean insuficientes, para asegurar la integridad física y funcional de los
documentos de archivo.
Elaborar mal los programas de gestión de documentos.
Elaborar mal las tablas de retención documental.
Realizar una mala valoración, selección y conservación del material de archivo en su
contexto histórico, legal, administrativo y documental.
Realizar mal la tabla de valoración documental.
Mala organización o desorganización documental: No aplicación, o hacerlo
incorrectamente, del proceso archivístico orientado a la clasificación, la ordenación y la
descripción de los documentos de una institución.
Clasificación documental incorrecta: Realizar la fase de clasificación, dentro del proceso
de organización documental, identificando y estableciendo agrupaciones documentales
sin observancia de la estructura orgánico-funcional de la entidad productora (fondo,
sección, series y/o asuntos).
Realizar mal el cuadro de clasificación: Elaboración del esquema sin que se refleje la
jerarquización dada a la documentación producida por una institución y, sin registrar las
secciones y subsecciones y las series y subseries documentales o, registrarlas
incorrectamente.
Mala ordenación documental: Realizar la fase de ordenación, dentro del proceso de
organización documental, consistente en establecer secuencias dentro de las
agrupaciones documentales definidas en la fase de clasificación, sin observancia del
principio de orden original o trámite.
Mala selección documental: Disposición final señalada en las tablas de retención o de
valoración documental y realizada en el archivo central escogiendo una muestra de
documentos poco o nada representativos para su conservación permanente.
Realizar mal las transferencias documentales: Remitir los documentos del archivo de
gestión al central, y de éste al histórico, sin tener en cuenta lo establecido en las tablas
de retención y de valoración documental vigentes o aplicar mal las disposiciones en
esta contenidas.
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Tabla 3. Malas prácticas contra los archivos públicos en Colombia (Continuación).
TABLA DE MALAS PRÁCTICAS CONTRA LOS ARCHIVOS PÚBLICOS EN COLOMBIA
No.

43

44
45
46
47
48

49

50
51
52

53

54
55
56
57

MALA PRACTICÁ
Mala eliminación documental: Aplicar mal la disposición final señalada en las tablas de
retención o de valoración documental para aquellos documentos que han perdido sus
valores primarios y secundarios, dando lugar a la destrucción de documentos que aún
deben permanecer en la administración o en el archivo o; destinar correctamente los
documentos a eliminar, dejando durante la actividad información total o parcialmente
legible.
Foliar mal: Numeración de hojas dejando faltantes o saltos en el consecutivo, y/o
realizando la numeración ilegible o en posiciones irregulares, con base en las normas
técnicas vigentes.
No elaborar el inventario documental en las entidades de la administración pública.
No elaborar, hacerlos mal o sin observancia de las normas formuladas por el Archivo
General de la Nación, los instrumentos de control, descripción, consulta e información
documental.
Autorizar la salida de los documentos de archivo de entidades del Estado por motivos
distintos a los que sean de carácter legal.
Autorizar en casos no excepcionales, o triviales, la salida de los documentos que
conservan los archivos públicos; es decir, en casos diferentes a asuntos legales,
aplicación de procesos técnicos o exposiciones Culturales.
Negligencia del funcionario público en la custodia y cuidado de la documentación e
información que por razón de su empleo, cargo o función conserve bajo su cuidado o a
la cual tenga acceso, propiciando o permitiendo la sustracción, destrucción,
ocultamiento o utilización indebidos.
No denunciar los delitos, contravenciones y faltas disciplinarias de los cuales tuviere
conocimiento, salvo las excepciones de ley.
No capacitarse y actualizarse en el área donde desempeña su función.
Mala gestión documental: Conjunto de actividades administrativas y técnicas, que deriven en la
mala planificación, manejo y organización de la documentación producida y recibida por las
entidades, desde su origen hasta su destino final dificultando su utilización y conservación.

Mala administración de archivos: Funcionamiento deficiente de los archivos a causa de
la incorrecta definición de estrategias organizacionales dirigidas a la planeación,
dirección y control de los recursos físicos, técnicos, tecnológicos, financieros y del
talento humano destinados a la actividad.
Mala organización o desorganización de archivos: Conjunto de operaciones técnicas y
administrativas que deriven en la agrupación documental sin relaciones jerárquicas con
criterios orgánicos o funcionales.
Omitir, negar, retardar o entrabar el despacho de los asuntos a su cargo o la prestación
del servicio a que está obligado.
Proporcionar noticias o informes sobre asuntos de la administración, cuando no esté
facultado para hacerlo.
Ejercer ilegalmente la profesión de Archivista sin el lleno de los requisitos, contemplados
en las disposiciones legales vigentes.
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Tabla 3. Malas prácticas contra los archivos públicos en Colombia (Continuación).

TABLA DE MALAS PRÁCTICAS CONTRA LOS ARCHIVOS PÚBLICOS EN COLOMBIA
No.
58
59
60
61

62
63
64

65

66

67

68

MALA PRACTICÁ
No registrar ni justificar plenamente las acciones realizadas sobre el material que
tuvieren a su cargo.
Utilizar en beneficio propio o de terceros su posición especial y la confianza que la
comunidad ha depositado en él.
Solicitar o recibir directamente o por interpuesta persona, gratificaciones, dádivas o recompensas
en razón del ejercicio de su profesión, salvo autorización contractual o legal.

Derivar de manera directa o por interpuesta persona, indebido o fraudulento provecho
patrimonial en ejercicio de la profesión, con consecuencias graves para la parte
afectada;
Imponer su firma, a título gratuito u oneroso, en contratos, dictámenes, memorias,
informes, y toda otra documentación relacionada con el ejercicio profesional, que no
hayan sido estudiados, controlados o ejecutados personalmente;
Obstaculizar, en forma grave, las investigaciones que realice el Tribunal Nacional Ético
de Archivística y los Tribunales Regionales Éticos de Archivística;
Abandonar Injustificadamente de los encargos o compromisos profesionales cuando tal
conducta cause grave detrimento al patrimonio económico del cliente o se afecte de la
misma forma el patrimonio público;
Recibir, en los archivos intermedios o históricos, ingresos de documentos sin acta de
entrega del archivo de la entidad remitente y/o sin ajustarse al modelo normalizado por
el Archivo General de la Nación.
Recibir, en instituciones o dependencias, archivos sin llevar un Registro General de
Ingreso de Fondos o Series, que corresponda a los documentos que ingresen, en virtud
de las actas de entrega establecidas en el artículo anterior y/o sin ceñirse al modelo
normalizado por el Archivo General de la Nación.
No radicación o mala radicación de comunicaciones oficiales: No aplicación, o hacerlo
deficientemente, del procedimiento por medio del cual las entidades asignan un número
consecutivo a las comunicaciones recibidas o producidas, con base en la normatividad vigente,
dejando constancia de la fecha y hora de recibo o de envío, con el propósito de oficializar su
trámite y cumplir con los términos de vencimiento que establezca la ley.
No registro o mal registro de comunicaciones oficiales: No aplicación, o hacerlo deficientemente,
del procedimiento por medio del cual las entidades ingresan en sus sistemas manuales o
automatizados de correspondencia todas las comunicaciones producidas o recibidas, con base
en la normatividad vigente, registrando datos como: nombre de la persona y/o entidad remitente
o destinataria, nombre o código de la dependencia competente, número de radicación, nombre
del funcionario responsable del trámite y tiempo de respuesta (si lo amerita), entre otros.
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9.2.

CATEGORIZACIÓN LAS MALAS PRÁCTICAS CONTRA LOS ARCHIVOS

PÚBLICOS, DENTRO DE LAS DIMENSIONES DE ARCHIVO PREVIAMENTE
DEFINIDAS

Una vez identificadas las malas prácticas contra los archivos públicos, se procedió a
agruparlas según las dimensiones archivísticas a las que pertenecen y que ya fueron
explicadas con relativa amplitud en los marcos de referencia, las cuales están
orientadas a los aspectos administrativos y técnicos de la gestión documental, así
como a la función propia del documento en las organizaciones. Estos últimos tres
aspectos, Administrativo, Técnico y Funcional, son los que simplificaron la asignación
de las prácticas a las dimensiones, ya que en ellos se traduce la esencia de las
mismas. Lo anterior se puede ilustrar mediante la siguiente tabla:

Tabla 4. Dimensiones y categorías archivísticas.

DIMENSIONES ARCHIVÌSTICAS PLANTEADAS

CATEGORIAS QUE COMPORTA

Programa de Gestión Documental

Administrativo – Técnico

Ciclo Vital del Documento

Administrativo - Funcional

Criterio de Valoración Normativo

Técnico – Funcional

La asignación de las prácticas en sus dimensiones correspondientes debió configurarse
de esta manera, debido a que una práctica podría ser entendida en dos y tres
dimensiones a la vez, ya que dichas dimensiones abarcan la gestión documental en
toda su extensión y se complementan obligatoriamente en muchas de sus instancias;
mientras que cada dimensión en sí misma puede ser mejor entendida mediante la
enunciación de los sentidos de los que estarían provistas las actividades a ejecutar y/o
las decisiones a tomar; por esto se rotularon con una, dos o las tres categorías
mencionadas, según el caso, a cada mala práctica definida, como se presenta a
continuación.
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Este ejercicio permitió la clasificación de las malas prácticas de una forma más
orientada a los distintos niveles y roles de quienes participan de la gestión documental
en las instituciones; labores administrativas y técnicas para profesionales, tecnólogos y
técnicos de archivo; labores técnicas mayormente asociadas a técnicos y auxiliares de
archivo y; labores funcionales para todos los que participan del trámite de los
documentos. Asimismo, esta categorización facilita la consulta y recuperación de las
malas prácticas, además de su asociación con los tipos penales correspondientes dada
la forma como se estructura el Código Penal Colombiano.

Tabla 5. Categorización de malas prácticas.
TABLA DE CATEGORIZACIÓN DE LAS MALAS PRÁCTICAS CONTRA LOS ARCHIVOS
PÚBLICOS EN COLOMBIA
No.
MALA PRÁCTICA
CATEGORIA
1
2
3
4
5

6

Restringir a las personas el acceso, actualización y rectificación de las
informaciones que se hayan recogido sobre ellas en bancos de datos y en
archivos de entidades públicas y privadas.
Restringir a las personas el acceso a los documentos públicos en casos
diferentes a los establecidos por la ley.
Proveer acceso a los documentos públicos que,
conforme a la
Constitución o a la ley, tengan carácter reservado, a personas que no
están habilitadas para tal fin según dichas normas.
Acceder sin autorización a expedientes, documentos o archivos.
Violar la intimidad personal y familiar, honra y buen nombre de las
personas mediante el mal uso de los documentos e información que
sobre éstas contiene los archivos públicos y privados.
Impedir a los representantes del Ministerio Público, fiscales, jueces y
demás autoridades competentes el acceso inmediato a los lugares donde
deban adelantar sus actuaciones e investigaciones y el examen de los
libros de registro, documentos y diligencias correspondientes. Así mismo,
negarles la colaboración necesaria para el desempeño de sus funciones.

7

Realizar acciones que impidan el continuo acceso y la legitimidad de los
documentos.

8

No llevar registro de préstamo de documentos.

9

Proveer libre acceso a los documentos históricos originales cuando estén
en mal estado de conservación.

10
11

No suministrar la información contenida en los documentos históricos
originales cuando estén en mal estado de conservación, por medio de
cualquier sistema de reproducción, certificando su autenticidad cuando
fuere el caso.
Cobrar por el acceso a los archivos públicos.
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ADMINISTRATIVO FUNCIONAL
ADMINISTRATIVO FUNCIONAL
ADMINISTRATIVO FUNCIONAL
ADMINISTRATIVO
FUNCIONAL

ADMINISTRATIVO FUNCIONAL
ADMINISTRATIVO TECNICO FUNCIONAL
ADMINISTRATIVO TECNICO
ADMINISTRATIVO TECNICO FUNCIONAL
ADMINISTRATIVO TECNICO FUNCIONAL
ADMINISTRATIVO

Tabla 5. Categorización de malas prácticas (Continuación).
TABLA DE CATEGORIZACIÓN DE LAS MALAS PRÁCTICAS CONTRA LOS ARCHIVOS
PÚBLICOS EN COLOMBIA
No.
MALA PRÁCTICA
CATEGORIA
12
13
14
15
16
17
18
19
20
21
22
23
24
25

Permitir el acceso al público que visite los archivos a dependencias distintas
a las debidamente autorizadas.
Permitir el acceso a las salas de investigación y consulta a las personas que
no estén debidamente acreditadas.
Permitir la entrada al público y/o a los funcionarios del archivo a las zonas
de depósitos de los documentos en casos que no estén debidamente
autorizados.
No sancionar, por parte del Director del archivo, con restricción o
impedimento de acceso a los usuarios que por cualquier motivo infrinjan el
presente reglamento y el reglamento particular de cada archivo.
No establecer un horario que facilite y garantice la oportuna consulta e
investigación de los documentos que custodian.
No expedir, por parte del archivo, el reglamento de servicio y consulta de
sus documentos.
No hacer cumplir, por parte del archivo, el reglamento de servicio y consulta
de sus documentos.
Incumplir, por parte del investigador, con el reglamento de consulta del
archivo en el cual investiga.
Incumplir, por parte del investigador, con las disposiciones atinentes al
manejo de los documentos de archivo.
Construcción de edificios públicos, adecuación de espacios, adquisición o
arriendo, sin tener en cuenta las especificaciones técnicas existentes sobre
áreas de archivos.
Destinar como sede de los archivos edificios y locales que no cumplan las
condiciones técnicas mínimas que garanticen la conservación de sus
documentos.
No adelantar, por parte de los archivos, controles sistemáticos y periódicos
de las condiciones ambientales, instalaciones, manejo, mantenimiento y
estado físico de los fondos, entre otros.
Ubicar los documentos en unidades de conservación inadecuadas y/o sin la
correspondiente signatura topográfica.
Desvinculación por parte de servidores públicos de sus funciones titulares
sin entregar los documentos y archivos a su cargo debidamente
inventariados, conforme a las normas y procedimientos establecidos por el
Archivo General de la Nación.

26

Destruir documentos originales que posean valores históricos.

27

Ocasionar daño o dar lugar a la pérdida de bienes, elementos, expedientes
o documentos que hayan llegado a su poder por razón de sus funciones.

28
29

Realizar intervenciones que puedan afectar la autenticidad de los
documentos.
Causar daño a los equipos estatales de informática, alterar, falsificar,
introducir, borrar, ocultar o desaparecer información en cualquiera de los
sistemas de información oficial contenida en ellos o en los que se almacene
o guarde la misma, o permitir el acceso a ella a personas no autorizadas.
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ADMINISTRATIVO
ADMINISTRATIVO
ADMINISTRATIVO

ADMINISTRATIVO
ADMINISTRATIVO
ADMINISTRATIVO
- TECNICO
ADMINISTRATIVO
- TECNICO
ADMINISTRATIVO
- TECNICO
ADMINISTRATIVO
- TECNICO
ADMINISTRATIVO
- TECNICO
ADMINISTRATIVO
- TECNICO
ADMINISTRATIVO
- TECNICO
TECNICO

ADMINISTRATIVO
TECNICO FUNCIONAL
ADMINISTRATIVO
- TECNICO FUNCIONAL
TECNICO FUNCIONAL
ADMINISTRATIVO
- TECNICO FUNCIONAL

Tabla 5. Categorización de malas prácticas (Continuación).
TABLA DE CATEGORIZACIÓN DE LAS MALAS PRÁCTICAS CONTRA LOS ARCHIVOS
PÚBLICOS EN COLOMBIA
No.
MALA PRÁCTICA
CATEGORIA
Adelantar formas de reprografía de aquellos documentos cuyo
TECNICO 30 estado de conservación no permita su realización sin daño para
FUNCIONAL
los mismos.
Realizar programas de reproducción de documentos de los
31 archivos por personal no especializado de acuerdo con las ADMINISTRATIVO
normas técnicas expedidas por el Archivo General de la Nación.
Conservación deficiente de documentos: No adoptar medidas
preventivas o correctivas, o que estas sean insuficientes, para ADMINISTRATIVO TECNICO 32
asegurar la integridad física y funcional de los documentos de
FUNCIONAL
archivo.
TECNICO
33 Elaborar mal los programas de gestión de documentos.
TECNICO
34 Elaborar mal las tablas de retención documental.
Realizar una mala valoración, selección y conservación del
TECNICO 35 material de archivo en su contexto histórico, legal, administrativo
FUNCIONAL
y documental.
TECNICO
36 Realizar mal la tabla de valoración documental.
Mala organización o desorganización documental: No aplicación,
o hacerlo incorrectamente, del proceso archivístico orientado a la ADMINISTRATIVO 37
TECNICO
clasificación, la ordenación y la descripción de los documentos
de una institución.
Clasificación documental incorrecta: Realizar la fase de
clasificación, dentro del proceso de organización documental,
TECNICO
38 identificando y estableciendo agrupaciones documentales sin
observancia de la estructura orgánico-funcional de la entidad
productora (fondo, sección, series y/o asuntos).
Realizar mal el cuadro de clasificación: Elaboración del esquema
sin que se refleje la jerarquización dada a la documentación
TECNICO
39 producida por una institución y, sin registrar las secciones y
subsecciones y las series y subseries documentales o,
registrarlas incorrectamente.
Mala ordenación documental: Realizar la fase de ordenación,
dentro del proceso de organización documental, consistente en
TECNICO
40 establecer secuencias dentro de las agrupaciones documentales
definidas en la fase de clasificación, sin observancia del principio
de orden original o trámite.
Mala selección documental: Disposición final señalada en las
tablas de retención o de valoración documental y realizada en el
TECNICO
41
archivo central escogiendo una muestra de documentos poco o
nada representativos para su conservación permanente.
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Tabla 5. Categorización de malas prácticas (Continuación).
TABLA DE CATEGORIZACIÓN DE LAS MALAS PRÁCTICAS CONTRA LOS ARCHIVOS
PÚBLICOS EN COLOMBIA
No.
MALA PRÁCTICA
CATEGORIA
42

43

44
45
46
47
48

49

50
51
52

53

Realizar mal las transferencias documentales: Remitir los documentos
del archivo de gestión al central, y de éste al histórico, sin tener en
cuenta lo establecido en las tablas de retención y de valoración
documental vigentes o aplicar mal las disposiciones en esta contenidas.
Mala eliminación documental: Aplicar mal la disposición final señalada
en las tablas de retención o de valoración documental para aquellos
documentos que han perdido sus valores primarios y secundarios,
dando lugar a la destrucción de documentos que aún deben
permanecer en la administración o en el archivo o; destinar
correctamente los documentos a eliminar, dejando durante la actividad
información total o parcialmente legible.
Foliar mal: Numeración de hojas dejando faltantes o saltos en el
consecutivo, y/o realizando la numeración ilegible o en posiciones
irregulares, con base en las normas técnicas vigentes.
No elaborar el inventario documental en las entidades de la
administración pública.
No elaborar, hacerlos mal o sin observancia de las normas formuladas
por el Archivo General de la Nación, los instrumentos de control,
descripción, consulta e información documental.
Autorizar la salida de los documentos de archivo de entidades del
Estado por motivos distintos a los que sean de carácter legal.
Autorizar en casos no excepcionales, o triviales, la salida de los
documentos que conservan los archivos públicos; es decir, en casos
diferentes a asuntos legales, aplicación de procesos técnicos o
exposiciones Culturales.
Negligencia del funcionario público en la custodia y cuidado de la
documentación e información que por razón de su empleo, cargo o
función conserve bajo su cuidado o a la cual tenga acceso, propiciando
o permitiendo la sustracción, destrucción, ocultamiento o utilización
indebidos.
No denunciar los delitos, contravenciones y faltas disciplinarias de los
cuales tuviere conocimiento, salvo las excepciones de ley.
No capacitarse y actualizarse en el área donde desempeña su función.
Mala gestión documental: Conjunto de actividades administrativas y
técnicas, que deriven en la mala planificación, manejo y organización
de la documentación producida y recibida por las entidades, desde su
origen hasta su destino final dificultando su utilización y conservación.
Mala administración de archivos: Funcionamiento deficiente de los
archivos a causa de la incorrecta definición de estrategias
organizacionales dirigidas a la planeación, dirección y control de los
recursos físicos, técnicos, tecnológicos, financieros y del talento
humano destinados a la actividad.
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TECNICO

TECNICO FUNCIONAL

TECNICO
ADMINISTRATIVO TECNICO
ADMINISTRATIVO TECNICO
ADMINISTRATIVO

ADMINISTRATIVO

ADMINISTRATIVO TECNICO FUNCIONAL
ADMINISTRATIVO
ADMINISTRATIVO TECNICO
ADMINISTRATIVO TECNICO FUNCIONAL

ADMINISTRATIVA

Tabla 5. Categorización de malas prácticas (Continuación).
TABLA DE CATEGORIZACIÓN DE LAS MALAS PRÁCTICAS CONTRA LOS ARCHIVOS
PÚBLICOS EN COLOMBIA
No.
MALA PRÁCTICA
CATEGORIA
Mala organización o desorganización de archivos: Conjunto de
operaciones técnicas y administrativas que deriven en la ADMINISTRATIVO 54
TECNICO
agrupación documental sin relaciones jerárquicas con criterios
orgánicos o funcionales.
Omitir, negar, retardar o entrabar el despacho de los asuntos a
ADMINISTRATIVO
55
su cargo o la prestación del servicio a que está obligado.
Proporcionar noticias o informes sobre asuntos de la
ADMINISTRATIVO
56
administración, cuando no esté facultado para hacerlo.
Ejercer ilegalmente la profesión de Archivista sin el lleno de los
ADMINISTRATIVO
57
requisitos, contemplados en las disposiciones legales vigentes.
No registrar ni justificar plenamente las acciones realizadas ADMINISTRATIVO 58
TECNICO
sobre el material que tuvieren a su cargo.
Utilizar en beneficio propio o de terceros su posición especial y
ADMINISTRATIVO
59
la confianza que la comunidad ha depositado en él.
Solicitar o recibir directamente o por interpuesta persona,
ADMINISTRATIVO
60 gratificaciones, dádivas o recompensas en razón del ejercicio
de su profesión, salvo autorización contractual o legal.
Derivar de manera directa o por interpuesta persona, indebido o
ADMINISTRATIVO
61 fraudulento provecho patrimonial en ejercicio de la profesión,
con consecuencias graves para la parte afectada;
Imponer su firma, a título gratuito u oneroso, en contratos,
dictámenes, memorias, informes, y toda otra documentación
ADMINISTRATIVO
62
relacionada con el ejercicio profesional, que no hayan sido
estudiados, controlados o ejecutados personalmente;
Obstaculizar, en forma grave, las investigaciones que realice el
ADMINISTRATIVO
63 Tribunal Nacional Ético de Archivística y los Tribunales
Regionales Éticos de Archivística;
El abandono injustificado de los encargos o compromisos
profesionales cuando tal conducta cause grave detrimento al
ADMINISTRATIVO
64
patrimonio económico del cliente o se afecte de la misma forma
el patrimonio público;
Recibir, en los archivos intermedios o históricos, ingresos de
documentos sin acta de entrega del archivo de la entidad
ADMINISTRATIVO
65
remitente y/o sin ajustarse al modelo normalizado por el Archivo
General de la Nación.
Recibir, en instituciones o dependencias, archivos sin llevar un
Registro General de Ingreso de Fondos o Series, que
corresponda a los documentos que ingresen, en virtud de las ADMINISTRATIVO 66
TECNICO
actas de entrega establecidas en el artículo anterior y/o sin
ceñirse al modelo normalizado por el Archivo General de la
Nación.
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Tabla 5. Categorización de malas prácticas (Continuación).
TABLA DE CATEGORIZACIÓN DE LAS MALAS PRÁCTICAS CONTRA LOS ARCHIVOS
PÚBLICOS EN COLOMBIA
No.
MALA PRÁCTICA
CATEGORIA
No radicación o mala radicación de comunicaciones oficiales:
No aplicación, o hacerlo deficientemente, del procedimiento por
medio del cual las entidades asignan un número consecutivo a
ADMINISTRATIVO 67 las comunicaciones recibidas o producidas, con base en la
TECNICO
normatividad vigente, dejando constancia de la fecha y hora de
recibo o de envío, con el propósito de oficializar su trámite y
cumplir con los términos de vencimiento que establezca la ley.
No registro o mal registro de comunicaciones oficiales: No
aplicación, o hacerlo deficientemente, del procedimiento por
medio del cual las entidades ingresan en sus sistemas
manuales o automatizados de correspondencia todas las
comunicaciones producidas o recibidas, con base en la ADMINISTRATIVO 68
TECNICO
normatividad vigente, registrando datos como: nombre de la
persona y/o entidad remitente o destinataria, nombre o código
de la dependencia competente, número de radicación, nombre
del funcionario responsable del trámite y tiempo de respuesta
(si lo amerita), entre otros.

Para una mayor comprensión de la tabla anterior, se expone el siguiente grafico en el
que se representa la distribución por cantidad de prácticas en cada categoría y sus
relaciones correspondientes.

Gráfico 6. Distribución de las malas prácticas por categorías.

Fuente: Elaborado por el autor
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Hay que anotar que tanto el gráfico de distribución como la tabla anterior sufrirán una
modificación en el apartado siguiente.

9.3.

FILTRACIÓN LAS MALAS PRÁCTICAS QUE SE CONSTITUYERON, SEGÚN

LA NORMATIVIDAD VIGENTE, COMO CONDUCTAS PUNIBLES

En esta instancia, se depuraron las malas prácticas resultantes en las etapas anteriores
mediante el análisis de las mismas a la luz del Código Penal Colombiano, en la que
descartaron las que no conllevan sanción de las descritas por dicho código y que
tendrían que hacer parte de otros tipos de control, como por ejemplo el fiscal,
disciplinario o ético.

El primer referente analizado fue el correspondiente al Título III (Delitos Contra la
Libertad Individual y Otras Garantías), Capítulo VII (De la violación a la intimidad,
reserva e interceptación de comunicaciones) de la Ley 599 de 2000 (Código Penal)72,
según el cual:
“Artículo 194 (Divulgación y empleo de documentos reservados): El que en
provecho propio o ajeno o con perjuicio de otro divulgue o emplee el contenido
de un documento que deba permanecer en reserva, incurrirá en multa, siempre
que la conducta no constituya delito sancionado con pena mayor”.
“Artículo 195 (Acceso abusivo a un sistema informático): El que abusivamente
se introduzca en un sistema informático protegido con medida de seguridad o
se mantenga contra la voluntad de quien tiene derecho a excluirlo, incurrirá en
multa”.
72

COLOMBIA. CONGRESO DE LA REPÚBLICA. Ley 599 (24, julio, 2000). Por la cual se establece el
Código Penal. [término de búsqueda: código penal]. [en línea - html] Bogotá: Secretaría del Senado.
[consulta:
2012
03
02]
Disponible
en:
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley/2000/ley_0599_2000.html#1.
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“Artículo 196 (Violación ilícita de comunicaciones o correspondencia de
carácter oficial): El que ilícitamente sustraiga, oculte, extravíe, destruya,
intercepte, controle o impida comunicación o correspondencia de carácter
oficial, incurrirá en prisión de tres (3) a seis (6) años”.

Estos artículos pretenden proteger entonces documentos cuyo contenido debe ser
sometido a reserva, sistemas informáticos y comunicaciones y, correspondencia oficial
en cuanto a su acceso, uso e integridad.

En este mismo sentido se encuentran referencias en el contexto Argentino, Con una
norma penal estructurada de manera parecida a la colombiana, que consta también de
un Código Penal (Ley 11.179 de 1984) dividido en una parte general llamada
“DISPOSICIONES GENERALES” y otra parte especial llamada “DE LOS DELITOS”,
encontrando entonces en los apartados del Libro II sobre los Delitos contra la Libertad,
la Administración Pública y la Fe Pública, los artículos que describen los tipos penales
que revisó esta investigación. Específicamente en el primero de éstos apartados, en su
Capítulo III (Violación de Secretos y de la Privacidad) expresa73:
“Artículo 157: Será reprimido con prisión de un (1) mes a dos (2) años e
inhabilitación especial de un (1) a cuatro (4) años, el funcionario público que
revelare hechos, actuaciones, documentos o datos, que por ley deben ser
secretos”.
“Artículo 157 bis: Será reprimido con la pena de prisión de un (1) mes a dos (2)
años el que:

73

ARGENTINA. CONGRESO DE LA REPÚBLICA Ley 11.179 (21, diciembre, 1984). Por la cual se
establece el Código Penal de la Nación Argentina. [término de búsqueda: código penal argentino]. [en
línea - html] Buenos Aires: Área Legal. [consulta: 2013 - 03 - 15] Disponible en:
http://www.codigopenalonline.com.ar/.
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1. A sabiendas e ilegítimamente, o violando sistemas de confidencialidad y
seguridad de datos, accediere, de cualquier forma, a un banco de datos
personales;

2. Ilegítimamente proporcionare o revelare a otro información registrada en un
archivo o en un banco de datos personales cuyo secreto estuviere obligado a
preservar por disposición de la ley.

3. Ilegítimamente insertare o hiciere insertar datos en un archivo de datos
personales”.

Otras referencias se pueden extraer del caso Español, que en la misma orientación de
los casos colombiano y argentino, en cuanto a su estructuración, la norma penal
española (Ley Orgánica 10 de 1995) también consta de parte general y específica,
llamadas “Disposiciones generales sobre los delitos y las faltas, las personas
responsables, las penas, medidas de seguridad y demás consecuencias de la
infracción penal” y “Delitos y sus penas”, respectivamente. Que en cuanto a lo
relacionado con las dos instancias anteriores, considera en su Título X (Delitos contra
la intimidad, el derecho a la propia imagen y la inviolabilidad del domicilio), Capítulo I
(Del descubrimiento y revelación de secretos)74:
“Artículo 197:

1. El que, para descubrir los secretos o vulnerar la intimidad de otro, sin su
consentimiento, se apodere de sus papeles, cartas, mensajes de correo
electrónico o cualesquiera otros documentos o efectos personales o intercepte
sus telecomunicaciones o utilice artificios técnicos de escucha, transmisión,
grabación o reproducción del sonido o de la imagen, o de cualquier otra señal de
74

ESPAÑA. JEFATURA DEL ESTADO. Ley Orgánica (23, Noviembre, 1995). Por la cual se establece el
Código Penal Español. [término de búsqueda: código penal español]. [en línea - html] Madrid: Noticias
Jurídicas. [consulta: 2013 - 03 - 23] Disponible en: http://noticias.juridicas.com/base_datos/Anterior/r20lo10-1995.html#i.
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comunicación, será castigado con las penas de prisión de uno a cuatro años y
multa de doce a veinticuatro meses.

2. Las mismas penas se impondrán al que, sin estar autorizado, se apodere,
utilice o modifique, en perjuicio de tercero, datos reservados de carácter
personal o familiar de otro que se hallen registrados en ficheros o soportes
informáticos, electrónicos o telemáticos, o en cualquier otro tipo de archivo o
registro público o privado. Iguales penas se impondrán a quien, sin estar
autorizado, acceda por cualquier medio a los mismos y a quien los altere o utilice
en perjuicio del titular de los datos o de un tercero.

3. Se impondrá la pena de prisión de dos a cinco años si se difunden, revelan o
ceden a terceros los datos o hechos descubiertos o las imágenes captadas a
que se refieren los números anteriores.

4. Si los hechos descritos en los apartados 1 y 2 de este artículo se realizan por
las personas encargadas o responsables de los ficheros, soportes informáticos,
electrónicos o telemáticos, archivos o registros, se impondrá la pena de prisión
de tres a cinco años, y si se difunden, ceden o revelan los datos reservados, se
impondrá la pena en su mitad superior”.

Notándose en esta primera parte un sentido más orientado a información y datos
eminentemente personales y a le responsabilidad no solo del tercero que ilegalmente
tenga acceso a estos, sino también, haciendo un énfasis especial en los encargados de
la custodia o administración de los mismos sin distinguir entre funcionarios públicos o
privados; pero más adelante, en esta misma norma, en su Artículo 198, se nombra de
manera específica a los primeros, convirtiéndose dicha circunstancia en un agravante.
Todo lo anterior es complementado en el Artículo 199, según el cual:
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“1. El que revelare secretos ajenos, de los que tenga conocimiento por razón
de su oficio o sus relaciones laborales, será castigado con la pena de prisión de
uno a tres años y multa de seis a doce meses.

2. El profesional que, con incumplimiento de su obligación de sigilo o reserva,
divulgue los secretos de otra persona, será castigado con la pena de prisión de
uno a cuatro años, multa de doce a veinticuatro meses e inhabilitación especial
para dicha profesión por tiempo de dos a seis años.”
Todo esto también es considerado como aplicable en los casos en los que la
información y los datos pertenecen a personas jurídicas.

Retomando el tema desde la realidad Colombiana, en segunda instancia se tomaron
las referencias correspondientes al Título VII Bis. (De la Protección de la Información y
de los Datos - Adicionado por la Ley 1273 de 2009), Capitulo I. (De los atentados
contra la confidencialidad, la integridad y la disponibilidad de los datos y de los
sistemas informáticos)75:

“Artículo 269A: Acceso abusivo a un sistema informático. El que, sin
autorización o por fuera de lo acordado, acceda en todo o en parte a un
sistema informático protegido o no con una medida de seguridad, o se
mantenga dentro del mismo en contra de la voluntad de quien tenga el legítimo
derecho a excluirlo, incurrirá en pena de prisión de cuarenta y ocho (48) a
noventa y seis (96) meses y en multa de 100 a 1.000 salarios mínimos legales
mensuales vigentes.
Artículo 269B: Obstaculización ilegítima de sistema informático o red de
telecomunicación. El que, sin estar facultado para ello, impida u obstaculice el
funcionamiento o el acceso normal a un sistema informático, a los datos
75
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informáticos allí contenidos, o a una red de telecomunicaciones, incurrirá en
pena de prisión de cuarenta y ocho (48) a noventa y seis (96) meses y en multa
de 100 a 1000 salarios mínimos legales mensuales vigentes, siempre que la
conducta no constituya delito sancionado con una pena mayor.
Artículo 269C: Interceptación de datos informáticos. El que, sin orden judicial
previa intercepte datos informáticos en su origen, destino o en el interior de un
sistema informático, o las emisiones electromagnéticas provenientes de un
sistema informático que los transporte incurrirá en pena de prisión de treinta y
seis (36) a setenta y dos (72) meses.
Artículo 269D: Daño Informático. El que, sin estar facultado para ello, destruya,
dañe, borre, deteriore, altere o suprima datos informáticos, o un sistema de
tratamiento de información o sus partes o componentes lógicos, incurrirá en
pena de prisión de cuarenta y ocho (48) a noventa y seis (96) meses y en multa
de 100 a 1.000 salarios mínimos legales mensuales vigentes.
Artículo 269F: Violación de datos personales. El que, sin estar facultado para
ello, con provecho propio o de un tercero, obtenga, compile, sustraiga, ofrezca,
venda, intercambie, envíe, compre, intercepte, divulgue, modifique o emplee
códigos personales, datos personales contenidos en ficheros, archivos, bases
de datos o medios semejantes, incurrirá en pena de prisión de cuarenta y ocho
(48) a noventa y seis (96) meses y en multa de 100 a 1000 salarios mínimos
legales mensuales vigentes.”

Luego de la revisión de los artículos inmediatamente anteriores se podría afirmar, en
opinión del autor, que se configuran los tipos descritos en los mismos como un
apéndice en la norma, lo cual visto en el contexto de la misma presenta inmersos
conceptos o partes de otros tipos documentales abordados por otros artículos; por ello
se podría considerar también, que revisando los conceptos de documento e
información, en la mayoría de las ocasiones (sino en todas) que se diera la comisión de
dichas conductas se estaría en presencia de lo que se conoce como concurso de
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delitos, porque a la vez se estarían inevitablemente incurriendo en otras también
penalizadas. Basta con echar una mirada atrás en este apartado, hacia las primeras
referencias consideradas y hacia delante en las que se presentan a continuación, para
darse cuenta en un análisis de fondo que lo único que cambia son los medios de
comisión de la conducta.

Solo para dar una mayor claridad a cerca de esta idea, y sin que esto haga parte de
propósito de este trabajo, vale la pena mostrar cómo se define el “documento” en este
mismo código:
“Artículo 294. DOCUMENTO. Para los efectos de la ley penal es documento
toda expresión de persona conocida o conocible recogida por escrito o por
cualquier medio mecánico o técnicamente impreso, soporte material que
exprese o incorpore datos o hechos, que tengan capacidad probatoria.” 76

Sin embargo, un aspecto a destacar hasta aquí son las similitudes que se dan con los
casos Argentino y Español en cuanto a las consideraciones de agravación punitiva para
los administradores de los datos y los funcionarios públicos en general.

En tercer orden, se revisó el Titulo IX. (Delitos Contra la Fe Pública), Capítulo III. (De la
falsedad en documentos) 77 del Código Penal Colombiano, en el que se describe lo
siguiente:
“Articulo 286. Falsedad ideológica en documento público. El servidor público
que en ejercicio de sus funciones, al extender documento público que pueda
servir de prueba, consigne una falsedad o calle total o parcialmente la verdad,
incurrirá en prisión de sesenta y cuatro (64) a ciento cuarenta y cuatro (144)
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meses e inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas de
ochenta (80) a ciento ochenta (180) meses.

Artículo 287. Falsedad material en documento público. El que falsifique
documento público que pueda servir de prueba, incurrirá en prisión de cuarenta
y ocho (48) a ciento ocho (108) meses.
Si la conducta fuere realizada por un servidor público en ejercicio de sus
funciones, la pena será de sesenta y cuatro (64) a ciento cuarenta y cuatro
(144) meses e inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas
de ochenta (80) a ciento ochenta (180) meses.

Artículo 292. Destrucción, supresión u ocultamiento de documento público. El
que destruya, suprima u oculte total o parcialmente documento público que
pueda servir de prueba, incurrirá en prisión de treinta y dos (32) a ciento
cuarenta y cuatro (144) meses”.

Estos tres artículos describen la falsedad en documento público como tipo penal en tres
instancias; primero desde la falsedad de su contenido siendo todas sus características
diplomáticas originales, segundo desde la falsedad o simulación de sus características
diplomáticas y, tercero desde las afecciones físicas que pueda sufrir su soporte. Deben
entenderse entonces las características diplomáticas como todas las particularidades
que permiten identificar un documento y asociarlo con un productor, función o entidad
determinada, que van desde el tipo de papel, firmas, sellos, colores, formatos,
logotipos, tipo de escritura, etc.

Ahora bien, en este mismo orden de ideas, en el Código Penal Argentino en su Título
XII (Delitos Contra la Fe Pública), Capítulo III (Falsificación de Documentos en General)
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estos asuntos se configuran así:
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“Artículo 292: El que hiciere en todo o en parte un documento falso o adultere
uno verdadero, de modo que pueda resultar perjuicio, será reprimido con
reclusión o prisión de uno a seis años, si se tratare de un instrumento público y
con prisión de seis meses a dos años, si se tratare de un instrumento privado.

Artículo 293: Será reprimido con reclusión o prisión de uno a seis años, el que
insertare o hiciere insertar en un instrumento público declaraciones falsas,
concernientes a un hecho que el documento deba probar, de modo que pueda
resultar perjuicio.

Artículo 294: El que suprimiere o destruyere, en todo o en parte, un documento
de modo que pueda resultar perjuicio, incurrirá en las penas señaladas en los
artículos anteriores, en los casos respectivos.”

Como complemento, en el Título XI (Delitos Contra la Administración Pública), Capítulo
V (Violación de Sellos y Documentos)79 de dicho código, también se hace referencia a
la destrucción de documentos, pero dentro del ámbito de la administración pública:
“Artículo 255: Será reprimido con prisión de un (1) mes a cuatro (4) años, el que
sustrajere, alterare, ocultare, destruyere o inutilizare en todo o en parte objetos
destinados a servir de prueba ante la autoridad competente, registros o
documentos confiados a la custodia de un funcionario público o de otra persona
en el interés del servicio público. Si el autor fuere el mismo depositario, sufrirá
además inhabilitación especial por doble tiempo.
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Si el hecho se cometiere por imprudencia o negligencia del depositario, éste
será reprimido con multa de pesos setecientos cincuenta ($ 750) a pesos doce
mil quinientos ($ 12.500)”.

En estos artículos las descripciones son un poco más generales, pero se incluyen,
aunque en instancias diferentes, la mayoría de las consideraciones tenidas en cuenta
en el caso Colombiano, pero difieren en que en este caso se hace referencia a la
inserción ilegal de documentos que originalmente no pertenecen a una unidad
documental y que no se tiene en cuenta el ocultamiento de los mismo propiamente
dicho.

Mientras tanto, la visión Española de este asunto se expresa en su Código Penal,
específicamente en el Título XVIII (De las Falsedades), Capítulo II (De las falsedades
documentales), Sección I (De la falsificación de documentos públicos, oficiales y
mercantiles y de los despachos transmitidos por servicios de telecomunicación)

80:

“Artículo 390:

1. Será castigado con las penas de prisión de tres a seis años, multa de seis a
veinticuatro meses e inhabilitación especial por tiempo de dos a seis años, la
autoridad o funcionario público que, en el ejercicio de sus funciones, cometa
falsedad:

1.º Alterando un documento en alguno de sus elementos o requisitos de
carácter esencial.

2.º Simulando un documento en todo o en parte, de manera que induzca a
error sobre su autenticidad.
80
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3.º Suponiendo en un acto la intervención de personas que no la han
tenido, o atribuyendo a las que han intervenido en él declaraciones o
manifestaciones diferentes de las que hubieran hecho.

4.º Faltando a la verdad en la narración de los hechos.

2.

Será castigado con las mismas penas a las señaladas en el apartado

anterior el responsable de cualquier confesión religiosa que incurra en alguna
de las conductas descritas en los números anteriores, respecto de actos y
documentos que puedan producir efecto en el estado de las personas o en el
orden civil.

Artículo 391: La autoridad o funcionario público que por imprudencia grave
incurriere en alguna de las falsedades previstas en el artículo anterior o diere
lugar a que otro las cometa, será castigado con la pena de multa de seis a
doce meses y suspensión de empleo o cargo público por tiempo de seis meses
a un año.

Artículo 392: El particular que cometiere en documento público, oficial o
mercantil, alguna de las falsedades descritas en los tres primeros números del
apartado 1 del artículo 390, será castigado con las penas de prisión de seis
meses a tres años y multa de seis a doce meses”.

Lo que como hecho relevante llama la atención de este caso, es que en España no se
considera la destrucción de documentos públicos como un tipo penal asociado a la
falsedad, como si lo es en el caso Colombiano y Argentino y, que como este último
tampoco incluye el ocultamiento de documentos dicho de manera expresa. Hay que
decir que en los tres casos se incluye tanto a los funcionarios públicos como a los
particulares, asignado para la condición del primero un agravante en la comisión de la
conducta.
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Para los españoles, la destrucción de documentos públicos es comprendida dentro de
los Delitos Contra la Administración Pública en su Código Penal, lo que es abordado en
su Título XIX, Capítulo IV (De la infidelidad en la custodia de documentos y de la
violación de secretos)81:
“Artículo 413: La autoridad o funcionario público que, a sabiendas, sustrajere,
destruyere, inutilizare u ocultare, total o parcialmente, documentos cuya
custodia le esté encomendada por razón de su cargo, incurrirá en las penas de
prisión de uno a cuatro años, multa de siete a veinticuatro meses, e
inhabilitación especial para empleo o cargo público por tiempo de tres a seis
años.

Artículo 414:

1. A la autoridad o funcionario público que, por razón de su cargo, tenga
encomendada la custodia de documentos respecto de los que la autoridad
competente haya restringido el acceso, y que a sabiendas destruya o inutilice
los medios puestos para impedir ese acceso o consienta su destrucción o
inutilización, incurrirá en la pena de prisión de seis meses a un año o multa de
seis a veinticuatro meses y, en cualquier caso, inhabilitación especial para
empleo o cargo público por tiempo de uno a tres años.

2. El particular que destruyere o inutilizare los medios a que se refiere el
apartado anterior, será castigado con la pena de multa de seis a dieciocho
meses.”

En este punto, vale la pena hacer una observación al respecto del cómo es concebida
la destrucción ilegal de documentos públicos, tomando como ejemplo técnico una
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nación que es referente mundial en todos los espectros sociales, los Estados Unidos;
sin embargo es pertinente mencionar que dentro de su particular forma de constituirse
como país presenta muchas veces propuestas de solución simples en su origen, pero
cuya complejidad podría presentarse en la aplicación dependiendo de la magnitud
situación misma.

Para poner en contexto lo anterior, Estados Unidos cuenta con una Legislación Federal
(Para toda la Nación) y otras Estatales (Cada Estado genera la propia) basada en la
costumbre (Common law – Derecho consuetudinario). Tomando el ámbito federal, se
tienen que el documento rector es el llamado US Code (Code of Laws of United States
- Código de Leyes de los Estados Unidos) en el que se condensa toda la normatividad
del orden nacional en una multiplicidad de temas que según sus legisladores abarcan
el paradigma del quehacer nacional. En el Título 18 de este código, Crimes and
Criminal Procedure (Delitos y Procedimiento Penal, lo que sería el símil del Código
Penal en Colombia), se describe todo lo relacionado con las tipologías penales y el
procedimiento para el juzgamiento de dichas conductas, así como lo concerniente a los
entes de reclusión para quienes sean hallados culpables.
La Parte I del Título 18, Crimes, se encarga de manera específica de la descripción de
los delitos, dentro de los que son de relevancia para esta investigación los consignados
en el Capítulo 101.
101 – Records and Reports (Registros e Informes): Contiene 5 apartados, de los cuales
es pertinente abordar solo uno, el primero, en relación con los asuntos de destrucción
de documentos públicos en Colombia, Argentina y España, Concealment, removal, or
mutilation generally (Ocultamiento, eliminación o mutilación general), según el cual:

(a) Whoever willfully and unlawfully conceals, removes, mutilates, obliterates, or
destroys, or attempts to do so, or, with intent to do so takes and carries away any
record, proceeding, map, book, paper, document, or other thing, filed or
deposited with any clerk or officer of any court of the United States, or in any
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public office, or with any judicial or public officer of the United States, shall be
fined under this title or imprisoned not more than three years, or both. 82
Traducción no oficial (Realizada por el autor): El que intencional e ilegalmente
oculte, remueva, mutile, borre, o destruya, o intente hacerlo, o, con la intención
de hacerlo tome y se lleve cualquier registro, procedimiento, mapa, libro, papel,
documento, u otra cosa, archivado o depositado ante cualquier empleado o
funcionario de cualquier tribunal de los Estados Unidos, o en cualquier oficina
pública, o con cualquier funcionario judicial o público de los Estados Unidos, será
multado bajo este título o encarcelado no más de tres años, o ambos.

(b) Whoever, having the custody of any such record, proceeding, map, book,
document, paper, or other thing, willfully and unlawfully conceals, removes,
mutilates, obliterates, falsifies, or destroys the same, shall be fined under this title
or imprisoned not more than three years, or both; and shall forfeit his office and
be disqualified from holding any office under the United States. As used in this
subsection, the term “office” does not include the office held by any person as a
retired officer of the Armed Forces of the United States83.
Traducción no oficial (Realizada por el autor): El que, teniendo la custodia de
cualquiera de dichos registro, proceso, mapa, libro, documento, papel, u otra
cosa, intencional e ilegalmente oculte, remueva, mutile, borre, falsifique, o
destruya el mismo, será multado bajo este título o encarcelado no más de tres
años, o ambos; y perderá su cargo y será inhabilitado para ejercer cualquier
cargo bajo los Estados Unidos. Como se utiliza en este apartado, el término
“cargo” no incluye el cargo ejercido por cualquier persona como un oficial
retirado de las Fuerzas Armadas de los Estados Unidos.

82

UNITES STATES OF AMERICA. UNITES STATES CONGRESS. U.S. Code: crimes and criminal
procedure (12, abril, 2012). [término de búsqueda: U.S code]. [en línea - pdf] Washington: US Code
House. [consulta: 2013 - 05 - 05] Disponible en: http://uscode.house.gov/pdf/2011/2011usc18.pdf.
83

Ibíd.

106

Del caso Estadounidense se podría considerar entonces que el concepto de
documento es un poco distinto al manejado en Iberoamérica, ya que en las
descripciones de las conductas anteriores es manejado a lado de otros que en esta
región son considerados como tal y que por lo tanto no haría falta especificarlos; y que
por otra parte está orientado en el mismo sentido que los casos de los demás países
revisados, en cuanto a que cobija al particular como al funcionario público, asignando
mayor gravedad en la comisión de la conducta a este último por su especial condición.

La cuarta instancia del análisis, se centró en el Código Penal Colombiano, Titulo XV.
(Delitos Contra la Administración Pública), Capítulo VIII. (De los abusos de autoridad y
otras infracciones) 84, que describe:
“Artículo 418. Revelación de secreto. El servidor público que indebidamente dé a
conocer documento o noticia que deba mantener en secreto o reserva, incurrirá
en multa y pérdida del empleo o cargo público.
Si de la conducta resultare perjuicio, la pena será de dieciséis (16) a cincuenta y
cuatro (54) meses de prisión, multa de veinte (20) a noventa (90) salarios
mínimos legales mensuales vigentes, e inhabilitación para el ejercicio de
derechos y funciones públicas por ochenta (80) meses.
Artículo 419. Utilización de asunto sometido a secreto o reserva. El servidor
público que utilice en provecho propio o ajeno, descubrimiento científico, u otra
información o dato llegados a su conocimiento por razón de sus funciones y que
deban permanecer en secreto o reserva, incurrirá en multa y pérdida del empleo
o cargo público, siempre que la conducta no constituya otro delito sancionado
con pena mayor.

84

COLOMBIA. CONGRESO DE LA REPÚBLICA. Ley 599 (24, julio, 2000). Por la cual se establece el
Código Penal. [término de búsqueda: código penal]. [en línea - html] Bogotá: Secretaría del Senado.
[consulta:
2012
03
02]
Disponible
en:
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley/2000/ley_0599_2000.html#1.

107

Artículo 420. Utilización indebida de información oficial privilegiada. El servidor
público que como empleado o directivo o miembro de una junta u órgano de
administración de cualquier entidad pública, que haga uso indebido de
información que haya conocido por razón o con ocasión de sus funciones y que
no sea objeto de conocimiento público, con el fin de obtener provecho para sí o
para un tercero, sea éste persona natural o jurídica, incurrirá en multa y pérdida
del empleo o cargo público”.

Los artículos inmediatamente anteriores dan cuenta de las tipologías penales
asociadas a la revelación y uso indebido del contenido de documento o de la
información que se pueda llegar a conocer por razón específica de las funciones o el
cargo que ocupe un funcionario dentro de la administración pública, por lo tanto es
importante mencionar que para la comisión de las conductas aquí descritas se requiere
de lo que se entiende como un sujeto especial, es decir, que el sujeto activo cumpla
con unas características específicas, que para este caso es que sea servidor público.

En un sentido similar se orienta la legislación española cuando en su Código Penal,
también en el apartado de los Delitos contra la Administración Pública, expresa:

“Artículo 417:

1. La autoridad o funcionario público que revelare secretos o informaciones de
los que tenga conocimiento por razón de su oficio o cargo y que no deban ser
divulgados, incurrirá en la pena de multa de doce a dieciocho meses e
inhabilitación especial para empleo o cargo público por tiempo de uno a tres
años.

Si de la revelación a que se refiere el párrafo anterior resultara grave daño para
la causa pública o para terceros, la pena será de prisión de uno a tres años, e
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inhabilitación especial para empleo o cargo público por tiempo de tres a cinco
años.

2. Si se tratara de secretos de un particular, las penas serán las de prisión de
dos a cuatro años, multa de doce a dieciocho meses, y suspensión de empleo o
cargo público por tiempo de uno a tres años.

Artículo 418: El particular que aprovechare para sí o para un tercero el secreto o
la información privilegiada que obtuviere de un funcionario público o autoridad,
será castigado con multa del tanto al triplo del beneficio obtenido o facilitado. Si
resultara grave daño para la causa pública o para tercero, la pena será de
prisión de uno a seis años”85.

Hasta aquí, se revisaron los tipos penales descritos por el Código jurisdiccional en
Colombia, tratando de abarcar las conductas que tuvieran una relación directa con los
documentos o la información en el contexto de los archivos públicos, teniendo en
cuenta las posibles afectaciones que dichas conductas podrían causar al archivo como
subsistema dentro de las entidades públicas en lo administrativo, técnico y funcional.
Sin embargo, por último se hizo necesario revisar algunos tipos penales que afectan
dentro de la especificidad de la administración pública a los funcionarios en general y
que necesariamente no involucrarían el concurso de los documentos o la información
que estos puedan contener, sino más bien decisiones que afectarán más el ámbito
administrativo.

Las últimas conductas típicas revisadas entonces fueron las descritas en el Código
Penal Colombiano, referidas también a los Delitos Contra la Administración Pública,
específicamente relacionados con el Peculado, el Cohecho y el Prevaricato. Por lo
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explicado en el párrafo anterior estas conductas fueron presentadas directamente en
las tablas a continuación.

La siguiente tabla contiene los artículos del Código Penal que, luego de su análisis,
podrían ser entendidos como relacionados con el quehacer archivístico en alguna de
sus instancias, además incluye las malas prácticas previamente identificadas que
podrían ajustarse a los tipos penales descritos en los artículos; dicha tabla contiene una
estructura similar a otras presentadas con anterioridad en el presente trabajo, pero al
final se adiciona una columna en la que se enuncia, además de la mala práctica, .la
numeración de la misma en la tabla anterior y, en la que se indica la generación de una
mala práctica nueva a tener en cuenta originada desde el Código Penal mismo y que
no se encontró referenciada en las normas analizadas en los ejercicios anteriores. La
tabla presenta entonces la siguiente estructura:
-

Columna 1: Número de orden del registro o fila.

-

Columna 2: Artículo del Código Penal.

-

Columna 3: Redacción textual del artículo del Código Penal a valorar al
que se debe ajustar una mala práctica ya definida o desde el que se
genera una nueva actividad o práctica a ser tenida en cuenta.

-

Columna 4: Valoración del enunciado de la Columna 3 expresado o
redactado en sentido de mala práctica.

-

Columna 5: Mala práctica, de las previamente definidas, que se ajusta al
tipo penal descrito en la Columna 3; donde se consigna además del texto
de la mala práctica el número correspondiente asignado en la Tabla 5
para facilitar su ubicación y revisión. En los casos en los que la práctica
valorada en la Columna 4 no tuvo otra que se le asociara en la Tabla 5, se
consideró como una nueva, casos en los que se nombraron como “Nueva
Mala Práctica”.
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A continuación se presenta un fragmento de ejemplo de la tabla (Para revisar el
contenido completo de la tabla favor ver la Hoja 6 del Anexo 3).
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Tabla 6. Fragmento de ejemplo de la tabla de relación de malas prácticas definidas y los tipos penales a los que se
ajustan.
TABLA DE RELACIÓN DE MALAS PRACTICAS DEFINIDAS Y LOS TIPOS PENALES A LOS QUE SE AJUSTAN
No

ARTÍCULO DEL CÓDIGO PENAL

REDACCIÓN TEXTUAL

PRÁCTICA
VALORADA

1

Título III (Delitos Contra la Libertad
Individual
y
Otras
Garantías),
Capítulo VII (De la violación a la
intimidad, reserva e interceptación de
comunicaciones),
Artículo
194
(Divulgación
y
empleo
de
documentos reservados)

“El que en provecho propio o ajeno o con
perjuicio de otro divulgue o emplee el
contenido de un documento que deba
permanecer en reserva, incurrirá en multa,
siempre que la conducta no constituya
delito sancionado con pena mayor.”

Divulgar o emplear, en
provecho propio o
ajeno o con perjuicio
de otro, el contenido
de un documento que
deba permanecer en
reserva.

2

Título III (Delitos Contra la Libertad
Individual
y
Otras
Garantías),
Capítulo VII (De la violación a la
intimidad, reserva e interceptación de
comunicaciones),
Artículo
196
(Violación ilícita de comunicaciones o
correspondencia de carácter oficial)

“El que ilícitamente sustraiga, oculte,
extravíe, destruya, intercepte, controle o
impida comunicación o correspondencia de
carácter oficial, incurrirá en prisión de tres
(3) a seis (6) años.”

3

Título
VII
(Delitos
Contra
el
Patrimonio Económico), Capítulo I
(Del Hurto), Artículo 239 (Hurto)

“El que se apodere de una cosa mueble
ajena, con el propósito de obtener
provecho para sí o para otro, incurrirá en
prisión de dos (2) a seis (6) años.”

Título
VII
(Delitos
Contra
el
Patrimonio Económico), Capítulo VIII
(Del Daño), Artículo 265 (Daño en
bien ajeno)

“El
que
destruya,
inutilice,
haga
desaparecer o de cualquier otro modo dañe
bien ajeno, mueble o inmueble incurrirá en
prisión de uno (1) a cinco (5) años y multa
de cinco (5) a veinticinco (25) salarios
mínimos legales mensuales vigentes,
siempre que la conducta no constituya
delito sancionado con pena mayor.”

4
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Sustraer,
ocultar,
extraviar,
destruir,
interceptar, controlar o
impedir
ilícitamente
comunicación
o
correspondencia
de
carácter oficial.
Apoderarse de una
cosa mueble ajena,
con el propósito de
obtener provecho para
sí o para otro.
Destruir,
inutilizar,
hacer desaparecer o
de cualquier otro modo
dañar
bien
ajeno,
mueble o inmueble.

MALA PRACTICA
AJUSTADA
4. Violar la intimidad
personal y familiar, honra y
buen nombre de las
personas mediante el mal
uso de los documentos e
información
que
sobre
éstas contiene los archivos
públicos y privados.

Nueva Mala Práctica

Nueva Mala Práctica

27. Ocasionar daño o dar
lugar a la pérdida de
bienes,
elementos,
expedientes o documentos
que hayan llegado a su
poder por razón de sus
funciones.

Luego de este ejercicio se procedió a actualizar la tabla de malas prácticas y por
consiguiente la gráfica correspondiente a su distribución, quedando así:

Tabla 7. Categorización actualizada de malas prácticas.
TABLA DE MALAS PRACTICÁS CONTRA LOS ARCHIVOS PÚBLICOS EN COLOMBIA
No.
1
2
3
4
5

6

MALA PRÁCTICA
Restringir a las personas el acceso, actualización y rectificación de las
informaciones que se hayan recogido sobre ellas en bancos de datos y
en archivos de entidades públicas y privadas.
Restringir a las personas el acceso a los documentos públicos en casos
diferentes a los establecidos por la ley.
Proveer acceso a los documentos públicos que,
conforme a la
Constitución o a la ley, tengan carácter reservado, a personas que no
están habilitadas para tal fin según dichas normas.
Acceder sin autorización a expedientes, documentos o archivos.
Violar la intimidad personal y familiar, honra y buen nombre de las
personas mediante el mal uso de los documentos e información que
sobre éstas contiene los archivos públicos y privados.
Impedir a los representantes del Ministerio Público, fiscales, jueces y
demás autoridades competentes el acceso inmediato a los lugares
donde deban adelantar sus actuaciones e investigaciones y el examen
de los libros de registro, documentos y diligencias correspondientes. Así
mismo, negarles la colaboración necesaria para el desempeño de sus
funciones.

7

Realizar acciones que impidan el continuo acceso y la legitimidad de los
documentos.

8

No llevar registro de préstamo de documentos.

9

Proveer libre acceso a los documentos históricos originales cuando estén
en mal estado de conservación.

10
11
12
13
14

15

No suministrar la información contenida en los documentos históricos
originales cuando estén en mal estado de conservación, por medio de
cualquier sistema de reproducción, certificando su autenticidad cuando
fuere el caso.
Cobrar por el acceso a los archivos públicos.
Permitir el acceso al público que visite los archivos a dependencias
distintas a las debidamente autorizadas.
Permitir el acceso a las salas de investigación y consulta a las personas
que no estén debidamente acreditadas.
Permitir la entrada al público y/o a los funcionarios del archivo a las
zonas de depósitos de los documentos en casos que no estén
debidamente autorizados.
No sancionar, por parte del Director del archivo, con restricción o
impedimento de acceso a los usuarios que por cualquier motivo infrinjan
el presente reglamento y el reglamento particular de cada archivo.
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CATEGORIA
ADMINISTRATIVO FUNCIONAL
ADMINISTRATIVO FUNCIONAL
ADMINISTRATIVO FUNCIONAL
ADMINISTRATIVO
FUNCIONAL

ADMINISTRATIVO FUNCIONAL

ADMINISTRATIVO TECNICO FUNCIONAL
ADMINISTRATIVO TECNICO
ADMINISTRATIVO TECNICO FUNCIONAL
ADMINISTRATIVO TECNICO FUNCIONAL
ADMINISTRATIVO
ADMINISTRATIVO
ADMINISTRATIVO
ADMINISTRATIVO

ADMINISTRATIVO

Tabla 7. Categorización actualizada de malas prácticas (Continuación).
TABLA DE MALAS PRACTICÁS CONTRA LOS ARCHIVOS PÚBLICOS EN COLOMBIA
No.
16
17
18
19
20
21

22

23
24

25
26
27
28

29

30

MALA PRÁCTICA
No establecer un horario que facilite y garantice la oportuna
consulta e investigación de los documentos que custodian.
No expedir, por parte del archivo, el reglamento de servicio y
consulta de sus documentos.
No hacer cumplir, por parte del archivo, el reglamento de servicio
y consulta de sus documentos.
Incumplir, por parte del investigador, con el reglamento de
consulta del archivo en el cual investiga.
Incumplir, por parte del investigador, con las disposiciones
atinentes al manejo de los documentos de archivo.
Construcción de edificios públicos, adecuación de espacios,
adquisición o arriendo, sin tener en cuenta las especificaciones
técnicas existentes sobre áreas de archivos.
Destinar como sede de los archivos edificios y locales que no
cumplan las condiciones técnicas mínimas que garanticen la
conservación de sus documentos.
No adelantar, por parte de los archivos, controles sistemáticos y
periódicos de las condiciones ambientales, instalaciones,
manejo, mantenimiento y estado físico de los fondos, entre otros.
Ubicar los documentos en unidades de conservación
inadecuadas y/o sin la correspondiente signatura topográfica.
Desvinculación por parte de servidores públicos de sus funciones
titulares sin entregar los documentos y archivos a su cargo
debidamente inventariados, conforme a las normas y
procedimientos establecidos por el Archivo General de la Nación.
Destruir documentos originales que posean valores históricos.
Ocasionar daño o dar lugar a la pérdida de bienes, elementos,
expedientes o documentos que hayan llegado a su poder por
razón de sus funciones.
Realizar intervenciones que puedan afectar la autenticidad de los
documentos.
Causar daño a los equipos estatales de informática, alterar,
falsificar, introducir, borrar, ocultar o desaparecer información en
cualquiera de los sistemas de información oficial contenida en
ellos o en los que se almacene o guarde la misma, o permitir el
acceso a ella a personas no autorizadas.
Adelantar formas de reprografía de aquellos documentos cuyo
estado de conservación no permita su realización sin daño para
los mismos.
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CATEGORIA
ADMINISTRATIVO
ADMINISTRATIVO TECNICO
ADMINISTRATIVO TECNICO
ADMINISTRATIVO TECNICO
ADMINISTRATIVO TECNICO
ADMINISTRATIVO TECNICO
ADMINISTRATIVO TECNICO
ADMINISTRATIVO TECNICO
TECNICO

ADMINISTRATIVO
TECNICO - FUNCIONAL
ADMINISTRATIVO TECNICO - FUNCIONAL
TECNICO - FUNCIONAL

ADMINISTRATIVO TECNICO - FUNCIONAL

TECNICO - FUNCIONAL

Tabla 7. Categorización actualizada de malas prácticas (Continuación).

TABLA DE MALAS PRACTICÁS CONTRA LOS ARCHIVOS PÚBLICOS EN COLOMBIA
No.
31

32
33
34
35
36
37

38

39

40

41

42

MALA PRÁCTICA
Realizar programas de reproducción de documentos de los
archivos por personal no especializado de acuerdo con las normas
técnicas expedidas por el Archivo General de la Nación.
Conservación deficiente de documentos: No adoptar medidas
preventivas o correctivas, o que estas sean insuficientes, para
asegurar la integridad física y funcional de los documentos de
archivo.
Elaborar mal los programas de gestión de documentos.
Elaborar mal las tablas de retención documental.
Realizar una mala valoración, selección y conservación del
material de archivo en su contexto histórico, legal, administrativo y
documental.
Realizar mal la tabla de valoración documental.
Mala organización o desorganización documental: No aplicación, o
hacerlo incorrectamente, del proceso archivístico orientado a la
clasificación, la ordenación y la descripción de los documentos de
una institución.
Clasificación documental incorrecta: Realizar la fase de
clasificación, dentro del proceso de organización documental,
identificando y estableciendo agrupaciones documentales sin
observancia de la estructura orgánico-funcional de la entidad
productora (fondo, sección, series y/o asuntos).
Realizar mal el cuadro de clasificación: Elaboración del esquema
sin que se refleje la jerarquización dada a la documentación
producida por una institución y, sin registrar las secciones y
subsecciones y las series y subseries documentales o, registrarlas
incorrectamente.
Mala ordenación documental: Realizar la fase de ordenación,
dentro del proceso de organización documental, consistente en
establecer secuencias dentro de las agrupaciones documentales
definidas en la fase de clasificación, sin observancia del principio
de orden original o trámite.
Mala selección documental: Disposición final señalada en las
tablas de retención o de valoración documental y realizada en el
archivo central escogiendo una muestra de documentos poco o
nada representativos para su conservación permanente.
Realizar mal las transferencias documentales: Remitir los
documentos del archivo de gestión al central, y de éste al histórico,
sin tener en cuenta lo establecido en las tablas de retención y de
valoración documental vigentes o aplicar mal las disposiciones en
esta contenidas.
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CATEGORIA
ADMINISTRATIVO

ADMINISTRATIVO TECNICO - FUNCIONAL
TECNICO
TECNICO
TECNICO - FUNCIONAL
TECNICO
ADMINISTRATIVO TECNICO

TECNICO

TECNICO

TECNICO

TECNICO

TECNICO

Tabla 7. Categorización actualizada de malas prácticas (Continuación).

TABLA DE MALAS PRACTICÁS CONTRA LOS ARCHIVOS PÚBLICOS EN COLOMBIA
No.

43

44
45
46
47

48

49

50
51

52

53

54

55

MALA PRÁCTICA
Mala eliminación documental: Aplicar mal la disposición final
señalada en las tablas de retención o de valoración documental
para aquellos documentos que han perdido sus valores primarios y
secundarios, dando lugar a la destrucción de documentos que aún
deben permanecer en la administración o en el archivo o; destinar
correctamente los documentos a eliminar, dejando durante la
actividad información total o parcialmente legible.
Foliar mal: Numeración de hojas dejando faltantes o saltos en el
consecutivo, y/o realizando la numeración ilegible o en posiciones
irregulares, con base en las normas técnicas vigentes.
No elaborar el inventario documental en las entidades de la
administración pública.
No elaborar, hacerlos mal o sin observancia de las normas
formuladas por el Archivo General de la Nación, los instrumentos de
control, descripción, consulta e información documental.
Autorizar la salida de los documentos de archivo de entidades del
Estado por motivos distintos a los que sean de carácter legal.
Autorizar en casos no excepcionales, o triviales, la salida de los
documentos que conservan los archivos públicos; es decir, en casos
diferentes a asuntos legales, aplicación de procesos técnicos o
exposiciones Culturales.
Negligencia del funcionario público en la custodia y cuidado de la
documentación e información que por razón de su empleo, cargo o
función conserve bajo su cuidado o a la cual tenga acceso,
propiciando o permitiendo la sustracción, destrucción, ocultamiento
o utilización indebidos.
No denunciar los delitos, contravenciones y faltas disciplinarias de
los cuales tuviere conocimiento, salvo las excepciones de ley.
No capacitarse y actualizarse en el área donde desempeña su
función.
Mala gestión documental: Conjunto de actividades administrativas y
técnicas, que deriven en la mala planificación, manejo y
organización de la documentación producida y recibida por las
entidades, desde su origen hasta su destino final dificultando su
utilización y conservación.
Mala administración de archivos: Funcionamiento deficiente de los
archivos a causa de la incorrecta definición de estrategias
organizacionales dirigidas a la planeación, dirección y control de los
recursos físicos, técnicos, tecnológicos, financieros y del talento
humano destinados a la actividad.
Mala organización o desorganización de archivos: Conjunto de
operaciones técnicas y administrativas que deriven en la agrupación
documental sin relaciones jerárquicas con criterios orgánicos o
funcionales.
Omitir, negar, retardar o entrabar el despacho de los asuntos a su
cargo o la prestación del servicio a que está obligado.
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CATEGORIA

TECNICO FUNCIONAL

TECNICO
ADMINISTRATIVO TECNICO
ADMINISTRATIVO TECNICO
ADMINISTRATIVO

ADMINISTRATIVO

ADMINISTRATIVO TECNICO FUNCIONAL
ADMINISTRATIVO
ADMINISTRATIVO TECNICO
ADMINISTRATIVO TECNICO FUNCIONAL

ADMINISTRATIVO

ADMINISTRATIVO TECNICO
ADMINISTRATIVO

Tabla 7. Categorización actualizada de malas prácticas (Continuación).

TABLA DE MALAS PRACTICÁS CONTRA LOS ARCHIVOS PÚBLICOS EN COLOMBIA
No.
56
57
58
59
60

61

62

63

64

65

66

67

MALA PRÁCTICA
Proporcionar noticias o informes sobre asuntos de la administración,
cuando no esté facultado para hacerlo.
Ejercer ilegalmente la profesión de Archivista sin el lleno de los
requisitos, contemplados en las disposiciones legales vigentes.
No registrar ni justificar plenamente las acciones realizadas sobre el
material que tuvieren a su cargo.
Utilizar en beneficio propio o de terceros su posición especial y la
confianza que la comunidad ha depositado en él.
Solicitar o recibir directamente o por interpuesta persona,
gratificaciones, dádivas o recompensas en razón del ejercicio de su
profesión, salvo autorización contractual o legal.
Derivar de manera directa o por interpuesta persona, indebido o
fraudulento provecho patrimonial en ejercicio de la profesión, con
consecuencias graves para la parte afectada;
Imponer su firma, a título gratuito u oneroso, en contratos,
dictámenes, memorias, informes, y toda otra documentación
relacionada con el ejercicio profesional, que no hayan sido
estudiados, controlados o ejecutados personalmente
Obstaculizar, en forma grave, las investigaciones que realice el
Tribunal Nacional Ético de Archivística y los Tribunales Regionales
Éticos de Archivística;
El abandono injustificado de los encargos o compromisos
profesionales cuando tal conducta cause grave detrimento al
patrimonio económico del cliente o se afecte de la misma forma el
patrimonio público;
Recibir, en los archivos intermedios o históricos, ingresos de
documentos sin acta de entrega del archivo de la entidad remitente
y/o sin ajustarse al modelo normalizado por el Archivo General de la
Nación.
Recibir, en instituciones o dependencias, archivos sin llevar un
Registro General de Ingreso de Fondos o Series, que corresponda a
los documentos que ingresen, en virtud de las actas de entrega
establecidas en el artículo anterior y/o sin ceñirse al modelo
normalizado por el Archivo General de la Nación.
No radicación o mala radicación de comunicaciones oficiales: No
aplicación, o hacerlo deficientemente, del procedimiento por medio
del cual las entidades asignan un número consecutivo a las
comunicaciones recibidas o producidas, con base en la
normatividad vigente, dejando constancia de la fecha y hora de
recibo o de envío, con el propósito de oficializar su trámite y cumplir
con los términos de vencimiento que establezca la ley.
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CATEGORIA
ADMINISTRATIVO
ADMINISTRATIVO
ADMINISTRATIVO TECNICO
ADMINISTRATIVO
ADMINISTRATIVO

ADMINISTRATIVO

ADMINISTRATIVO

ADMINISTRATIVO

ADMINISTRATIVO

ADMINISTRATIVO

ADMINISTRATIVO TECNICO

ADMINISTRATIVO TECNICO

Tabla 7. Categorización actualizada de malas prácticas (Continuación).

TABLA DE MALAS PRACTICÁS CONTRA LOS ARCHIVOS PÚBLICOS EN COLOMBIA
No.

68

69
70

71

72

73

74

75
76

77

78
79

MALA PRÁCTICA
No registro o mal registro de comunicaciones oficiales: No aplicación,
o hacerlo deficientemente, del procedimiento por medio del cual las
entidades ingresan en sus sistemas manuales o automatizados de
correspondencia todas las comunicaciones producidas o recibidas,
con base en la normatividad vigente, registrando datos como: nombre
de la persona y/o entidad remitente o destinataria, nombre o código
de la dependencia competente, número de radicación, nombre del
funcionario responsable del trámite y tiempo de respuesta (si lo
amerita), entre otros.
Sustraer, ocultar, extraviar, destruir, interceptar, controlar o impedir
ilícitamente comunicación o correspondencia de carácter oficial.
Apoderarse de una cosa mueble ajena, con el propósito de obtener
provecho para sí o para otro.
Acceder sin autorización o por fuera de lo acordado, en todo o parte
de un sistema informático protegido o no con una medida de
seguridad, o se mantenerse dentro del mismo en contra de la
voluntad de quien tenga el legítimo derecho a excluirlo.
Impedir u obstaculizar sin estar facultado para ello, el funcionamiento
o el acceso normal a un sistema informático, a los datos informáticos
allí contenidos, o a una red de telecomunicaciones.
Interceptar sin orden judicial previa datos informáticos en su origen,
destino o en el interior de un sistema informático, o las emisiones
electromagnéticas provenientes de un sistema informático que los
transporte.
Obtener, compilar, sustraer, ofrecer, vender, intercambiar, enviar,
comprar, interceptar, divulgar, modificar o emplear códigos
personales, datos personales contenidos en ficheros, archivos, bases
de datos o medios semejantes sin estar facultado para ello y con
provecho propio o de un tercero.
Consignar, como servidor público en ejercicio de sus funciones, una
falsedad o callar total o parcialmente la verdad, al extender
documento público que pueda servir de prueba.
Falsificar documento público que pueda servir de prueba.
Inducir en error a un servidor público, en ejercicio de sus funciones,
para obtener documento público que pueda servir de prueba,
haciéndole consignar una manifestación falsa o callar total o
parcialmente la verdad.
Coparticipar en la comisión de las conductas de falsedad ideológica
en documento público, falsedad material en documento público y
obtención de documento público falso y usarlo.
Hacer uso de documento público falso que pueda servir de prueba sin
haber concurrido a la falsificación.
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CATEGORIA

ADMINISTRATIVO TECNICO

ADMINISTRATIVO FUNCIONAL
ADMINISTRATIVO

ADMINISTRATIVO

ADMINISTRATIVO FUNCIONAL

ADMINISTRATIVO

ADMINISTRATIVO FUNCIONAL

ADMINISTRATIVO FUNCIONAL
ADMINISTRATIVO FUNCIONAL
ADMINISTRATIVO FUNCIONAL
ADMINISTRATIVO FUNCIONAL
ADMINISTRATIVO FUNCIONAL

Tabla 7. Categorización actualizada de malas prácticas (Continuación).

TABLA DE MALAS PRACTICÁS CONTRA LOS ARCHIVOS PÚBLICOS EN COLOMBIA
No.

80

81

82

83

MALA PRÁCTICA
Apropiarse, siendo servidor público, en provecho suyo o de un tercero
de bienes del Estado o de empresas o instituciones en que éste tenga
parte o de bienes o fondos parafiscales, o de bienes de particulares
cuya administración, tenencia o custodia se le haya confiado por
razón o con ocasión de sus funciones.
Usar o permitir indebidamente que otro use bienes del Estado o de
empresas o instituciones en que éste tenga parte, o bienes de
particulares cuya administración, tenencia o custodia se le haya
confiado por razón o con ocasión de sus funciones.
Ofrecer dinero u otra utilidad a servidor público para que este retarde
u omita un acto propio de su cargo, para ejecutar uno contrario a sus
deberes oficiales o por acto que deba ejecutar en el desempeño de
sus funciones.
Hacer uso indebido, siendo funcionario público, de información que
haya conocido por razón o con ocasión de sus funciones y que no
sea objeto de conocimiento público, con el fin de obtener provecho
para sí o para un tercero.

CATEGORIA

ADMINISTRATIVO

ADMINISTRATIVO

ADMINISTRATIVO

ADMINISTRATIVO

Gráfico 7. Distribución actualizada de las malas prácticas por categorías.

Fuente: Elaborado por el autor
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Del ejercicio de actualización de la tabla de malas prácticas categorizadas y de su
gráfico de distribución se pueden anotar los siguientes cambios en las agrupaciones:
-

ADMINISTRATIVO: 30 – Aumentó en 7.

-

ADMINISTRATIVO – FUNCIONAL: 12 – Aumentó en 8.

-

ADMINISTRATIVO – TÉCNICO: 17 – Igual.

-

ADMINISTRATIVO – TÉCNICO – FUNCIONAL: 8 – Igual.

-

FUNCIONAL: 1 – Igual.

-

TÉCNICO: 10 – igual.

-

TÉCNICO – FUNCIONAL: 5 – Igual.

TOTAL: 83 – Aumentó en 15.

9.4.

ENUNCIACIÓN DE LAS PENAS MÍNIMAS Y MÁXIMAS A QUE SE HACEN

ACREEDORES LOS SUJETOS ACTIVOS DE LAS CONDUCTAS PROSCRITAS DEL
QUEHACER ARCHIVÍSTICO PÚBLICO

En este apartado se procedió con la enunciación ordenada por medio de tablas de las
penas establecidas según el Código Penal para las malas prácticas identificadas en el
caso de Colombia, en el contexto de los archivos públicos. Sin embargo también
pareció prudente antes, indagar sobre la jurisprudencia sentada sobre el tema en
cuestión para tener una idea de cómo se asimilan, entienden y aplican en el sector
jurisdiccional las consideraciones que la norma penal define.

Fue con esta intención, que se hizo una solicitud de información en la Sala de Casación
Penal de la Corte Suprema de Justicia, en la que se solicitaba información sobre
procesos penales que se hubiesen llevado en los que estuviera involucrada alguna
instancia de los archivos públicos, explicando por escrito los motivos de la solicitud y
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haciendo un pequeño preámbulo de las pretensiones de la investigación para tratar de
dejar un poco más claro lo que se esperaba encontrar.

La respuesta por medio de correo electrónico fue que no se habían encontrado
procesos en relación a la solicitud, situación que obligó a indagar sobre las maneras
por las que se podría optar para buscar dicha información por cuenta propia,
encontrando entonces que se podía realizar la consulta directamente en la página web
de la Rama Judicial, donde se procedió a realizar la búsqueda uno a uno de los tipos
penales que se identificó que tienen relación con el quehacer archivístico encontrando
muy pocos datos.

De los 26 tipos penales identificados solo se pudo encontrar procesos penales acerca
de 7, de los cuales 6 se encontraban desarrollados en concurso con otros delitos,
siendo de todos la Falsedad en Documento Público, en sus diferentes modalidades, el
más recurrente. Vale la pena mencionar sobre éste último que la “destrucción,
supresión u ocultamiento de documento público” es considerada como una modalidad
de Falsedad en el Código Penal.

A modo de referencia, los procesos encontrados fueron:

-

10367 del 24 de abril de 1997 – Destrucción, supresión u ocultamiento de
documento público86.

-

26011 del 7 de febrero de 2007 – Falsedad material y Destrucción,
supresión u ocultamiento de documento público87.

86

COLOMBIA. CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, SALA DE CASACIÓN PENAL. Sentencia de Segunda
Instancia 10367 (24, abril, 1997). [término de búsqueda: destrucción, supresión u ocultamiento de
documento público]. [en línea - html] Bogotá: Consulta de Providencias de la Rama Judicial. [consulta:
2012
–
07
–
18]
Disponible
en:
http://190.24.134.69/Busquedadoc/qfullhit.htw?CiWebHitsFile=%2fsentencias%2fpenal%2f1997%2fdr.fer
nando+e.+arboleda+ripoll%2fsi10367.doc&CiRestriction="10367"&CiQueryFile=/busquedadoc/query.idq&
CiUserParam3=query.htm&CiHiliteType=Full
87

----. Casación 26011 (7, febrero, 2007). [término de búsqueda: falsedad en documento público]. [en
línea - html] Bogotá: Consulta de Providencias de la Rama Judicial. [consulta: 2012 – 07 – 23] Disponible
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-

30080 del 29 de septiembre de 2008 – Falsedad material e ideológica,
Complicidad en la falsificación, Uso de documento falso y Destrucción,
supresión u ocultamiento de documento público (FONCOLPUERTOS)88.

-

31979 del 1 de septiembre de 2009 – Falsedad ideológica en documento
público y Utilización indebida de información privilegiada89.

-

33122 del 9 de diciembre de 2009 - Destrucción, supresión u ocultamiento
de documento público90.

-

36208 del 16 de mayo de 2012 – Violación de datos personales91.

en:
http://190.24.134.69/Busquedadoc/qfullhit.htw?CiWebHitsFile=%2fsentencias%2fextractos+jurisprudenci
ales%2fpenal%2f2007+indice+1t%2f26011(07-0207).doc&CiRestriction="26011"&CiQueryFile=/busquedadoc/query.idq&CiUserParam3=query.htm&CiHilit
eType=Full
88

----. Casación 30080 (29, julio, 2008). [término de búsqueda: falsedad en documento público]. [en línea
- html] Bogotá: Consulta de Providencias de la Rama Judicial. [consulta: 2012 – 08 – 07] Disponible en:
http://190.24.134.69/Busquedadoc/qfullhit.htw?CiWebHitsFile=%2fsentencias%2fpenal%2f2008%2fdr.javi
er+de+jes%das+zapata+ortiz%2fjulio%2f30080(29-0708).doc&CiRestriction="30080"&CiQueryFile=/busquedadoc/query.idq&CiUserParam3=query.htm&CiHilit
eType=Full
89

----. Casación 31979 (1, julio, 2009). [término de búsqueda: falsedad en documento público]. [en línea html] Bogotá: Consulta de Providencias de la Rama Judicial. [consulta: 2012 – 08 – 14] Disponible en:
http://190.24.134.69/Busquedadoc/qfullhit.htw?CiWebHitsFile=%2fsentencias%2fpenal%2f2009%2fdr.jor
ge+luis+quintero+milanes%2fjulio%2f31979(01-0709).doc&CiRestriction="31979"&CiQueryFile=/busquedadoc/query.idq&CiUserParam3=query.htm&CiHilit
eType=Full
90

----. Inadmisión Casación 33122 (9, diciembre, 2009). [término de búsqueda: destrucción, supresión u
ocultamiento de documento público]. [en línea - html] Bogotá: Consulta de Providencias de la Rama
Judicial.
[consulta:
2013
–
03
–
27]
Disponible
en:
http://190.24.134.69/Busquedadoc/qfullhit.htw?CiWebHitsFile=%2fsentencias%2fpenal%2f2009%2fdr.jor
ge+luis+quintero+milanes%2fdiciembre%2f33122(09-1209).doc&CiRestriction="33122"&CiQueryFile=/busquedadoc/query.idq&CiUserParam3=query.htm&CiHilit
eType=Full
91

----. Sentencia de Segunda Instancia 36208 (16, junio, 2012). [término de búsqueda: violación de datos
personales]. [en línea - html] Bogotá: Consulta de Providencias de la Rama Judicial. [consulta: 2013 – 04
– 05] Disponible en:
http://190.24.134.69/Busquedadoc/qfullhit.htw?CiWebHitsFile=%2fsentencias%2fpenal%2f2012%2fdr.au
gusto+iba%f1ez+guzm%e1n%2fmayo%2f36208(16-05-
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Una vez mencionado lo anterior, se muestra la tabla que relaciona las malas prácticas
contra los archivos públicos identificadas con consecuencias penales, los tipos penales
a los que se ajustan, y las penas mínimas y máximas que conllevan teniendo en cuenta
las circunstancias de agravación a las que haya lugar.

12).doc&CiRestriction="36208"&CiQueryFile=/busquedadoc/query.idq&CiUserParam3=query.htm&CiHilit
eType=Full
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Tabla 8. Malas prácticas contra los archivos públicos en Colombia que derivan en
conductas punibles y sus penas.

MALAS PRACTICAS CONTRA LOS ARCHIVOS PÚBLICOS EN COLOMBIA QUE DERIVAN EN
CONDUCTAS PUNIBLES Y SUS PENAS
No

MALA PRACTICA

1

Violar la intimidad
personal y familiar,
honra y buen nombre
de
las
personas
mediante el mal uso
de los documentos e
información
que
sobre éstas contiene
los archivos públicos
y privados.

2

Sustraer,
ocultar,
extraviar,
destruir,
interceptar, controlar
o impedir ilícitamente
comunicación
o
correspondencia de
carácter oficial.

3

Apoderarse de una
cosa mueble ajena,
con el propósito de
obtener
provecho
para sí o para otro.

4

Ocasionar daño o
dar lugar a la pérdida
de
bienes,
elementos,
expedientes
o
documentos
que
hayan llegado a su
poder por razón de
sus funciones.

TIPO PENAL AL QUE SE AJUSTA
“Divulgación y empleo de documentos reservados:
El que en provecho propio o ajeno o con perjuicio
de otro divulgue o emplee el contenido de un
documento que deba permanecer en reserva,
incurrirá en multa, siempre que la conducta no
constituya delito sancionado con pena mayor.”
Fuente: COLOMBIA. CONGRESO DE LA
REPÚBLICA. Ley 599 (24, julio, 2000). Por la cual
se establece el Código Penal. [término de
búsqueda: código penal]. [en línea - html] Bogotá:
Secretaría del Senado. [consulta: 2012 - 03 - 02]
Disponible
en:
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedo
c/ley/2000/ley_0599_2000.html#1.
“Violación
ilícita
de
comunicaciones
o
correspondencia de carácter oficial: El que
ilícitamente sustraiga, oculte, extravíe, destruya,
intercepte, controle o impida comunicación o
correspondencia de carácter oficial, incurrirá en
prisión de tres (3) a seis (6) años.”
Fuente: Ibíd.
“Hurto: El que se apodere de una cosa mueble
ajena, con el propósito de obtener provecho para sí
o para otro, incurrirá en prisión de dos (2) a seis (6)
años.”
Fuente: Ibíd.
“Daño en bien ajeno: El que destruya, inutilice,
haga desaparecer o de cualquier otro modo dañe
bien ajeno, mueble o inmueble incurrirá en prisión
de uno (1) a cinco (5) años y multa de cinco (5) a
veinticinco
(25)
salarios
mínimos
legales
mensuales vigentes, siempre que la conducta no
constituya delito sancionado con pena mayor.”
Fuente: Ibíd.
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PENA

MULTA

DESDE 3 HASTA 8
AÑOS DE PRISIÓN

DESDE
MULTA
HASTA 9 AÑOS DE
PRISIÓN

DESDE 1 AÑO DE
PRISIÓN
Y
5
SMLMV DE MULTA
HASTA 6.66 AÑOS
DE
PRISIÓN
Y
33.33 SMLMV DE
MULTA

Tabla 8. Malas prácticas contra los archivos públicos en Colombia que derivan en
conductas punibles y sus penas (Continuación).

MALAS PRACTICAS CONTRA LOS ARCHIVOS PÚBLICOS EN COLOMBIA QUE DERIVAN EN
CONDUCTAS PUNIBLES Y SUS PENAS
No

5

MALA PRACTICA

Acceder sin autorización o
por fuera de lo acordado,
en todo o parte de un
sistema
informático
protegido o no con una
medida de seguridad, o se
mantenerse dentro del
mismo en contra de la
voluntad de quien tenga el
legítimo
derecho
a
excluirlo.

TIPO PENAL AL QUE SE AJUSTA
“Acceso abusivo a un sistema informático:
El que, sin autorización o por fuera de lo
acordado, acceda en todo o en parte a un
sistema informático protegido o no con una
medida de seguridad, o se mantenga
dentro del mismo en contra de la voluntad
de quien tenga el legítimo derecho a
excluirlo, incurrirá en pena de prisión de
cuarenta y ocho (48) a noventa y seis (96)
meses y en multa de 100 a 1.000 salarios
mínimos legales mensuales vigentes.”

PENA

DESDE 4 AÑOS DE
PRISIÓN
Y
100
SMLMV DE MULTA
HASTA 14 AÑOS DE
PRISIÓN
Y
1750
SMLMV DE MULTA

Fuente: Ibíd.

6

Impedir u obstaculizar sin
estar facultado para ello,
el funcionamiento o el
acceso normal a un
sistema informático, a los
datos
informáticos
allí
contenidos, o a una red de
telecomunicaciones.

“Obstaculización ilegítima de sistema
informático o red de telecomunicación: El
que, sin estar facultado para ello, impida u
obstaculice el funcionamiento o el acceso
normal a un sistema informático, a los
datos informáticos allí contenidos, o a una
red de telecomunicaciones, incurrirá en
pena de prisión de cuarenta y ocho (48) a
noventa y seis (96) meses y en multa de
100 a 1000 salarios mínimos legales
mensuales vigentes, siempre que la
conducta no constituya delito sancionado
con una pena mayor.”

DESDE 4 AÑOS DE
PRISIÓN
Y
100
SMLMV DE MULTA
HASTA 14 AÑOS DE
PRISIÓN
Y
1750
SMLMV DE MULTA

Fuente: Ibíd.

7

Interceptar
sin
orden
judicial
previa
datos
informáticos en su origen,
destino o en el interior de
un sistema informático, o
las
emisiones
electromagnéticas
provenientes
de
un
sistema informático que los
transporte.

“Interceptación de datos informáticos: El
que, sin orden judicial previa intercepte
datos informáticos en su origen, destino o
en el interior de un sistema informático, o
las
emisiones
electromagnéticas
provenientes de un sistema informático
que los transporte incurrirá en pena de
prisión de treinta y seis (36) a setenta y
dos (72) meses.”
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DESDE 3 HASTA 10.5
AÑOS DE PRISIÓN

Tabla 8. Malas prácticas contra los archivos públicos en Colombia que derivan en
conductas punibles y sus penas (Continuación).
MALAS PRACTICAS CONTRA LOS ARCHIVOS PÚBLICOS EN COLOMBIA QUE DERIVAN EN
CONDUCTAS PUNIBLES Y SUS PENAS
No

8

9

MALA PRACTICA
Causar daño a los equipos
estatales
de
informática,
alterar, falsificar, introducir,
borrar, ocultar o desaparecer
información en cualquiera de
los sistemas de información
oficial contenida en ellos o en
los que se almacene o guarde
la misma, o permitir el acceso
a
ella
a
personas
no
autorizadas.

Obtener, compilar, sustraer,
ofrecer, vender, intercambiar,
enviar, comprar, interceptar,
divulgar, modificar o emplear
códigos
personales,
datos
personales
contenidos
en
ficheros, archivos, bases de
datos o medios semejantes sin
estar facultado para ello y con
provecho propio o de un
tercero.

TIPO PENAL AL QUE SE AJUSTA
“Daño Informático: El que, sin estar
facultado para ello, destruya, dañe,
borre, deteriore, altere o suprima datos
informáticos, o un sistema de
tratamiento de información o sus partes
o componentes lógicos, incurrirá en
pena de prisión de cuarenta y ocho (48)
a noventa y seis (96) meses y en multa
de 100 a 1.000 salarios mínimos
legales mensuales vigentes.”

10

11

DESDE 4 AÑOS DE
PRISIÓN
Y
100
SMLMV DE MULTA
HASTA 14 AÑOS DE
PRISIÓN
Y
1750
SMLMV DE MULTA

Fuente: Ibíd.
“Violación de datos personales: El que,
sin estar facultado para ello, con
provecho propio o de un tercero,
obtenga, compile, sustraiga, ofrezca,
venda, intercambie, envíe, compre,
intercepte, divulgue, modifique o
emplee códigos personales, datos
personales contenidos en ficheros,
archivos, bases de datos o medios
semejantes, incurrirá en pena de prisión
de cuarenta y ocho (48) a noventa y
seis (96) meses y en multa de 100 a
1000
salarios
mínimos
legales
mensuales vigentes.”
Fuente: Ibíd.

Imponer su firma, a título
gratuito
u
oneroso,
en
contratos,
dictámenes,
memorias, informes, y toda
otra
documentación
relacionada con el ejercicio
profesional, que no hayan sido
estudiados,
controlados
o
ejecutados personalmente.
Consignar,
como
servidor
público en ejercicio de sus
funciones, una falsedad o
callar total o parcialmente la
verdad, al extender documento
público que pueda servir de
prueba.

PENA

“Falsedad ideológica en documento
público: El servidor público que en
ejercicio de sus funciones, al extender
documento público que pueda servir de
prueba, consigne una falsedad o calle
total o parcialmente la verdad, incurrirá
en prisión de cuatro (4) a ocho (8) años
e inhabilitación para el ejercicio de
derechos y funciones públicas de cinco
(5) a diez (10) años.”
Fuente: Ibíd.
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DESDE 4 AÑOS DE
PRISIÓN
Y
100
SMLMV DE MULTA
HASTA 14 AÑOS DE
PRISIÓN
Y
1750
SMLMV DE MULTA Y
TRES
AÑOS
DE
INHABILITACIÓN
PARA EJERCICIO DE
PROFESIÓN
RELACIONADA CON
SISTEMAS
DE
INFORMACION
PROCESADA
CON
EQUIPOS
COMPUTACIONALES

DESDE 4 HASTA 8
AÑOS DE PRISIÓN Y
DESDE 5 HASTA 10
AÑOS
DE
INHABILITACIÓN
PARA EL EJERCICIO
DE DERECHOS Y
FUNCIONES
PÚBLICAS

Tabla 8. Malas prácticas contra los archivos públicos en Colombia que derivan en
conductas punibles y sus penas (Continuación).

MALAS PRACTICAS CONTRA LOS ARCHIVOS PÚBLICOS EN COLOMBIA QUE DERIVAN EN
CONDUCTAS PUNIBLES Y SUS PENAS
No

MALA PRACTICA

12

Falsificar
documento
público que pueda servir
de prueba.

13

Inducir en error a un
servidor
público,
en
ejercicio de sus funciones,
para obtener documento
público que pueda servir
de prueba, haciéndole
consignar
una
manifestación falsa o callar
total o parcialmente la
verdad.

14

15

Coparticipar en la comisión
de las conductas de
falsedad ideológica en
documento
público,
falsedad
material
en
documento
público
y
obtención de documento
público falso y usarlo.
Hacer uso de documento
público falso que pueda
servir de prueba sin haber
concurrido
a
la
falsificación.

TIPO PENAL AL QUE SE AJUSTA
“Falsedad material en documento público:
El que falsifique documento público que
pueda servir de prueba, incurrirá en
prisión de tres (3) a seis (6) años.
Si la conducta fuere realizada por un
servidor público en ejercicio de sus
funciones, la pena será de cuatro (4) a
ocho (8) años e inhabilitación para el
ejercicio de derechos y funciones
públicas de cinco (5) a diez (10) años.”
Fuente: Ibíd.
“Obtención de documento público falso:
El que para obtener documento público
que pueda servir de prueba, induzca en
error a un servidor público, en ejercicio de
sus funciones, haciéndole consignar una
manifestación falsa o callar total o
parcialmente la verdad, incurrirá en
prisión de tres (3) a seis (6) años.”
Fuente: Ibíd.
“Circunstancia de agravación punitiva de
la falsedad en documento público: La
pena se aumentará hasta en la mitad
para el copartícipe en la realización de
cualesquiera de las conductas descritas
en los artículos anteriores que usare el
documento.”
Fuente: Ibíd.
“Uso de documento falso: El que sin
haber concurrido a la falsificación hiciere
uso de documento público falso que
pueda servir de prueba, incurrirá en
prisión de dos (2) a ocho (8) años.”
Fuente: Ibíd.
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PENA

DESDE 3 HASTA 8
AÑOS DE PRISIÓN Y
DESDE 5 HASTA 10
AÑOS
DE
INHABILITACIÓN PARA
EL
EJERCICIO
DE
DERECHOS
Y
FUNCIONES PÚBLICAS

DESDE 3 HASTA
AÑOS DE PRISIÓN

6

DESDE 3 HASTA 12
AÑOS DE PRISIÓN

DESDE 2 HASTA
AÑOS DE PRISIÓN

8

Tabla 8. Malas prácticas contra los archivos públicos en Colombia que derivan en
conductas punibles y sus penas (Continuación).

MALAS PRACTICAS CONTRA LOS ARCHIVOS PÚBLICOS EN COLOMBIA QUE
DERIVAN EN CONDUCTAS PUNIBLES Y SUS PENAS
No

16

17

MALA PRACTICA

TIPO PENAL AL QUE SE AJUSTA

Destruir
documentos
originales que posean
“Destrucción,
supresión
u
valores históricos.
ocultamiento de documento público:
El que destruya, suprima u oculte
Ocasionar daño o dar total o parcialmente documento
lugar a la pérdida de público que pueda servir de prueba,
bienes,
elementos, incurrirá en prisión de dos (2) a ocho
expedientes
o (8) años.”
documentos que hayan
llegado a su poder por Fuente: Ibíd.
razón de sus funciones.

18

Apropiarse,
siendo
servidor público, en
provecho suyo o de un
tercero de bienes del
Estado o de empresas o
instituciones en que
éste tenga parte o de
bienes
o
fondos
parafiscales,
o
de
bienes de particulares
cuya
administración,
tenencia o custodia se
le haya confiado por
razón o con ocasión de
sus funciones.

“Peculado
por
apropiación:
El
servidor público que se apropie en
provecho suyo o de un tercero de
bienes del Estado o de empresas o
instituciones en que éste tenga parte
o de bienes o fondos parafiscales, o
de bienes de particulares cuya
administración, tenencia o custodia
se le haya confiado por razón o con
ocasión de sus funciones, incurrirá en
prisión de seis (6) a quince (15) años,
multa equivalente al valor de lo
apropiado sin que supere el
equivalente a cincuenta mil (50.000)
salarios mínimos legales mensuales
vigentes, e inhabilitación para el
ejercicio de derechos y funciones
públicas por el mismo término.”
Fuente: Ibíd.
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PENA

DESDE 2 HASTA 8
AÑOS DE PRISIÓN Y
DESDE 3 HASTA 10
AÑOS
DE
INHABILITACIÓN PARA
EL
EJERCICIO
DE
DERECHOS
Y
FUNCIONES PÚBLICAS

DESDE 2,66 HASTA
22,5 AÑOS DE PRISIÓN,
DESDE 2/3 DEL VALOR
DE LO A PROPIADO
HASTA 50.000 SMLMV
DE MULTA Y DESDE
2,66 HASTA 22,5 AÑOS
DE
INHABILITACIÓN
PARA EL EJERCICIO
DE
DERECHOS
Y
FUNCIONES PÚBLICAS

Tabla 8. Malas prácticas contra los archivos públicos en Colombia que derivan en
conductas punibles y sus penas (Continuación).

MALAS PRACTICAS CONTRA LOS ARCHIVOS PÚBLICOS EN COLOMBIA QUE
DERIVAN EN CONDUCTAS PUNIBLES Y SUS PENAS
No

19

MALA PRACTICA
Usar
o
permitir
indebidamente que otro
use bienes del Estado o
de
empresas
o
instituciones en que
éste tenga parte, o
bienes de particulares
cuya
administración,
tenencia o custodia se
le haya confiado por
razón o con ocasión de
sus funciones.

TIPO PENAL AL QUE SE AJUSTA

PENA

“Peculado por uso: El servidor
público que indebidamente use o
permita que otro use bienes del
Estado o de empresas o instituciones
en que éste tenga parte, o bienes de
particulares cuya administración,
tenencia o custodia se le haya
DESDE 0,66 HASTA 4
confiado por razón o con ocasión de AÑOS DE PRISIÓN
sus funciones, incurrirá en prisión de
uno (1) a cuatro (4) años e
inhabilitación para el ejercicio de
derechos y funciones públicas por el
mismo término.”
Fuente: Ibíd.

20

Negligencia
del
funcionario público en la
custodia y cuidado de la
documentación
e
información que por
razón de su empleo,
cargo
o
función
conserve
bajo
su
cuidado o a la cual
tenga
acceso,
propiciando
o
permitiendo
la
sustracción,
destrucción,
ocultamiento
o
utilización indebidos.

“Peculado culposo: El servidor
público que respecto a bienes del
Estado o de empresas o instituciones
en que éste tenga parte, o bienes de
particulares cuya administración,
tenencia o custodia se le haya
confiado por razón o con ocasión de
sus funciones, por culpa dé lugar a
que se extravíen, pierdan o dañen,
incurrirá en prisión de uno (1) a tres
(3) años, multa de diez (10) a
cincuenta (50) salarios mínimos
legales mensuales vigentes e
inhabilitación para el ejercicio de
funciones públicas por el mismo
término señalado.”
Fuente: Ibíd.
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DESDE 0,66 HASTA 3
AÑOS DE PRISIÓN,
DESDE 6,66 HASTA 50
SMLMV DE MULTA Y
DESDE 0,66 HASTA 3
AÑOS
DE
INHABILITACIÓN PARA
EL
EJERCICIO
DE
DERECHOS
Y
FUNCIONES PÚBLICAS

Tabla 8. Malas prácticas contra los archivos públicos en Colombia que derivan en
conductas punibles y sus penas (Continuación).

MALAS PRACTICAS CONTRA LOS ARCHIVOS PÚBLICOS EN COLOMBIA QUE DERIVAN EN
CONDUCTAS PUNIBLES Y SUS PENAS
No

21

MALA PRACTICA

Solicitar o recibir
directamente o por
interpuesta persona,
gratificaciones,
dádivas
o
recompensas
en
razón del ejercicio de
su profesión, salvo
autorización
contractual o legal.

TIPO PENAL AL QUE SE AJUSTA
“Concusión: El servidor público que abusando de
su cargo o de sus funciones constriña o induzca a
alguien a dar o prometer al mismo servidor o a un
tercero, dinero o cualquier otra utilidad indebidos,
o los solicite, incurrirá en prisión de seis (6) a diez
(10) años, multa de cincuenta (50) a cien (100)
salarios mínimos legales mensuales vigentes, e
inhabilitación para el ejercicio de derechos y
funciones públicas de cinco (5) a ocho (8) años.”
Fuente: Ibíd.
“Cohecho propio: El servidor público que reciba
para sí o para otro, dinero u otra utilidad, o acepte
promesa remuneratoria, directa o indirectamente,
para retardar u omitir un acto propio de su cargo,
o para ejecutar uno contrario a sus deberes
oficiales, incurrirá en prisión de cinco (5) a ocho
(8) años, multa de cincuenta (50) a cien (100)
salarios mínimos legales mensuales vigentes, e
inhabilitación para el ejercicio de derechos y
funciones públicas de cinco (5) a ocho (8) años.”
Fuente: Ibíd.
“Cohecho impropio: El
servidor público que
acepte para sí o para otro, dinero u otra utilidad o
promesa remuneratoria, directa o indirecta, por
acto que deba ejecutar en el desempeño de sus
funciones, incurrirá en prisión de cuatro (4) a siete
(7) años, multa de cincuenta (50) a cien (100)
salarios mínimos legales mensuales vigentes, e
inhabilitación para el ejercicio de derechos y
funciones públicas de cinco (5) a ocho (8) años.
El servidor público que reciba dinero u otra
utilidad de persona que tenga interés en asunto
sometido a su conocimiento, incurrirá en prisión
de dos (2) a cinco (5) años, multa de treinta (30) a
cincuenta (50) salarios mínimos legales
mensuales vigentes, e inhabilitación para el
ejercicio de derechos y funciones públicas por
cinco (5) años.”
Fuente: Ibíd.
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PENA
DESDE 6 HASTA 10
AÑOS DE PRISIÓN,
DESDE 50 HASTA
100
SMLMV
DE
MULTA Y DESDE 5
HASTA 8 AÑOS DE
INHABILITACIÓN
PARA
EL
EJERCICIO
DE
DERECHOS
Y
FUNCIONES
PÚBLICAS
DESDE 5 HASTA 8
AÑOS DE PRISIÓN,
DESDE 50 HASTA
100
SMLMV
DE
MULTA Y DESDE 5
HASTA 8 AÑOS DE
INHABILITACIÓN
PARA
EL
EJERCICIO
DE
DERECHOS
Y
FUNCIONES
PÚBLICAS

DESDE 2 HASTA 7
AÑOS DE PRISIÓN,
DESDE 30 HASTA
100
SMLMV
DE
MULTA Y DESDE 5
HASTA 8 AÑOS DE
INHABILITACIÓN
PARA
EL
EJERCICIO
DE
DERECHOS
Y
FUNCIONES
PÚBLICAS

Tabla 8. Malas prácticas contra los archivos públicos en Colombia que derivan en
conductas punibles y sus penas (Continuación).

MALAS PRACTICAS CONTRA LOS ARCHIVOS PÚBLICOS EN COLOMBIA QUE DERIVAN EN
CONDUCTAS PUNIBLES Y SUS PENAS
No

MALA PRACTICA

22

Ofrecer dinero u otra
utilidad
a
servidor
público para que este
retarde u omita un acto
propio de su cargo, para
ejecutar uno contrario a
sus deberes oficiales o
por acto que deba
ejecutar
en
el
desempeño
de
sus
funciones.

23

No denunciar los delitos,
contravenciones y faltas
disciplinarias
de
los
cuales
tuviere
conocimiento, salvo las
excepciones de ley.

TIPO PENAL AL QUE SE AJUSTA
“Cohecho por dar u ofrecer: El que dé u
ofrezca dinero u otra utilidad a servidor
público, en los casos previstos en los dos
artículos anteriores, incurrirá en prisión de
tres (3) a seis (6) años, multa de
cincuenta (50) a cien (100) salarios
mínimos legales mensuales vigentes, e
inhabilitación para el ejercicio de
derechos y funciones públicas de cinco
(5) a ocho (8) años.”
Fuente: Ibíd.
“Abuso de autoridad por omisión de
denuncia: El servidor público que
teniendo conocimiento de la comisión de
una conducta punible cuya averiguación
deba adelantarse de oficio, no dé cuenta
a la autoridad, incurrirá en multa y pérdida
del empleo o cargo público.
La pena será de dos (2) a cuatro (4) años
de prisión si la conducta punible que se
omitiere
denunciar
sea
de
las
contempladas en el delito de omisión de
denuncia de particular.”

PENA

DESDE 3 HASTA 6 AÑOS
DE PRISIÓN, DESDE 50
HASTA 100 SMLMV DE
MULTA Y DESDE 5
HASTA 8 AÑOS
DE
INHABILITACIÓN
PARA
EL
EJERCICIO
DE
DERECHOS
Y
FUNCIONES PÚBLICAS

MULTA Y PÉRDIDA DEL
EMPLEO O CARGO Y/O
DESDE 2 HASTA 4 AÑOS
DE PRISIÓN

Fuente: Ibíd.

24

Proveer acceso a los
documentos
públicos
que,
conforme a la
Constitución o a la ley,
tengan
carácter
reservado, a personas
que no están habilitadas
para tal fin según dichas
normas.

“Revelación de secreto: El servidor
público que indebidamente dé a conocer
documento o noticia que deba mantener
en secreto o reserva, incurrirá en multa y
pérdida del empleo o cargo público.”
Fuente: Ibíd.
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MULTA Y PÉRDIDA DEL
EMPLEO
O
CARGO,
DESDE 1 HASTA 3 AÑOS
DE PRISIÓN, DESDE 15
HASTA 60 SMLMV DE
MULTA Y 5 AÑOS DE
INHABILITACIÓN
PARA
EL
EJERCICIO
DE
DERECHOS
Y
FUNCIONES PÚBLICAS

Tabla 8. Malas prácticas contra los archivos públicos en Colombia que derivan en
conductas punibles y sus penas (Continuación).

MALAS PRACTICAS CONTRA LOS ARCHIVOS PÚBLICOS EN COLOMBIA QUE
DERIVAN EN CONDUCTAS PUNIBLES Y SUS PENAS
No

MALA PRACTICA

25

Utilizar en provecho
propio o ajeno, siendo
servidor
público,
descubrimiento
científico,
u
otra
información o dato
llegados
a
su
conocimiento
por
razón
de
sus
funciones y que deban
permanecer
en
secreto o reserva.

TIPO PENAL AL QUE SE AJUSTA
PENA
“Utilización de asunto sometido a
secreto o reserva: El servidor público
que utilice en provecho propio o ajeno,
descubrimiento científico, u otra
información o dato llegados a su
conocimiento por razón de sus
funciones y que deban permanecer en MULTA Y PÉRDIDA DEL
secreto o reserva, incurrirá en multa y EMPLEO O CARGO
pérdida del empleo o cargo público,
siempre que la conducta no constituya
otro delito sancionado con pena
mayor.”
Fuente: Ibíd.

26

Hacer uso indebido,
siendo
funcionario
público,
de
información que haya
conocido por razón o
con ocasión de sus
funciones y que no
sea
objeto
de
conocimiento público,
con el fin de obtener
provecho para sí o
para un tercero.

“Utilización indebida de información
oficial privilegiada: El servidor público
que como empleado o directivo o
miembro de una junta u órgano de
administración de cualquier entidad
pública, que haga uso indebido de
información que haya conocido por
razón o con ocasión de sus funciones y MULTA Y PÉRDIDA DEL
que no sea objeto de conocimiento EMPLEO O CARGO
público, con el fin de obtener provecho
para sí o para un tercero, sea éste
persona natural o jurídica, incurrirá en
multa y pérdida del empleo o cargo
público.”
Fuente: Ibíd.
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9.4.1. Hallazgos.

De las 26 malas prácticas identificadas como susceptibles de sanción penal en
Colombia, se analizaron las siguientes particularidades:
-

Concepto de Documento, Información y Soporte: No se identificó en el
Código Penal un concepto unificador de la noción o acepción de
documento, información y soporte documental, debido a que son
considerados en apartados diferentes los delitos en el entorno informático
y los delitos que afectan el documento físico; en consideración del autor,
sería prudente la revisión de los conceptos fundamentales y estructurar
en un solo apartado de la norma penal todo lo que a ellos corresponda,
porque tal y como está configurado actualmente se entiende como si la
diferencia del medio o el soporte hiciera que los conceptos de documento
e información fueran diferentes también.
Incluso, se llega a tipificar el “Hurto por medios informáticos”, ¿Acaso, el
que el hurto se realice por medios informáticos, hace que sea más o
menos hurto, que el desarrollado por medios físicos de un mismo activo?

-

Acceso a Repositorios Físicos y Electrónicos: Las condiciones
referidas al acceso a repositorios de información y documentos físicos en
comparación con los electrónicos son diferentes; para los primeros el solo
hecho de acceder a los repositorios o instalaciones sin autorización no es
considerado delito, mientras que para los segundos el solo hecho de
acceder a los sistemas informáticos que los albergan ya es considerado
como tal; este último caso, porque se presupone que en el ámbito
informático difícilmente alguien accede indebidamente a sistemas de
administración de datos de forma accidental o sin tener un fin indebido.
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-

Acceso a Documentos Reservados: En cuanto a los documentos de
carácter reservado, es cobijado con medida penal el proveer su acceso a
personas no autorizadas, no ocurriendo igual para el caso contrario, es
decir, no se aplican este tipo de medidas en los casos que se niega el
acceso a documentos con dicho carácter a personas que legalmente
tienen el derecho de consultarlos; mostrándose así, la preferencia por
asegurar la menor ocurrencia posible de errores en el acceso que en la
restricción; dicha situación es entendible, si se analiza desde la
perspectiva de la magnitud del daño que se podría ocasionar en cada
caso.

-

Dimensiones de Protección del Documento: Se logra proteger el
documento, en tres sentidos; en su integridad física, mediante tipos
penales que abarcan su destrucción, daño, ocultamiento y falsedad
material; en su contenido, incluyendo descripciones a cerca de falsedad
ideológica, revelación de secreto, violación de intimidad, comunicaciones
y datos; y en su uso, considerando el indebido en provecho propio y de
terceros.

-

Instalaciones y Equipos: Otras conductas típicas descritas se enfocan
en la protección de los bienes muebles e inmuebles dispuestos para la
administración propia de cualquier actividad en el sector público, como el
daño en bien ajeno, el daño informático, el hurto y el peculado en sus
distintas modalidades.

-

Corrupción: Por último, pero no menos importante, se encuentra que
también se incluyen tipos penales que cobijan las incidencias indebidas
en la ejecución de funciones de los empleados públicos, expresados por
medio de la definición de la concusión y las varias modalidades del
cohecho.

134

En lo relacionado al ejercicio comparativo, concerniente a las normas penales relativas
al documento, entre los casos de Argentina, España y Estados unidos en función del
caso Colombiano, se pudieron identificar algunos puntos relevantes:

-

Estructura de la Norma Penal: La estructura normativa, en el caso de
Argentina, Colombia y España, es ciertamente similar debido a que la de
los dos países latinoamericanos proviene precisamente del país europeo,
adoptada por la imposición natural del proceso colonizador de la
conquista del territorio americano por los españoles; lo que difiere en gran
medida del caso Estadounidense, cuyo origen anglosajón hace que sus
estructuras legales obedezcan a un tipo de aplicación de carácter distinto,
basado en la costumbre.

-

Agravantes Comunes: En los cuatro casos analizados, se concibe de
igual forma como agravante en la comisión de las conductas el hecho de
ser funcionario público.
En sentido similar, todos los ordenamientos normativos revisados
consideran como hecho de mayor punibilidad cuando la conducta es
cometida por el funcionario que tiene la custodia de los documentos.

-

Proporcionalidad de la Pena: Otro de los aspectos en los que se
encontraron semejanzas fue en el de la proporcionalidad de la pena, ya
que son similares los castigos para las conductas análogas en cada caso
en términos generales.

-

Diferencia en el Concepto de Información y Documento: Una
diferencia importante, radica en la organización y presentación del
concepto de información y documento en cada uno de los referentes
normativos, lo que a su vez deriva en la forma como se agrupan o
clasifican los tipos penales pertinentes en la norma penal de cada país,
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siendo el caso Español el que presentó una estructura más acorde con
los conceptos de información, documento y soporte tradicionalmente
utilizados.
Lo anterior deriva en que para España, todos los tipos penales
relacionados con la información sean entendidos independientemente de
los soportes documentales y de los medios de acceso a los mismos;
situación contraria ocurre en los demás casos; para Colombia se tiene un
apartado especial en el que se tratan los Delitos Informáticos, desligando
o diferenciando los soportes y medios electrónicos de lo tratado en los
Delitos Contra la Fe Pública, donde se aborda lo relacionado con la
Falsedad de Documentos; para Argentina, también se presenta una
diseminación por varias secciones de su código de disposiciones
tendientes a la protección de la información en función de la protección de
otros asuntos y; En el caso de Estados Unidos se da una particularidad
llamativa, puesto que en la descripción de los delitos contra los Registros
e Informes (Ocultamiento, eliminación o mutilación general), no utiliza un
término o expresión que agrupe todos los tipos de documentos, sino que
utiliza una mención discriminada de los mismos (…registro, proceso,
mapa, libro, documento, papel, u otra cosa…).

-

Ámbitos de Protección del Documento: También cabe destacar como
aspecto relevante, que absolutamente todas las disposiciones legales de
los cuatro casos analizados, cuentan con medidas tendientes a la
protección de la información en cuanto a sus soportes, su acceso, su uso
y administración.
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En términos generales, lo que se pudo observar en todos los casos, es que hay
múltiples estadios y niveles de protección desde lo penal en el contexto de los Archivos
Públicos, situación que permite categorizar el espectro conceptual en el que se sitúan
las malas prácticas identificadas como susceptibles de este tipo de sanción; es así
como inicialmente se pueden considerar como estadios los referidos al Archivo
Público como Repositorio, a los Documentos como Contenedores de la
Información y, a los Actores del Ciclo de Vida del Documento.

Cuando se habla del Archivo Público como Repositorio, se hace referencia a las
normas que pretenden proteger las instalaciones físicas y virtuales (ej. mal uso, acceso
indebido o mal restringido, daño), los equipos e insumos necesarios para la
administración de los documentos (ej. mal uso, daño, pérdida o robo) y la prestación de
los servicios de archivo (ej. acceso indebido o mal restringido), incluyendo además los
recursos económicos necesarios para su montaje, mantenimiento y/o mejoramiento (ej.
aprovechamiento indebido, malversación).

En segunda instancia, los Documentos como Contenedores de Información, da cuenta
de las medidas que procuran el resguardo de los soportes documentales (físicos y
electrónicos) y la información que contienen, teniendo en cuenta actividades
relacionadas propiamente con el estado de dichos soportes, su acceso o restricción
indebidos, su destrucción o falsedad, entre otras.

Por último, los Actores del Ciclo de Vida del Documento, que viene a ser el estadio
articulador de los dos primeros, ya que se enfoca en los gestores de los documentos y
en prestadores y los usuarios de los servicios de archivo, a quienes cobijan todas las
consecuencias penales respectivas dependiendo del rol que desempeñen dentro del
proceso documental, puesto que éstos son los que sustentan las actividades de
creación, uso, administración y disposición final de los documentos.
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Ahora bien, con relación a los niveles de protección, también se podrían definir tres
igualmente relacionados como en el caso de los estadios, los cuales se pueden
nombrar como el Bien Tutelado o Protegido, la Pena y, las Circunstancias de
Agravación o Atenuación de la Pena.

En primer lugar, el Bien Tutelado o Protegido, señala, rotula o indica el objeto o cosa
que ampara o defiende la norma penal, conviniendo resaltar para el caso de la
presente investigación bienes como la Fe Pública, la Administración Pública, la
Intimidad, las Comunicaciones, el Patrimonio Económico, la Información y los Datos.
Cada uno de los bienes tutelados mencionados compone un conjunto de elementos
protegidos por la norma penal.

En segundo lugar, la Pena misma, que se constituye como el castigo o sanción a quien
comete o ejecuta algún acto tipificado como delito en la norma penal, la cual se supone
proporcional a la conducta realizada.

En tercer lugar, las Circunstancias de Agravación o Atenuación de la Pena, que como
su nombre lo indica, afectan la pena básica definida para delito o tipo penal
aumentando o disminuyendo respectivamente el castigo o sanción, dependiendo de
ciertos aspectos relacionados con la realización de la conducta punible o el proceder
del titular de la conducta luego de la comisión de la misma; es así como se puede
destacar como agravante relevante para este trabajo el ser Funcionario Público y,
como atenuante Restituir un Bien Hurtado.

Es así como dependiendo de la especificidad de cada mala práctica desarrollada contra
los Archivos Públicos en Colombia y de la calidad del responsable de su ejecución, se
puede obtener una castigo proporcional susceptible de ser analizado en el marco de los
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seis aspectos mencionados en el final de este apartado (tres estadios y tres niveles);
todo en función de la protección integral de los archivos, documentos e información de
carácter público, creados, gestionados o administrados en repositorios físicos o
virtuales pertenecientes a cualquiera de las instituciones del Estado Colombiano;
resaltando que las sanciones penales no eximen a los titulares, de otras sanciones
como las de tipo disciplinario y fiscal, emanadas desde entes de control como la
Procuraduría y la Contraloría, respectivamente.
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10.

CONCLUSIONES

Luego de la realización de este trabajo, se pudo comprobar uno de los presupuestos
planteados durante las fases previas tendientes a la delimitación del mismo, el hecho
de que hay desconocimiento por parte de los profesionales del quehacer archivístico a
cerca de las implicaciones penales a las que puede estar sujeta la realización de Malas
Prácticas Contra los Archivos Públicos en Colombia; desconocimiento que al parecer,
recae además sobre los funcionarios de la jurisdicción penal en general.

Lo anterior se sostiene en dos argumentos simples; el primero, que al principio de la
realización del trabajo no fue posible encontrar escrito alguno sobre un compendio
formal de malas prácticas contra los archivos; el segundo, que durante la investigación
no se encontraron profesionales del ramo del derecho o funcionarios públicos
jurisdiccionales que dieran orientaciones claras y certeras al respecto de los temas
tratados, sumando también el hecho de que se encontraron muy pocos procesos que
dieran cuenta de lo que en el mismo sentido se ha juzgado por las instancias penales
correspondientes y que en los pocos encontrados no se hace referencia a ningún tipo
de indagación sobre los responsables de los archivos en las instituciones públicas.

A partir de esto, podrían generarse varias preguntas para ambos casos ¿Está formado
el profesional de archivo en los componentes normativos que reviste su actividad?
¿Debe o no el profesional de archivo conocer las responsabilidades que en lo penal
pueden caber a la mala o no ejecución de sus funciones? ¿Si muchos de los delitos por
corrupción administrativa tienen como medios de ejecución atentar contra los
documentos de archivo, por qué es tan difícil encontrar a profesionales de archivo
requeridos por las autoridades en los procesos penales resultantes? ¿Hace falta mayor
claridad en la definición de las normas penales relativas a la información, los
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documentos, los archivos y sus responsables en la administración pública? ¿Son las
normas actuales insuficientes o hace falta su aplicación?

Así como estas, muchas preguntas más se podrían generar para tratar de precisar las
razones que influyen el estado actual de desconocimiento que sobre la materia se
tiene, sin embargo, una de las pretensiones de esta investigación es contribuir con el
cambio en esta situación.

Ahora bien, hay que decir que para la definición formal de malas prácticas contra los
archivos públicos, en Colombia se cuenta con referencias normativas suficientes; de
esto se obtuvo que se pudieron catalogar como tales, 83 actividades, de las cuales solo
26 se consideraron como susceptibles de sanción penal para quienes las ejecuten,
siendo este sentido de ejecución orientado hacia el ciudadano común, el funcionario
público en general y el profesional de archivo en la administración pública en
específico.

Los ítems descritos en las 26 malas prácticas consideradas como de posible castigo
penal, sugirieron entonces una protección completa de los archivos en su contexto
público, en su integridad física, en su contenido y en su uso; sin embargo, ¿la
diseminación por todo el Código Penal de todas estas conductas relacionadas con
información y documento, no sugieren también la reconfiguración de ciertos tipos
penales en función de estos? Solo el tiempo dirá cómo las normas penales seguirán
con su evolución de la mano de las nuevas formas de relación entre el estado y sus
ciudadanos; relación mediada por profesionales de archivo que se verán directamente
afectados por las normas que regulen la misma, que en caso de no estar al día con su
aprehensión y aplicación, verán no solo afectado el desarrollo de su función por medio
de la mala calidad en la prestación de sus servicios, sino también su desarrollo
personal como integrantes libres de la sociedad.
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En cuanto a la comparación del caso colombiano con los casos específicos de
Argentina, España y Estados unidos, en relación a la protección estatal a los archivos
públicos mediante regulaciones de tipo penal; se puede decir que Colombia tiene poco
o nada que envidiarles, ya que se hallan medidas de protección similares para los
distintos niveles e instancias de la gestión documental.

Todo lo expresado en este trabajo da cuenta de las diferentes medidas adoptadas en
Colombia, así como en algunos otros países, para la protección de la información
indistintamente de sus soportes y medios de acceso, orientadas no solo a las
cuestiones relativas a su uso, sino también, a su preservación en el tiempo, además de
brindar a los ciudadanos de cada una de sus comunidades el acceso a los documentos
como medio de garantía del ejercicio de sus derechos; por tanto, y como responsables
de la administración documental en las instituciones, los profesionales de archivo
deben estar al corriente de dichas normas y las posibles consecuencias que deriven de
su incumplimiento o de la adopción de prácticas contrarias a las mismas.
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11.

RECOMENDACIONES

La proyección de las recomendaciones resultantes de la elaboración de este trabajo se
realizó en función de las interrogantes planteadas en el apartado de conclusiones, con
la pretensión de postular, más que opciones o posibles repuestas, propuestas que en
conjunto coadyuven a mejorar el estado actual de desconocimiento de la normatividad
en Colombia pertinente a la protección de los documentos públicos.

Sobre la pregunta sobre si ¿Está formado el profesional de archivo en los componentes
normativos que reviste su actividad? Hay que decir que dicha formación es incompleta,
pues si bien comporta los aspectos relativos a la normatividad asociada a las
actividades técnicas del desarrollo de su actividad profesional (Valoración documental,
elaboración y aplicación de TVD y TRD, Transferencias documentales, etc.), no tiene
en cuenta la formación en cuanto a las sanciones penales, disciplinarias y fiscales que
podría derivar del incumplimiento de dicha normatividad además de la asociada a los
funcionarios públicos en general, así como a los ciudadanos en su relación con el
estado, todo relacionado con la gestión documental y la administración de archivos.

Lo dicho hasta aquí, se conecta con la pregunta acerca de si ¿Debe o no el profesional
de archivo conocer las responsabilidades que en lo penal pueden caber a la mala o no
ejecución de sus funciones? Cuya respuesta obvia es que si, pero para lograr ese
cometido se deben reforzar los distintos programas académicos de las instituciones de
formación de profesionales en Ciencias de la Información, en los aspectos normativos
pertinentes, para lo cual se debe reconocer la carencia de estudios y trabajos
suficientes a este respecto, debiendo por consiguiente plantearse al interior de los
diferentes grupos de investigación en gestión documental cuáles son los temas
estructurales sobre los cuales hace falta producción intelectual que complemente el
paradigma actual.
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Pero hasta este momento, con lo expresado en el párrafo anterior, se podría decir que
quedaría cubierto el trabajo a realizar para mitigar el desconocimiento del profesional
de gestión documental y archivo, en los temas normativos a los que se refiere este
documento, y ¿Si muchos de los delitos por corrupción administrativa tienen como
medios de ejecución atentar contra los documentos de archivo, por qué es tan difícil
encontrar a profesionales de archivo requeridos por las autoridades en los procesos
penales resultantes? Pregunta que hace una referencia directa al desconocimiento
desde el lado de quienes en su jurisdicción son los encargados de velar por el
cumplimiento de las disposiciones penales al respecto. Esto lo que hace es presumir la
existencia de cierto vacío en la vinculación de los funcionarios encargados de los
archivos en la comisión de delitos que tuvieron a los documentos o información
custodiada por ellos como medios de ejecución del ilícito.

Se podría pensar entonces, que en condiciones normales en las que se destruya un
documento en custodia de un archivo público, se acceda a este ilegalmente, se use su
contenido de manera irregular, etc., podría implicar de manera culposa o dolosa al
funcionario responsable de la custodia del mismo; por lo tanto, la respuesta al
interrogante anterior se puede complementar diciendo que es posible que existan fallas
en la interpretación de las normas, según las cuales uno de los principales llamados a
responder en procesos judiciales de este tipo debería ser esta clase de funcionario, es
decir, quien es responsable de la custodia de los documentos del archivo.

En consecuencia, se deben revisar dos interrogantes más, dirigidos a establecer si
¿Hace falta mayor claridad en la definición de las normas penales relativas a la
información, los documentos, los archivos y sus responsables en la administración
pública? Y si ¿Son las normas actuales insuficientes o hace falta su aplicación? Para lo
cual se puede conceptuar, luego de las distintas aseveraciones presentadas a lo largo
de este trabajo, que independientemente de la estructuración de los contenidos de las
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distintas disposiciones a este respecto en el Código Penal Colombiano, estas son
claras, suficientes y lo que está en déficit es la aplicación de las mismas; para lo cual
se puede mencionar como referencia, independientemente del debate que esto pueda
generar, el indicador de 0 (cero) funcionarios multados o sancionados por el Archivo
General de la Nación desde la expedición de la Ley 594 de 2000, que según su Artículo
35 tiene estas facultades:

“Artículo 35. Prevención y sanción. El Gobierno Nacional, a través del Archivo
General de la Nación, y las entidades territoriales, a través de sus respectivos
Consejos de Archivos, tendrán a prevención facultades dirigidas a prevenir y
sancionar el incumplimiento de lo señalado en la presente ley y sus normas
reglamentarias, así:
a) Emitir las órdenes necesarias para que se suspendan de inmediato las
prácticas que amenacen o vulneren la integridad de los archivos públicos y se
adopten las correspondientes medidas preventivas y correctivas.
Cuando no se encuentre prevista norma especial, el incumplimiento de las
órdenes impartidas conforme al presente literal será sancionado por la autoridad
que las profiera, con multas semanales sucesivas a favor del tesoro nacional,
departamental, distrital o municipal, según el caso, de hasta veinte (20) salarios
mínimos legales mensuales, impuestas por el tiempo que persista el
incumplimiento;”92

Esta realidad permite considerar, sin cabida a ningún tipo de duda, que si el organismo
rector de la función archivística pública no ha emitido sanción alguna por temas
relacionados con la mala gestión documental y administración de archivos en las

92

COLOMBIA. CONGRESO DE LA REPÚBLICA. Ley 594 (14, Julio, 2000). Por la cual se establece la
Ley General de Archivos. [término de búsqueda: ley 594 de 2000]. [en línea - html] Bogotá: Alcaldía de
Bogotá.
[consulta:
2011
02
15]
Disponible
en:
http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=4275.
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instituciones del estado, no se ha visibilizado entonces la responsabilidad de los
funcionarios que sobre los documentos a su cargo tienen, y mucho menos la de los
profesionales del ramo; lo que a su vez haría suponer que en las instancias de control
penal, disciplinario y fiscal, siendo menos especializadas en el tema archivístico dicha
problemática deba ser mucho mayor en consecuencia. De allí la poca sindicación de
los archivistas en procesos penales en los que se debería presuponer de ellos algún
tipo de participación.

Una propuesta simple, y por demás evidente, es que el Archivo General de la Nación
lidere el proceso de visibilización de las malas prácticas contra los archivos públicos
mediante la aplicación de las sanciones correspondientes a los sujetos activos de las
mismas, acompañándolas de la respectiva compulsación de copias a los entes de
control correspondientes para la verificación por éstos de la posible cabida de
responsabilidades de tipo penal, disciplinario o fiscal.

Por último, y desde un punto de vista técnico, se recomienda la revisión del Código
Penal Colombiano, con el fin de establecer una posible reconfiguración de la estructura
en la que se presentan por separado los Delitos Informáticos de otros concebidos
Contra la Administración Pública en los que se ve involucrado el mal uso de la
información o la afectación de sus soportes documentales, porque tal y como está
configurado actualmente se entiende como si la diferencia del medio o el soporte
hiciera que los conceptos de documento e información fueran también diferentes.
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